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RESUMEN

A través del presente artículo el autor, a partir de los principios de supremacía y
fuerza vinculante de la Constitución colombiana, analiza los sistemas de defensa de
la Constitución, llegando a la Corte Constitucional, para detenerse en las sentencias
y el análisis de la cosa juzgada y los efectos vinculantes de las decisiones judiciales
de dicha Corte.

Derecho Procesal Constitucional. Defensa de la Constitución. Corte Constitucional.
Efectos de las sentencias de la Corte Constitucional colombiana.

PRESENTACIÓN

Corresponde el presente estudio a una sentida necesidad de abordar la interpretación
constitucional y el derecho procesal constitucional colombiano desde una perspectiva
académica, para recoger la dispersión de textos y artículos sobre esas materias, e
integrar un vademécum constitucional que oriente a los amantes del Derecho Público.
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Por esa razón, gracias a los organizadores del II Encuentro Latinoamericano de
Derecho Procesal Constitucional1, al Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal
Constitucional y a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de la República de Costa
Rica, en sus quince años de existencia, se atendió una importante invitación para
reflexionar sobre el tema, complementando un estudio previo2 que se presentó en
el Encuentro de Constitucionalistas de Europa Central y América del Sur, realizado en
la Universidad de Wroclaw, Polonia en 2001.

Realizar este análisis doctrinal y académico es para mí muy importante, pues
represento a la llamada “nueva generación” de constitucionalistas colombianos3,
llamada así por ser la de los que comenzamos nuestro ejercicio profesional en la Corte
Constitucional y bajo la vigencia de la Carta de 1991.

El tema al cual me voy a referir, que hace parte del Derecho Procesal Constitucional4,
tiene que ver con el cumplimiento de los fallos de la Corte Constitucional colombiana,
los que desde su instalación el 17 de febrero de 1992, son más de treinta mil a junio
de 20045, entre los que existen algunos, especialmente en materia de revisión de
acciones de tutela, que han sido incumplidos incluso por la Corte Suprema de Justicia,
lo que ha dado lugar a que actualmente la Comisión Interamericana de Derechos

Hernán Alejandro Olano García

1 El Derecho Procesal Constitucional, es una disciplina muy nueva y en plena discusión, para denominar lo
que desde los años treinta del siglo XX, en Europa, y desde los cincuenta del mismo siglo en América
Latina, donde se conoce como jurisdicción constitucional. Según  Domingo García Belaunde, el tema de
la jurisdicción constitucional, o mejor, del derecho procesal constitucional, como se tiende a llamarlo hoy
en día, se inicia muy tarde en América Latina, pero es interesante señalar que, en forma corporativa, se
planteó por primera vez en el Segundo Coloquio Iberoamericano de Derecho Constitucional, que se llevó
a cabo en noviembre de 1977 en el Hotel Sochagota de Paipa, con el auspicio del Instituto Iberoamericano
de Derecho Constitucional y organizado por el profesor Carlos Restrepo Piedrahita de la Universidad
Externado de Colombia. En: García Belaunde, Domingo. Ü»®»½¸± Ð®±½»­¿´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´. Editorial Temis,
Bogotá, D.C., 2001, p.  IX.
Hoy, son muchos los que se han dedicado a esta tarea de difusión del Derecho Procesal Constitucional
desde que don Niceto Alcalá-Zamora y Castillo divulgara el nombre en los pueblos de origen español
desde 1933, entre ellos, Mauro Cappelletti, Germán Bidart Campos, Héctor Fix-Zamudio, Néstor Pedro
Sagüés, Rubén González Valle, Domingo García Belaunde, José Humberto Nogueira Alcalá, Giancarlo Rolla,
Javier Henao Hidrón, Ernesto Rey Cantor, José Palomino Manchego, Eduardo Esteva, Eduardo Ferrer
McGregor, Aníbal Quiroga León, Oscar Puccineli, Alfredo Gozaini, Víctor Bazán, Ernesto Jorge Blume Fortini,
Humberto La Roche, Allan Brewer-Carías, Alfonso Noriega, Eloy Espinosa-Saldaña y Barrera, Boris Barrios
González, Francisco Fernández Segado, Carlos Ayala Corao, Juan Carlos Hitters, Iván Escobar Fornos, etc.
y más recientemente María Sofía Sagüés, Gabriela Ávalos, Sebastián Franco, etc.

2 Publicado en: “Europa Wschodnia ‒ Ameryka Lanciska: Pozycja jednosstki system rzadu”, ß½¬¿ Ë²·ª»®­·¬¿¬·­
É®¿¬·­´¿ª»²­·­ # 2362, Universidad de Wroclaw, Polonia, 2002.

3 “Û² Ý±´±³¾·¿ô °±® »¶»³°´±ô ­» ¸¿¾´¿ ¼» ´¿ »¨·­¬»²½·¿ ¼» «² �²«»ª± ½±²­¬·¬«½·±²¿´·­³±� ¬®¿­ ´¿ »²¬®¿¼¿ »² ª·¹»²½·¿
¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ¼» ïççïò Ü±­ ½¿®¿½¬»®3­¬·½¿­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ¼»´ ²«»ª± ½±²­¬·¬«½·±²¿´·­³± ¬·»²»² ¯«» ª»® ¼·®»½¬¿³»²¬»
½±² ´¿ ¼·­½«­·-² Ø¿®¬óÜ©±®µ·²æ °±® «²¿ °¿®¬»ô ­« ¿ª¿´ ¿´ °±¼»® ·²¬»®°®»¬¿¬·ª± § ½®»¿¬·ª± ¼»´ ¶«»¦ §ô °±® ±¬®¿ô ­«
·²­°·®¿½·-² ¬»-®·½¿ »² ´¿ ¼±½¬®·²¿ § ´¿ °®?½¬·½¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ¿²¹´±­¿¶±²¿­ò Ô¿ ¼·­¬·²½·-² ¼©±®µ·²·¿²¿ »²¬®» ®»¹´¿­
§ °®·²½·°·±­ô °±® »¶»³°´±ô º«» ®»½±¹·¼¿ »¨°®»­¿³»²¬» °±® »´ ²«»ª± ½±²­¬·¬«½·±²¿´·­³±ò�Véase: Cepeda, Manuel
José. Ô±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ »² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ¼» ïççï, Temis, Bogotá, D.C., 1992, pp. 1 a 20.
También, en: Ô¿ Ü»½·­·-² Ö«¼·½·¿´ò Û´ Ü»¾¿¬» Ø¿®¬óÜ©±®µ·². Estudio Preliminar de César Rodríguez. Siglo
del Hombre Editores. Universidad de Los Andes, Bogotá, D.C., 2000, p. 17.

4 Algunos autores sostienen que el Derecho Procesal Constitucional es una disciplina constitucional (por
ejemplo, Peter Häberle), otros afirman que es mixta (es el caso de Néstor Pedro Sagüés, que yo comparto),
y otros más que la disciplina es netamente procesal como lo sostiene Domingo García Belaunde, ver Op.
cit., p. 185. Aunque en Brasil, Marcus Orione Gonçalvez Correia, sostenga que es parte del proceso civil.

5 En Costa Rica, de 1989 a 2004, la famosa Sala Constitucional, conocida como la “Sala Cuatro”, ha expedido
más de 120.000 fallos.
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Humanos tenga bajo su conocimiento un caso sobre el que eventualmente emitirá
su Opinión Consultiva, acerca del incumplimiento de la Sentencia de Unificación de
Jurisprudencia SU-1185 de 20016, correspondiente al proceso de tutela T-373655 y
que ha motivado en el mes de febrero de 2004 un “½¸±¯«» ¼» ¬®»²»­”, surgido de la
expedición del Auto 010/04, al que más adelante haré referencia, y en el que se
advierte que la Corte Constitucional puede dejar en firme el fallo revocado por un
alto tribunal de justicia, cuando este se niega a cumplir la sentencia de tutela dictada
en su contra por haber incurrido en una vía de hecho judicial en el trámite el proceso
ordinario7. Por eso, en su condición de máximo tribunal de la jurisdicción constitucional
y órgano de cierre de la misma -agrega la decisión-, la Corte tiene la supremacía
cuando funcionalmente se ejercita dicha jurisdicción por los jueces y magistrados,
por lo que mantiene competencia para hacer efectivas sus propias decisiones.

Otro caso para buscar que no se deje sin efecto una decisión de la Corte
Constitucional, se remite a lo que el profesor Mauricio García Villegas8 llama una
“acción de cumplimiento ­«· ¹7²»®·­”, prácticamente referida a las decisiones sobre el
mínimo vital, donde el accionante de una tutela ya tiene un título que le permite exigir
la acción del Estado y sin embargo hay un incumplimiento contractual que hace que
en efecto no se le entreguen los recursos, y esta inacción pone en peligro la subsistencia
del accionante. La Corte lo que hace en la mayoría de los casos es permitirle a estas
personas que, en virtud de la urgencia, exijan el cumplimiento9 a través de la acción
de tutela, mucho más rápida y efectiva, y menos costosa que la vía ordinaria.

I. LA CONSTITUCIÓN COLOMBIANA Y SUS PRINCIPIOS
DE SUPREMACÍA Y FUERZA VINCULANTE

La Constitución10, es un conjunto organizado de disposiciones que ½±²º·¹«®¿ §
±®¼»²¿ ´±­ °±¼»®»­ ¼»´ Û­¬¿¼± °±® »´´¿ ½±²­¬®«·¼±­ô § ¯«» °±® ±¬®¿ °¿®¬»ô »­¬¿¾´»½» ´±­ ´3³·¬»­
¼»´ »¶»®½·½·± ¼»´ °±¼»® § »´ ?³¾·¬± ¼» ´·¾»®¬¿¼»­ § ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ô ¿­3 ½±³± ´±­
±¾¶»¬·ª±­ °±­·¬·ª±­ § ´¿­ °®»­¬¿½·±²»­ ¯«» »´ °±¼»® ¼»¾» ½«³°´·® »² ¾»²»º·½·± ¼» ´¿ ½±³«²·¼¿¼ò

La Constitución es norma fundamental de la cual se derivan todas las demás reglas
que rigen y organizan la vida en sociedad, y, como estatuto supremo y necesario de
la organización estatal, corresponde ante todo a un acto de carácter político, en cuanto
se deriva del ejercicio soberano del poder del que es titular el pueblo, y, a partir de

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

6 Magistrado Ponente doctor Rodrigo Escobar Gil.
7 El propósito es exclusivamente el de preservar los derechos constitucionales fundamentales que vienen

siendo desconocidos por la corporación judicial que se niega a cumplir la decisión del juez constitucional.
Cfr. ÁMBITO JURÍDICO, #150, 5 al 25 de abril de 2004, p. 8-A.

8 García, Mauricio. “Derechos Sociales y Necesidades Políticas” en: De Sousa Santos, Boaventura y García,
Mauricio. 2001. Û´ Ý¿´»·¼±­½±°·± ¼» ´¿ Ö«­¬·½·¿ »² Ý±´±³¾·¿ò Colciencias, Bogotá, D.C., Instituto Colombiano
de Antropología e Historia, Universidad de Coimbra, Universidad de los Andes y Universidad Nacional de
Colombia. Siglo del Hombre Editores.

9 “...´¿ ®»¹´¿ ¼» ´¿ »¨·¹·¾·´·¼¿¼ ¶«¼·½·¿´ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ­±½·¿´»­ ­» ´·³·¬¿ ¿ ¿¯«»´´¿­ ­·¬«¿½·±²»­ ¼» «®¹»²½·¿ ¼±²¼» ï÷
­· »´ Û­¬¿¼± ²± ·²¬»®ª·»²»ô ¹¿®¿²¬·¦¿²¼± «² ¼»®»½¸± ­±½·¿´ô ­» ¿º»½¬¿ ¹®¿ª»³»²¬» »´ ¼»®»½¸± ¿ ´¿ ­«¾­·­¬»²½·¿ô ª·¼¿
± ª·¼¿ ¼·¹²¿ § î÷ »´ Û­¬¿¼± ¬·»²»ô ± ¼»¾»®3¿ ¬»²»®ô ´±­ ³»¼·±­ °¿®¿ ·²¬»®ª»²·® § »­¬¿ ·²¬»®ª»²½·-²ô »² °®·²½·°·±ô ­» ¸¿
½±²­·¼»®¿¼± §¿ «²¿ °®·±®·¼¿¼ ¼» ·²ª»®­·-² °±® °¿®¬» ¼»´ »¶»½«¬·ª± § »´ ´»¹·­´¿¬·ª±� en: Ö«®·­°®«¼»²½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´
­±¾®» »  ́¼»®»½¸± ¿´ ³3²·³± ª·¬¿´ò Directores Rodolfo Arango y Juliana Lemaitre. 2002, Estudios Ocasionales
CIJUS, Bogotá, D.C., Facultad de Derecho, Universidad de los Andes, p. 81.

10 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-536 de 1998 M.P., Dr. José Gregorio Hernández
Galindo. Ver también Sentencia C-560 de 1999 M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz.
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la decisión fundamental que su promulgación implica, se erige en la norma básica en
la que se funda y sostiene todo el orden jurídico del Estado. El primer derecho de
todo nacional es el que tiene a la vigencia efectiva y cierta de la Constitución Política.
Y el mecanismo de control de constitucionalidad, que en Colombia tiene una de sus
expresiones en los procesos que ante la jurisdicción constitucional11 se surten a partir
del ejercicio de la acción pública, busca hacer efectiva la supralegalidad de la Constitución
y posibilita el libre ejercicio de ese derecho ciudadano.

Si bien la Constitución debe considerarse como una unidad de regulación, está
compuesta en Colombia por 442 artículos, distribuidos en varias partes12:

¿ò Ð®»?³¾«´±13: Incorpora mucho más allá de un simple mandato específico, los fines
hacia los cuales tiende el ordenamiento jurídico; lo principios que inspiraron al
Constituyente para diseñar de una determinada manera la estructura fundamental
del Estado; la motivación política de toda la normatividad; los valores que esa
Constitución aspira a realizar y que trasciende la pura literalidad de sus artículos.
El Preámbulo da sentido a los preceptos constitucionales, señala al Estado las
metas hacia las cuales debe orientar su acción; el rumbo de las instituciones
jurídicas, de su creación y de su vigencia; preanuncia la parte dogmática de la Carta y
goza de poder vinculante, en cuanto sustento del orden que la Constitución instaura.

¾ò Ð¿®¬» Ü±¹³?¬·½¿, comprende los valores, principios, deberes14 y derechos

Hernán Alejandro Olano García

11 La jurisdicción constitucional no es consecuencia de un s imple capricho jurídico o académico, sino
básicamente el resultado de la evolución de los procesos políticos y necesidades sociales específicas que
han encontrado en ella el mecanismo de afianzamiento de una nueva forma de Estado de libertad, o el
dispositivo de perfeccionamiento jurídico de una democracia consolidada. Por su intermedio se busca
conformar un sistema de defensa de la Constitución, impidiendo que la violación directa de la misma o
el desconocimiento de sus reglas pase inadvertido o quede sin explicación alguna. Dicha jurisdicción, no
es cosa distinta que una consecuencia necesaria y obvia del carácter normativo de la Carta -pilar fundamental
del proceso político y de la vida social-, llamada a dirimir las controversias que se susciten entre los
ciudadanos y el Estado a través de la aplicación de la justicia constitucional. Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL,
Auto 010 de febrero 17 de 2004, M.P., Dr. Rodrigo Escobar Gil.

12 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001, a la que hemos agregado el Preámbulo, la
Cláusula de Reforma y las Disposiciones finales o transitorias.

13 Sobre el particular, Cfr. Sentencia C-479 de 1992, M.P., Dr. Alejandro Martínez Caballero y, Albendea Pabón,
José. “El Preámbulo de la Constitución Colombiana” en: ÜSÕß×ÑÒ . # 3, Revista de la Facultad de Derecho
de la Universidad de La Sabana, 1994ò

14 La Constitución establece un catálogo extenso de deberes, a lgunos desarrollados en la  ley y otros
desprovistos de sanción que los haga jurídicamente aplicables. La doctrina moderna clasifica los deberes
según los valores superiores en que se sientan: la igualdad, la justicia y la solidaridad. En su orden,
corresponden éstos a los deberes en un Estado democrático, en un Estado de derecho y en un Estado
social de derecho, respectivamente. Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. T-125 de 1994, M.P., Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
Dentro de los deberes que emanan del Estado democrático, la Carta consagra la obligación de educación
entre los cinco y los quince años (art. 67); el deber de propender a la paz y mantenerla (arts. 22 y 95-6),
el deber de estudiar la Constitución (art. 41), los deberes de defender y divulgar los derechos humanos y participar en la vida
política, cívica y comunitaria del país (art. 95 -4, -5) y el deber de prestar el servicio militar (art. 216), entre otros.
El Estado de derecho presupone la obligación de las personas de acatar la Constitución y la ley (arts. 4 y
95), la responsabilidad por su infracción (art. 6), las obligaciones y deberes derivados de las relaciones
familiares (arts. 42, 44 y 46), el deber de ceñirse e todas las actuaciones a los postulados de la buena fe
(art. 83), los deberes de respetar, obedecer y apoyar a las autoridades legítimamente constituidas (art. 4
y 95-3) y el deber de colaborar para el buen funcionamiento de la administración de justicia (art. 95-7).
La naturaleza social del Estado de derecho, hunde raíces en la  solidaridad social (art. 1), del cual se
desprenden la obligación social del trabajo (art. 25), las obligaciones derivadas de la función social de la
propiedad (art. 58) y de la empresa (art. 333), las obligaciones tributarias (art. 95-9), el deber de procurar
la salud individual y comunitaria (art. 49), los deberes de respetar los derechos ajenos y no abusar de los
propios y de obrar conforme al principio de solidaridad social (art. 95-1, -2), proteger las riquezas culturales
y naturales de la Nación (art. 8) y velar por el medio ambiente sano (arts. 80 y 95-8).
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fundamentales15, los derechos prestacionales o de segunda generación, los derechos
de tercera generación; los mecanismos de protección de todos ellos, así como el
desarrollo de los elementos fundamentales del Estado y de la participación
ciudadana. Se ha indicado también por la Corte Constitucional16, que la parte
dogmática contiene los principios filosóficos que orientan la organización estatal y
definen las relaciones básicas entre los ciudadanos y las autoridades. Artículos 1 al 112.

½ò Ð¿®¬» Ñ®¹?²·½¿: En ella se establecen, entre otras, la estructura fundamental del
Estado y las atribuciones y potestades básicas otorgadas a los órganos y autoridades
estatales para permitirles cumplir con sus funciones17. Artículos 113 al 373.

¼ò Ü·­°±­·½·±²»­ Ú·²¿´»­, que incluyen la cláusula de reforma o de enmienda del
Estatuto Superior (Asamblea Nacional Constituyente, Referendo y Acto Legislativo).
Artículos 374 al 380.

»ò Ü·­°±­·½·±²»­ Ì®¿²­·¬±®·¿­. Tras la ruptura de orden establecido, la Asamblea
Nacional Constituyente previó período de transición en la aplicación de algunas
disposiciones constitucionales a través de estas normas que perdieron poco a
poco su vigencia. Artículos 1-T a 60-T.

La Constitución, como fuente suprema del ordenamiento jurídico, ocupa el más
alto rango dentro de la pirámide normativa y a ella está subordinada toda la legislación18.

El principio de prevalencia o supremacía de la Constitución se encuentra consagrado
en el artículo 4° de ese mismo ordenamiento, en los siguientes términos: "Ô¿
Ý±²­¬·¬«½·-² »­ ²±®³¿ ¼» ²±®³¿­ò Û² ¬±¼± ½¿­± ¼» ·²½±³°¿¬·¾·´·¼¿¼ »²¬®» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² §
´¿ ´»§ « ±¬®¿ ²±®³¿ ¶«®3¼·½¿ô ­» ¿°´·½¿®?² ´¿­ ¼·­°±­·½·±²»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­þ19, y a él se ha
referido la Corte en múltiples fallos, fijando su sentido y alcance. Veamos:

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

15 Los derechos fundamentales están definidos como aquellos que se encuentran reconocidos -directa o
indirectamente- en el texto constitucional como derechos subjetivos de aplicación inmediata. En otras
palabras, se trata de derechos de tal magnitud para el orden constitucional, que su vigencia no puede
depender de decisiones políticas de los representantes de las mayorías. Usualmente los derechos
fundamentales no incluyen sólo derechos subjetivos y garantías constitucionales a través de los cuales el
individuo se defiende frente a las actuaciones de las autoridades públicas, también incluye deberes positivos
que vinculan a todas las ramas del poder público.  Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias T-596 de
1992,  SU-225 de 1998, T-374 de 2001, entre otras.

16 Cfr. Entre otras las Sentencias C-251 de 2002, Ms. Ps. Eduardo Montealegre Lynnet y Clara Inés Vargas
Hernández y C-788 de 2002, M.P., Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

17 La distinción entre las partes dogmática y orgánica de la Constitución, permite establecer unos criterios
de ponderación en la propia Carta, que permiten interpretar los límites constitucionales de las potestades
otorgadas a las autoridades. "Û² ­3²¬»­·­ô ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² »­¬? ½±²½»¾·¼¿ ¼» ¬¿´ ³¿²»®¿ ¯«» ´¿ °¿®¬» ±®¹?²·½¿ ¼»
´¿ ³·­³¿ ­±´± ¿¼¯«·»®» ­»²¬·¼± § ®¿¦-² ¼» ­»® ½±³± ¿°´·½¿½·-² § °«»­¬¿ »² ±¾®¿ ¼» ´±­ °®·²½·°·±­ § ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­
·²­½®·¬±­ »² ´¿ °¿®¬» ¼±¹³?¬·½¿ ¼» ´¿ ³·­³¿ò Ô¿ ½¿®¬¿ ¼» ¼»®»½¸±­ô ´¿ ²¿½·±²¿´·¼¿¼ô ´¿ °¿®¬·½·°¿½·-² ½·«¼¿¼¿²¿ô ´¿
»­¬®«½¬«®¿ ¼»´ Û­¬¿¼±ô ´¿­ º«²½·±²»­ ¼» ´±­ °±¼»®»­ô ´±­ ³»½¿²·­³±­ ¼» ½±²¬®±´ô ´¿­ »´»½½·±²»­ô ´¿ ±®¹¿²·¦¿½·-²
¬»®®·¬±®·¿´ § ´±­ ³»½¿²·­³±­ ¼» ®»º±®³¿ô ­» ½±³°®»²¼»² § ¶«­¬·º·½¿² ½±³± ¬®¿²­³·­·-² ·²­¬®«³»²¬¿´ ¼» ´±­ °®·²½·°·±­
§ ª¿´±®»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ò Ò± »­ °±­·¾´» ·²¬»®°®»¬¿® «²¿ ·²­¬·¬«½·-² ± °®±½»¼·³·»²¬± °®»ª·­¬± °±® ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² °±®
º«»®¿ ¼» ´±­ ½±²¬»²·¼±­ ³¿¬»®·¿´»­ °´¿­³¿¼±­ »² ´±­ °®·²½·°·±­ § ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­òþ Cfr. CORTE
CONSTITUCIONAL. Sentencia T-406 de 1992, M.P., Dr. Ciro Angarita Barón.

18 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-560 de 1999 M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz.
19 Olano García, Hernán Alejandro. Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ ¼» Ý±´±³¾·¿ óÝ±³»²¬¿¼¿ § Ý±²½±®¼¿¼¿óò Sexta

edición. Ediciones Doctrina y Ley, Bogotá, D.C., 2002.
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"Ô¿ °±­·½·-² ¼» ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ­±¾®» ´¿­ ®»­¬¿²¬»­ ²±®³¿­ ¯«» ·²¬»¹®¿²
»´ ±®¼»² ¶«®3¼·½±ô »­¬®·¾¿ »² ¯«» ¿¯«7´´¿ ¼»¬»®³·²¿ ´¿ »­¬®«½¬«®¿ ¾?­·½¿ ¼»´ Û­¬¿¼±ô ·²­¬·¬«§»
´±­ -®¹¿²±­ ¿ ¬®¿ª7­ ¼» ´±­ ½«¿´»­ ­» »¶»®½» ´¿ ¿«¬±®·¼¿¼ °&¾´·½¿ô ¿¬®·¾«§» ½±³°»¬»²½·¿­
°¿®¿ ¼·½¬¿® ²±®³¿­ô »¶»½«¬¿®´¿­ § ¼»½·¼·® ½±²º±®³» ¿ »´´¿­ ´¿­ ½±²¬®±ª»®­·¿­ § ´·¬·¹·±­ ¯«»
­» ­«­½·¬»² »² ´¿ ­±½·»¼¿¼ô § ¿´ »º»½¬«¿® ¬±¼± »­¬±ô º«²¼¿ »´ ±®¼»² ¶«®3¼·½± ³·­³± ¼»´ Û­¬¿¼±ò
Ô¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ­» »®·¹» »² »´ ³¿®½± ­«°®»³± § &´¬·³± °¿®¿ ¼»¬»®³·²¿® ¬¿²¬± ´¿ °»®¬»²»²½·¿
¿´ ±®¼»² ¶«®3¼·½± ½±³± ´¿ ª¿´·¼»¦ ¼» ½«¿´¯«·»® ²±®³¿ô ®»¹´¿ ± ¼»½·­·-² ¯«» º±®³«´»² ±
°®±º·»®¿² ´±­ -®¹¿²±­ °±® »´´¿ ·²­¬¿«®¿¼±­ò Û´ ½±²¶«²¬± ¼» ´±­ ¿½¬±­ ¼» ´±­ -®¹¿²±­
½±²­¬·¬«·¼±­ óÝ±²¹®»­±ô Û¶»½«¬·ª± § ¶«»½»­ó ­» ·¼»²¬·º·½¿ ½±² ®»º»®»²½·¿ ¿ ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²
§ ²± ­» ®»½±²±½» ½±³± ¼»®»½¸± ­· ¼»­½±²±½» ­«­ ½®·¬»®·±­ ¼» ª¿´·¼»¦ò Ô¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ½±³±
´»¨ ­«°»®·±®ô °®»½·­¿ § ®»¹«´¿ ´¿­ º±®³¿­ § ³7¬±¼±­ ¼» °®±¼«½½·-² ¼» ´¿­ ²±®³¿­ ¯«»
·²¬»¹®¿² »´ ±®¼»²¿³·»²¬± § »­ °±® »´´± þº«»²¬» ¼» º«»²¬»­þô ²±®³¿ ²±®³¿®«³ò Û­¬¿­
½¿®¿½¬»®3­¬·½¿­ ¼» ­«°®»³¿½3¿ § ¼» ³?¨·³¿ ®»¹´¿ ¼» ®»½±²±½·³·»²¬± ¼»´ ±®¼»² ¶«®3¼·½±
°®±°·¿­ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô ­» »¨°®»­¿² ·²»¯«3ª±½¿³»²¬» »² »´ ¬»¨¬± ¼»´ ¿®¬3½«´± ìp�20ò

Las consecuencias que se derivan del principio de supremacía, apuntan no sólo
al reconocimiento de una norma jurídica como piedra angular filosófico-política que
rige todas las actividades estatales y a la cual están subordinados todos los ciudadanos
y los poderes públicos, sino que legitima además las normas jurídicas que se expidan
congruentes con ella. Dicho de otro modo: la Constitución es norma fundante en una
dimensión tanto axiológica (vgr. Establecer principios, derechos fundamentales y
pautas interpretativas),  como instrumental (proporciona los mecanismos para lograr
armonía y coherencia en la aplicación de la Constitución), y en ese orden de ideas,
el principio de supremacía da cabida a la consagración de garantías fundamentales
como fines prioritarios del Estado, y al establecimiento de controles de todo el
ordenamiento y de una jurisdicción especial encargada de velar por su integridad21.

La integridad y supremacía de la Constitución ha sido considerada como "«²
¼»®»½¸± º«²¼¿³»²¬¿´ ¼» ´¿­ °»®­±²¿­ ¯«» ¾¿¶± ¼·­¬·²¬¿­ º±®³¿­ ­» ½±²½»¼» ¿ »´´¿­ °±® ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-² °¿®¿ ª·¹·´¿® ­« ½«³°´·³·»²¬± § ±¾¬»²»®ô ½«¿²¼± ²± ­»¿ ¿­3ô ¯«» ´±­ °±¼»®»­
°&¾´·½±­ »¶»®¦¿² ­«­ ½±³°»¬»²½·¿­ ¼»²¬®± ¼» ´±­ ´3³·¬»­ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô ­» ·²­°·®»² »² ­«­
ª¿´±®»­ § °®·²½·°·±­ § ®»­°»¬»²ô »² ¬±¼¿­ ´¿­ ½·®½«²­¬¿²½·¿­ô ´±­ ¼»®»½¸±­ § ¹¿®¿²¬3¿­ ¼» ´¿­
°»®­±²¿­òþ22

La supremacía de la Constitución23, esto es, la posición de privilegio que ese texto
ocupa en el ordenamiento jurídico del Estado, obedece no sólo al hecho de contener
los principios fundamentales que lo constituyen y de los cuales derivan su validez las
demás normas positivas; sino también, a la circunstancia de proyectar la ideología y filosofía
política, social y económica que finalmente dirige y orienta las relaciones internas de los
gobernantes y gobernados, como integrantes activos de la comunidad estatal.

La Constitución se postula a sí misma como "²±®³¿ ¼» ²±®³¿­"24. El orden jurídico
se reconoce como un todo primeramente en la Constitución, y a partir de ella se
desarrolla dinámicamente por obra de los poderes constituidos con base en un marco

Hernán Alejandro Olano García

20 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-06 de 1992. M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
21 Particularmente confrontar el artículo 241 de la Constitución Política. En: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit.
22 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-445 de 1996, M.P., Dr. Hernando Herrera Vergara.
23 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-562 de 2000.
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-640 de 1998, M.P., Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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normativo sujeto a ª¿´±®»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­25 y a °®·²½·°·±­ ­«°»®·±®»­ ±
º«²¼¿³»²¬¿´»­26, siendo los valores normas que establecen fines dirigidos en general
a las autoridades creadoras del derecho y en especial al legislador y, los principios,
normas que establecen un deber ser específico del cual se deriva un espacio de
discrecionalidad legal y judicial; por tanto, la diferencia entre principios y valores no
es de grado, sino de eficacia. No podría la Constitución orientar el proceso normativo
y el conjunto de decisiones que se derivan de su propia existencia, si sus preceptos
no fuesen acatados por todas las autoridades y las personas.

La Corte Constitucional, cabeza de la jurisdicción constitucional y encargada a
nuestro modo de ver de hacer cumplir la parte más importante del Derecho Procesal
Constitucional27, tiene asignada la misión de mantener la integridad y supremacía de

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

25 Interpretando la Sentencia T-406 de 1992, M.P., Dr. Ciro Angarita Barón, ´±­ ª¿´±®»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ son
fines a los cuales se quiere llegar y, por ello, determinan el sentido y finalidad de las demás normas del
ordenamiento jurídico. Son definitorios a la hora de resolver un problema de interpretación en el cual está
en juego el sentido del derecho, mas no son normas de aplicación directa que puedan resolver aisladamente
un asunto. Tienen las siguientes características:
a. Pueden tener consagración explícita o no.
b. Sobre ellos se construye el fundamento y la f inalidad de la organización política.
c. La relación entre los fines y los medios adecuados para conseguirlos, depende, por lo general, de una
elección que corresponde preferencialmente al legislador. No obstante su carácter programático, su
enunciación no debe ser entendida como la manifestación de un deseo o un querer sin incidencia normativa,
sino como el conjunto de propósitos a través de los cuales se deben mirar las relaciones entre gobernantes
y gobernados.
d. Su condición de valores fundantes les otorga una enorme generalidad y, por ello una ¬»¨¬«®¿ ·²¬»®°®»¬¿¬·ª¿
¿¾·»®¬¿, dentro de la cual caben varias fijaciones del sentido.
e. Corresponde al legislador su delimitación. Por ello sólo tienen una eficacia interpretativa, lo que no
impide que la Corte Constitucional pueda o deba valerse de ellos para resolver una situación específica
o para valorar otras normas o instituciones, lo cual sólo será posible dentro de una interpretación global
de los hechos y del derecho y no como normas de aplicación inmediata suficientes por sí solas para
fundamentar la decisión judicial.
f. Los valores se caracterizan por su indeterminación y por la flexibilidad de su interpretación.
Ejemplos: convivencia, trabajo, justicia, igualdad, conocimiento, libertad y paz, plasmados en el Preámbulo
de la Constitución. También son valores el servicio a la comunidad, la prosperidad general, la efectividad
de los principios, derechos y deberes, la participación, etc., que se desprenden del artículo 2° Superior.

26 También, de acuerdo con la Sentencia T-406 de 1992, ´±­ °®·²½·°·±­ ­«°»®·±®»­ ± º«²¼¿³»²¬¿´»­ consagran
prescripciones jurídicas generales que supone una delimitación política reconocida y, por ende, restringen
el ámbito de interpretación, por lo cual son normas de aplicación inmediata, tanto por el legislador como
por el juez constitucional. Tienen las siguientes características:
a. Son normas que establecen un deber ser específico del cual se deriva un espacio de discrecionalidad
legal y judicial.
b. Se refieren a la naturaleza política y organizativa del Estado y de las relaciones entre los gobernantes
y los gobernados.
c. No son ideales o fines jurídicos para el futuro, más bien expresan normas jurídicas para el presente,
son el inicio de un nuevo orden, la mira que jalona el orden del mañana.
d. Son pautas de interpretación ineludible por ser parte de la Constitución misma y están dotados de
fuerza normativa, aunque en ocasiones requieren de otra norma constitucional para poder fundamentar
la decisión judicial.
Ejemplos: los consagrados en los artículos 1°, 3° y 4° de la Carta, el Estado social de derecho, la forma
de organización política y territorial, la democracia participativa y pluralista, el respeto por la dignidad
humana, el trabajo, la solidaridad, la prevalencia del interés general, etc.

27 Según concepto del Profesor Ernesto Rey Cantor en su breviario Ü»®»½¸± Ð®±½»­¿´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´óÜ»®»½¸±
Ý±²­¬·¬«½·±²¿  ́Ð®±½»­¿´óÜ»®»½¸±­ Ø«³¿²±­ Ð®±½»­¿´»­ò Ediciones Ciencia y Derecho. Breviarios Jurídicos
# 9, Bogotá, D.C., 2001, página 19, »´ ¼»®»½¸± °®±½»­¿´ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ es un conjunto de principios y
normas jurídicas consagrados en la Constitución y la ley, que regulan los "procesos constitucionales" y
los "procedimientos constitucionales", cualquiera que sean los órganos encargados de preservar con
justic ia la supremacía  de la Constitución y la  protección de los derechos humanos.
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la Constitución, de lo cual depende que ésta pueda conservar su connotación normativa
y su poder de imperio contra todo acto u omisión de los poderes constituidos. La
afirmación del rango superior de la Constitución Política se traduce en las sentencias
que dicta la Corte Constitucional, a través de las cuales esta Corporación cumple su
función de máximo y auténtico intérprete de la Carta, ejerciendo el control competente
a través de un procedimiento28 definitivo respecto de la concordancia de ciertas
normas jurídicas con la integridad y primacía de la Carta y de su comparación con
otras disposiciones, las cuales de acuerdo con el mismo texto Superior, poseen
jerarquía constitucional (bloque de constitucionalidad ­¬®·½¬± ­»²­«29), o a partir de otras
normas que aunque no tiene rango constitucional, representan parámetros para
analizar la validez constitucional de las disposiciones sometidas a su control (bloque
de constitucionalidad ´¿¬± ­»²­«). El conjunto de normas que hacen parte del bloque
de constitucionalidad ´¿¬± ­»²­«, forman parámetros para determinar el valor
constitucional de las disposiciones sometidas a control, "…½±²º±®³» ¿ »­¬¿ ¿½»°½·-²ô
»´ ¾´±¯«» ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼30 »­¬¿®3¿ ½±²º±®³¿¼± ²± ­-´± °±® »´ ¿®¬·½«´¿¼± ¼» ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-² ­·²±ô »²¬®» ±¬®±­ô °±® ´±­ ¬®¿¬¿¼±­ ·²¬»®²¿½·±²¿´»­ ¼» ¯«» ¬®¿¬¿ »´ ¿®¬3½«´± çí ¼»
´¿ Ý¿®¬¿31ô °±® ´¿­ ´»§»­ ±®¹?²·½¿­ §ô »² ¿´¹«²¿­ ±½¿­·±²»­ô °±® ´¿­ ´»§»­ »­¬¿¬«¬¿®·¿­"32.

Estas calidades de la Corte surgen de su posición institucional como garante de
la supremacía de la Constitución, cuyo sentido y alcance le corresponde
inequívocamente establecer frente a todos y a cada uno de los órganos del Estado,
lo mismo que frente a las personas, que igualmente le deben obediencia.

Así, la función de la Corte Constitucional se mueve en el campo de la interpretación.
La parte resolutiva de las sentencias de la Corte sólo es la consecuencia inexorable
y puntual de las razones y criterios que en ellas se exponen sobre el contenido o

Hernán Alejandro Olano García

28 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-113 de 1993. Los términos °®±½»­± y °®±½»¼·³·»²¬± (…) se
emplean con frecuencia, incluso por procesalistas eminentes, como sinónimos o intercambiables. Conviene
sin embargo, evitar la confusión entre ellos, porque si bien todo proceso requiere para su desarrollo un
procedimiento, no todo procedimiento es un proceso.

29 Hacen parte del bloque de constitucionalidad en estricto sentido, los tratados internacionales que reconocen
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción (C-358 de 1997), los tratados
de límites (C-191 de 1998) y los Convenios 87 y 88 de la O.I.T. (T-568 de 1999), entre otros.

30 El profesor Gabriel Mora Restrepo dice que el bloque de constitucionalidad ¿°¿®»½» °±® °®·³»®¿ ª»¦ »² «²
º¿´´± ¼»´ Ý±²­»¶± Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ º®¿²½7­ ø»² ®»¿´·¼¿¼ »­ «² ½±²½»°¬± ¯«» °¿®¬» ¼»­¼» ´¿ ³·­³¿ ½±²­¬®«½½·-² ¼»´ ¾´±½
¼» ´»¹¿´·¬7ô ¼»­¿®®±´´¿¼± ¬¿³¾·7² »² Ú®¿²½·¿÷ ½±²­·­¬» º«²¼¿³»²¬¿´³»²¬» »² ¿­«³·® ¯«» »¨·­¬» «² ½±²¶«²¬± ¼» ²±®³¿­
¯«» ­·² »­¬¿® ½±²­¿¹®¿¼¿­ »¨°®»­¿³»²¬» »² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô ¸¿½»² °¿®¬» ¼» »´´¿ °±® ´¿ ¼»½·­·-² ¼» «² ¶«»¦ ± °±®
»¨°®»­¿ ¼·­°±­·½·-² ¼»´ ½±²­¬·¬«§»²¬»ò Û² ±¬®¿­ °¿´¿¾®¿­ô »´ ¾´±¯«» ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ »­ ¿¯«»´ ½±²¶«²¬± ¼»
²±®³¿­ § °®·²½·°·±­ ¯«»ô ­·² ¯«» °¿®»¦½¿² º±®³¿´³»²¬» »² »´ ¬»¨¬± ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô ­±² ·²½±®°±®¿¼¿­ ¿ »´´¿ °±®
¼·ª»®­¿­ ª3¿­ øª¹®ò Ð±® «²¿ ¼»½·­·-² ¶«®·­°®«¼»²½·¿´ô ± °±® ³¿²¼¿¬± ¼» ´¿ °®±°·¿ Ý±²­¬·¬«½·-²÷ò Û­¬± ·³°´·½¿ ¯«» ¬¿´»­
²±®³¿­ ­»¿² ½±²­·¼»®¿¼¿­ »² ­»²¬·¼± »­¬®·½¬± ²±®³¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ § ½±³± ¬¿´»­ ¹±¦¿² ¼» ­«°®»³¿½3¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ò
Û´ °®±°-­·¬± º«²¼¿³»²¬¿´ ¼»´ ¾´±¯«» ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ½±²­·­¬» »² ¯«» ¬¿´»­ ²±®³¿­ ­·®ª»² ¼» °¿®?³»¬®± ¼»
½±²¬®±´ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼» ´¿­ ´»§»­ò Mora Restrepo, Gabriel. “D.I.H. y Bloque de Constitucionalidad” en: Ü×ÍÍÛÎÌËÓ,
Revista de los estudiantes de la Facultad de Derecho de la Universidad de La Sabana #4, Chía, 2000 pp. 12 a 17.

31 Vale aclarar, que en la Sentencia C-582 de 1999, se dice que de acuerdo con el artículo 93 de la Carta
Política, no todo los tratados internacionales forman parte del bloque de constitucionalidad, ya que para
la Corte "…­-´± ½±²­¬·¬«§» °¿®?³»¬®±­ ¼» ½±²¬®±´ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¿¯«»´´±­ ¬®¿¬¿¼±­ § ½±²ª»²·±­ ·²¬»®²¿½·±²¿´»­ ¯«»
®»½±²±½»² ¼»®»½¸±­ ¸«³¿²±­ ø·÷ §ô ¯«» °®±¸·¾»² ­« ´·³·¬¿½·-² »² »­¬¿¼±­ ¼» »¨½»°½·-² ø·÷ò Û­ °±® »´´±ô ¯«» ·²¬»¹®¿²
»´ ¾´±¯«» ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ô »²¬®» ±¬®±­ô ´±­ ¬®¿¬¿¼±­ ¼»´ ¼»®»½¸± ·²¬»®²¿½·±²¿´ ¸«³¿²·¬¿®·±ô ¬¿´»­ ½±³± ´±­
Ý±²ª»²·±­ ¼» Ù·²»¾®¿ô ´±­ Ð®±¬±½±´±­ × § ×× § ½·»®¬¿­ ²±®³¿­ ¼»´ Ð¿½¬± ¼» Í¿² Ö±­7 ¼» Ý±­¬¿ Î·½¿�þò

32 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias C-358 de 1997 y C-708 de 1999 sobre ley estatutaria y bloque
de constitucionalidad.
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alcance de un determinado precepto constitucional. Por eso la doctrina constitucional,
en lo que se refiere a las sentencias de exequibilidad o inexequibilidad, e incluso en
la revisión de los fallos de tutela, como veremos más adelante, señaló durante nueve años,
que la cosa juzgada se extiende también al argumento que sirve de sustento indubitable
al fallo que se pronuncia33, modificando en parte esta interpretación en el año 2001.

II. LA DEFENSA DE LA CONSTITUCIÓN EN COLOMBIA

En Colombia, se dio comienzo a la defensa de la Carta Fundamental, con el
establecimiento de un control de tipo político, radicado en el Congreso, lo cual se
introdujo en casi todas las constituciones que precedieron a la de 1886.

Según el profesor Juan Manuel Charry34, se consagró en las siguientes provinciales
de Colombia durante la época de la Independencia: La Constitución de Cundinamarca,
promulgada el 4 de abril de 1811; la Constitución de Antioquia del 21 de marzo de
1812; la Constitución de Cartagena del 15 de junio de 1812, la reforma a la Carta de
Cundinamarca del 18 de julio de 1812; la Constitución de Mariquita del 21 de junio
de 1815, las Constituciones de Antioquia del 10 de julio de 1815, la de Neiva del 31
de agosto de 1815 y, en la de Tunja del 9 de diciembre de 1811, que establece en el
artículo 18 del Capítulo Segundo, lo siguiente: �Ð«»¼» »´ Í»²¿¼±ô ­·² ¯«» °®»½»¼¿ ¿½«­¿½·-²
± ¼»²«²½·± ¼» ´¿ Ý?³¿®¿ ¼» Î»°®»­»²¬¿²¬»­ô °»¼·® ¿´ Ù±¾»®²¿¼±® ± Ì»²·»²¬» Ù±¾»®²¿¼±® ®¿¦-² ¼»
½«¿´¯«·»® ¼»½®»¬±ô ±®¼»²ô ± ¼»¬»®³·²¿½·-² ̄ «» ­» ¶«¦¹«» °±® ´¿­ ¬®»­ ¯«·²¬¿­ °¿®¬»­ ¼» ­«­ ³·»³¾®±­ô
­»® ½±²¬®¿ ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ± °»®¶«¼·½·¿´ ¿ ´¿ ½¿«­¿ °&¾´·½¿ò Û² ½¿­± ¼» ¯«» ²± ­» ¼7 «²¿ ®¿¦-²
­¿¬·­º¿½¬±®·¿ô °±¼®? »´ Í»²¿¼± °®»ª»²·® ¿ ½«¿´¯«·»®¿ ¼» ´±­ ¼±­ ¯«» ­«­°»²¼¿ ­« ¼»¬»®³·²¿½·-²�35ò

Posteriormente vinieron las Constituciones con carácter nacional, en primer lugar
la Carta de Cúcuta del 30 de agosto de 1821 y luego, en su orden, la Constitución del
29 de agosto de 1830; la Ley Fundamental del 29 de febrero de 1832, la Constitución
del 20 de abril de 1843 y la del 20 de mayo de 1853, que conservaron la teoría
antijudicialista de la soberanía parlamentaria en lo referente al control de la Constitución.

Más adelante se originó una nueva tesis dentro de las Constituciones, la cual se
denominó �¶«¼·½·¿´·­³±�36ô según la cual, se permitía al poder judicial ejercer junto
con el legislativo, el control constitucional de las leyes, aunque con un carácter no tan
amplio como se consagra hoy día, pues prevaleció la voluntad parlamentaria para
decidir sobre la constitucionalidad de los actos de las legislaturas que hubiera suspendido
la Corte Suprema de Justicia u objetado el Ejecutivo. Fue así como con la Constitución
de la Confederación Granadina, promulgada el 22 de mayo de 1858, se dio un primer
paso para el desplazamiento de competencias del control constitucional al poder
judicial. Luego vino la Constitución del 8 de mayo de 1863 y años más tarde, la del
4 de agosto de 1886, que nos rigió hasta el 4 de julio de 199137.

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

33 En la parte resolutiva se concreta la decisión de declarar una disposición legal como inexequible o de
revocar o confirmar una sentencia de tutela, al paso que en la parte motiva se explicita mediante la actividad
interpretativa, lo que la Constitución efectivamente, manda u ordena. Ver: Escrucería Mayolo, Iván Humberto.
Ó¿²«¿´ ¼» Ö«®·­°®«¼»²½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ý ïò Edición interna para la Corte Constitucional, p. 9.

34 Charry Urueña, Juan Manuel. Ö«­¬·½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ü»®»½¸± Ý±³°¿®¿¼± § Ý±´±³¾·¿²±ò Colección
Bibliográfica Banco de la República. Bogotá, D.C., 1993.

35 Suescún Monroy, Armandoò Ô¿­ Ý±²­¬·¬«½·±²»­ ¼» Þ±§¿½?ò Publicaciones de la Academia Boyacense de Historia, Tunja.
36 También llamado constitucionalización de los ordenamientos y, más recientemente, degenerado en el activismo judicial.
37 En realidad, hasta el 7 de julio de 1991, fecha de su publicación definitiva en la Ù¿½»¬¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ # 114

de la Asamblea Nacional Constituyente, como se estableció en la Sentencia C-143 de 1993 de la Corte
Constitucional, M.P., Dr. José Gregorio Hernández Galindo.
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Con la Carta de 1886, se vino a admitir un primer y simple mecanismo de control
de constitucionalidad en cabeza del Presidente de la República, quien lo ejercía con
respecto a los proyectos de ley que se sometían a su sanción ejecutiva, lo cual se
venía a concretar en un control algo relativo sobre el contenido del texto legal, pero,
como tal sistema no estaba consagrado formalmente, sólo hasta 1910 se vino a
proyectar la supremacía constitucional sobre las leyes y el consiguiente control
jurisdiccional de constitucionalidad a través de una acción pública que podía ejercer
cualquier ciudadano contra las leyes ‒incluidas las aprobatorias de tratados públicos
internacionales‒ ante la Corte Suprema de Justicia, a la cual se le asignó en ese
momento la función de ser guardiana de la integridad y supremacía del Estatuto
Superior, lo que conservó hasta 1991, cuando nació la Corte Constitucional.

En la Carta de 1886, se adoptó en principio, un mecanismo previo de control
constitucional en cabeza del Ejecutivo respecto de los proyectos de ley, lo que desde
entonces se conoce como de �±¾¶»½·±²»­ °®»­·¼»²½·¿´»­�ô cuando eran enviadas las
leyes aprobadas por el Congreso para sanción ejecutiva, estableciéndose con ello,
una especie de control político que en cierta forma servía para vetar las futuras leyes
hasta tanto no se subsanasen las deficiencias que observara el Presidente con respecto
a la Constitución.

En este caso, si las cámaras legislativas insistieren en su sanción, el proyecto de
ley, pasaba luego a consideración de la Corte Suprema de Justicia, para que ella, dentro
del término de seis días, decidiera sobre su exequibilidad y, en caso de que el fallo
de la Corte fuese afirmativo, el Presidente era obligado a sancionar la ley, pero si era
negativo, se archivaba el proyecto.

En 1887, se expidió la Ley 57, que en su artículo 5º expresó: �Ý«¿²¼± ¸¿§¿
·²½±³°¿¬·¾·´·¼¿¼ »²¬®» «²¿ ¼·­°±­·½·-² ½±²­¬·¬«½·±²¿´ § «²¿ ´»¹¿´ô °®»º»®·®? ¿¯«»´´¿�ô pero
como esta disposición no duró mucho tiempo, se expidió la Ley 153 de 1887 que
consagró en su artículo 6º lo siguiente: �Ë²¿ ¼·­°±­·½·-² »¨°®»­¿ ¼» ´¿ ´»§ °±­¬»®·±® ¿ ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-² ­» ®»°«¬¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ § ­» ¿°´·½¿®? ¿«² ½«¿²¼± °¿®»¦½¿ ½±²¬®¿®·¿ ¿ ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-²�ò Al respecto, el profesor Charry hace referencia a un concepto emitido
por el constitucionalista Luis Carlos Sáchica, cuando dijo: �Í» ·²½«®®·- »² »´ »®®±® ¼»
½±²º«²¼·® ¿´ ½±²­¬·¬«§»²¬» ½±² »´ ´»¹·­´¿¼±® § ¿ ´¿ ´»§ ½±² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²�38ò

Finalmente, antes de llegar a lo que fue el Acto Legislativo de 1910, la Ley 2 de
1904 consagró lo la base para el establecimiento del control jurisdiccional de
constitucionalidad así: �ß®¬3½«´± ­»¹«²¼±ò Ô¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ô ¿ ­±´·½·¬«¼ ¼»
½«¿´¯«·»® ½·«¼¿¼¿²± § °®»ª·¿ ¿«¼·»²½·¿ ¼»´ Ð®±½«®¿¼±® Ù»²»®¿  ́¼» ́ ¿ Ò¿½·-²ô ¼»½·¼·®? ¼»º·²·¬·ª¿³»²¬»
»² Í¿´¿ ¼» ß½«»®¼±ô ­±¾®» ´¿ ª¿´·¼»¦ ± ²«´·¼¿¼ ¼» ´±­ ¼»½®»¬±­ ´»¹·­´¿¬·ª±­ô ¼» ½±²º±®³·¼¿¼ ½±² »´
¿®¬3½«´± ¿²¬»®·±®ô § ½±² ´± ¼·­°«»­¬± »² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² Ò¿½·±²¿´ ­±¾®» ´¿ ³¿¬»®·¿�ò

Luego de los anteriores antecedentes, se ajustó el control constitucional en 1910
con el Acto Legislativo No. 3 de ese año, que expresó: �ß ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿
­» ´» ½±²º3¿ ´¿ ¹«¿®¼¿ ¼» ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô »² ½±²­»½«»²½·¿ô ¿¼»³?­ ¼» ´¿­
º¿½«´¬¿¼»­ ¯«» ´» ½±²º·»®»² 7­¬¿ § ´¿­ ´»§»­ô ¬»²¼®? ´¿ ­·¹«·»²¬»æ ¼»½·¼·® ¼»º·²·¬·ª¿³»²¬» ­±¾®»
´¿ ·²»¨»¯«·¾·´·¼¿¼ ¼» ´±­ ¿½¬±­ ´»¹·­´¿¬·ª±­ ¯«» ¸¿§¿² ­·¼± ±¾¶»¬¿¼±­ ½±³± ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´»­
°±® »´ ¹±¾·»®²±ô ± ­±¾®» ¬±¼¿­ ´¿­ ´»§»­ ± ¼»½®»¬±­ ¿½«­¿¼±­ ¿²¬» »´´¿ °±® ½«¿´¯«·»® ½·«¼¿¼¿²±
½±³± ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô °®»ª·¿ ¿«¼·»²½·¿ ¼»´ Ð®±½«®¿¼±® Ù»²»®¿´ ¼» ´¿ Ò¿½·-²�.

Hernán Alejandro Olano García

38 Sáchica Aponte, Luis Carlos. Ý±²­¬·¬«½·±²¿´·­³± Ý±´±³¾·¿²±ò Editorial Temis, Bogotá, 1980, p. 98. Citado
por Charry Urueña, Juan Manuel, Op. cit., p. 27.
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Este control, además tuvo sustento en los artículos 2 y 10, de la Carta de 188639,
así como 214 y 215 que se transcriben y que encargaban a la Corte Suprema de Justicia
la función de decidir sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes.
El gobierno nacional había incorporado, dentro del proyecto reformatorio de la
Constitución en 1975, la creación de la Corte Constitucional, pero al perfeccionar el
acuerdo en torno a la enmienda legislativa por parte de las dos colectividades políticas
que conforman el gobierno, excluyeron la creación de este órgano constitucional.

De todos modos corresponde justamente a Colombia el honor de haber sido el
primer país que le dio toda la importancia que merece el control constitucional de las
leyes, confiriéndole a la Corte Suprema de Justicia la atribución de decidir, en definitiva,
sobre la exequibilidad de los actos legislativos que hubieren sido objetados por el
gobierno como inconstitucionales (artículo 151 de la Constitución de 1886); pero lo
más digno de notar, es que no se limitó a ese medio de control, de suyo tan importante,
sino que en la reforma de la Carta que se efectuó en 1910, se precisó definitivamente
el control constitucional de las leyes, al hacerlo operante por vía de acción como se
aprecia con la sola lectura del artículo 41 de dicha reforma, y como si esto no bastase,
por el artículo 215 de la Carta, quedó consagrado, también, el control constitucional
de las leyes por vía de excepción, de acuerdo con el sistema norteamericano.

Fuera de las atribuciones precisas que la Carta Magna colombiana le confería sobre
el particular a la Corte Suprema de Justicia, los jueces podían declarar que determinada
norma legal violaba la ley superior de la República, en procesos en que alguna de las
partes así lo solicitare por vía de excepción o aun de oficio por el juez cognoscente,
como se colige de lo preceptuado en el artículo 215 de la Carta anterior, cuando
disponía que “»² ¬±¼± ½¿­± ¼» ·²½±³°¿¬·¾·´·¼¿¼ »²¬®» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² § ´¿ ´»§ ­» ¿°´·½¿®?²
¼» °®»º»®»²½·¿ ´¿­ ¼·­°±­·½·±²»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­”40.

La Corte Suprema de Justicia contó con una Sala Constitucional, creada en ejercicio
de autorización especial conferida por el artículo 76, literal e), del Acto Legislativo
Número Uno de 1968, reglamentado por el Decreto 432 de 1969, y estuvo integrada
por especialistas en derecho público, y fue un aporte importante en la substanciación

El cumplimiento de los fallos de tutela de
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39 “ß®¬3½«´± îïìò A la Corte Suprema de Justicia se le confía la guarda de la integridad de la Constitución. En
consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, tendrá las siguientes:
“1. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por
el gobierno como inconstitucionales, tanto por su contenido material, como por vicios de procedimiento
en su formación.
“2. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de todas las leyes y decretos dictados por el gobierno
en ejercicio de las atribuciones de que tratan los artículos 76, ordinales 11, 12 y 80 de la Constitución
Nacional, cuando fueren acusados ante ella de inconstitucionalidad por cualquier ciudadano.
“En las acciones de inexequibilidad deberá intervenir siempre el Procurador General de la Nación en los
casos de los artículos 121 y 122, cualquier ciudadano puede intervenir para defender o impugnar la
constitucionalidad de los decretos a que ellos se refieren.
“La Corte Suprema de Justicia cumplirá estas funciones en Sala Plena previo estudio de la Sala Constitucional
compuesta por Magistrados especialistas en Derecho Público.
“El Procurador General de la Nación y la Sala Constitucional dispondrán cada uno, de un término de 30
días para rendir concepto y ponencia, y la Corte Suprema de Justicia de sesenta días para decidir. El
incumplimiento de los términos es causal de mala conducta que será sancionada conforme a la ley.
ß®¬3½«´± îïëò En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley, se aplicarán de preferencia
las disposiciones constitucionales”. Castro Castro, Jaime. Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ ¼» ïèèêò Editorial Oveja
Negra, Bogotá, D.C., 1988.

40 Olano García, Hernán Alejandro. Op. cit.
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de los procesos de control constitucional, ya que especializó y separó el estudio de
los negocios constitucionales dentro de la Corte de Casación, aunque los magistrados
que integraban las Salas Civil, Laboral y Penal, realizaban valiosos aportes a las normas
asignadas a su control.

Coincidiendo con el alcance que le ha fijado la doctrina nacional e internacional,
en varios pronunciamientos, esta Corporación se refirió a la jurisdicción constitucional,
como “¿¯«»´´¿ ̄ «» »­¬? ·²­¬·¬«·¼¿ °¿®¿ ¿­»¹«®¿® »´ ®»­°»¬± ¼» ́ ¿­ ²±®³¿­ ¾?­·½¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô
¬¿²¬± ´¿­ ±®¹?²·½¿­ ½±³± ´¿­ ¼±¹³?¬·½¿­ §ô °±® ­«°«»­¬±ô ´¿­ ¬»²¼·»²¬»­ ¿ ´¿ ½±²ª·ª»²½·¿
°¿½3º·½¿ § ¿ ´¿ ¹¿®¿²¬3¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­”; lo que implica a su vez, “¿­»¹«®¿®
¯«» ´±­ °±¼»®»­ °&¾´·½±­ ½±²­¬·¬«·¼±­ ­«¶»¬»² ­«­ ¿½¬±­ ø´»§»­ô ­»²¬»²½·¿­ô ¿½¬±­ ¿¼³·²·­¬®¿¬·ª±­÷
²± ­±´¿³»²¬» ¿ ´¿­ ²±®³¿­ ±®¹?²·½¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ­·²± ¿ ´±­ ª¿´±®»­ô °®·²½·°·±­ § ¼»®»½¸±­”41.

Ahora bien, dentro del contexto que la identifica como el instrumento de equilibrio
de poderes y como el medio eficaz de hacer efectivo los derechos fundamentales,
en Colombia, a partir de la entrada en vigencia de la Constitución del 91, como órgano
supremo de la jurisdicción constitucional se encuentra la Corte Constitucional, con
fundamento en el artículo 241 de la Carta que le ha confiado a ella �´¿ ¹«¿®¼¿ ¼» ´¿
·²¬»¹®·¼¿¼ § ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²�. En cumplimiento de ese objetivo, la norma
citada le asigna competencia exclusiva y excluyente para ejercer el control abstracto
de constitucionalidad (no concentrado o austriaco42, García Belaunde habla de un
sistema dual), de los actos reformatorios de la Constitución y de las leyes en sentido
formal y material - entre otras competencias43 -, y para ejercer un control concreto

Hernán Alejandro Olano García

41 Cfr.  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-1158 de 2003, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.
42 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-560 de 1999, M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz. El control abstracto de constitucionalidad

en Colombia es difuso, por cuanto no es ejercido por un solo órgano del Estado sino por varios: la Corte Constitucional como
función esencial y permanente, en su carácter de supremo órgano de la jurisdicción constitucional y el Consejo de Estado,
por vía residual. Asimismo, los jueces de tutela, los tribunales administrativos (Sentencia C-180 de 1994) y las autoridades
que deben dar aplicación a la excepción de inconstitucionalidad.

43 ßÎÌSÝËÔÑ îìïò ß ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ­» ´» ½±²º3¿ ´¿ ¹«¿®¼¿ ¼» ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ § ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô »² ´±­ »­¬®·½¬±­ §
°®»½·­±­ ¬7®³·²±­ ¼» »­¬» ¿®¬3½«´±ò Ý±² ¬¿´ º·²ô ½«³°´·®? ´¿­ ­·¹«·»²¬»­ º«²½·±²»­æ
�ïò Ü»½·¼·® ­±¾®» ´¿­ ¼»³¿²¼¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¯«» °®±³«»ª¿² ´±­ ½·«¼¿¼¿²±­ ½±²¬®¿ ¿½¬±­ ®»º±®³¿¬±®·±­ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô
½«¿´¯«·»®¿ ¯«» ­»¿ ­« ±®·¹»²ô ­-´± °±® ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± »² ­« º±®³¿½·-²ò
�îò Ü»½·¼·®ô ½±² ¿²¬»®·±®·¼¿¼ ¿´ °®±²«²½·¿³·»²¬± °±°«´¿®ô ­±¾®» ´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´¿ ½±²ª±½¿¬±®·¿ ¿ «² ®»º»®»²¼± ± ¿ «²¿ ß­¿³¾´»¿
Ý±²­¬·¬«§»²¬» °¿®¿ ®»º±®³¿® ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô ­-´± °±® ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± »² ­« º±®³¿½·-²ò
�íò Ü»½·¼·® ­±¾®» ´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´±­ ®»º»®»²¼±­ ­±¾®» ´»§»­ § ¼» ´¿­ ½±²­«´¬¿­ °±°«´¿®»­ § °´»¾·­½·¬±­ ¼»´ ±®¼»² ²¿½·±²¿´ò Û­¬±­
&´¬·³±­ ­-´± °±® ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± »² ­« ½±²ª±½¿¬±®·¿ § ®»¿´·¦¿½·-²ò
�ìò Ü»½·¼·® ­±¾®» ´¿­ ¼»³¿²¼¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¯«» °®»­»²¬»² ´±­ ½·«¼¿¼¿²±­ ½±²¬®¿ ´¿­ ´»§»­ô ¬¿²¬± °±® ­« ½±²¬»²·¼± ³¿¬»®·¿´
½±³± °±® ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± »² ­« º±®³¿½·-²ò
�ëò Ü»½·¼·® ­±¾®» ´¿­ ¼»³¿²¼¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¯«» °®»­»²¬»² ´±­ ½·«¼¿¼¿²±­ ½±²¬®¿ ´±­ ¼»½®»¬±­ ½±² º«»®¦¿ ¼» ´»§ ¼·½¬¿¼±­ °±®
»´ Ù±¾·»®²± ½±² º«²¼¿³»²¬± »² ´±­ ¿®¬3½«´±­ ïëð ²«³»®¿´ ïð § íìï ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô °±® ­« ½±²¬»²·¼± ³¿¬»®·¿´ ± °±® ª·½·±­ ¼»
°®±½»¼·³·»²¬± »² ­« º±®³¿½·-²ò
�êò Ü»½·¼·® ­±¾®» ´¿­ »¨½«­¿­ ¼» ¯«» ¬®¿¬¿ »´ ¿®¬3½«´± ïíé ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò
�éò Ü»½·¼·® ¼»º·²·¬·ª¿³»²¬» ­±¾®» ´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´±­ ¼»½®»¬±­ ´»¹·­´¿¬·ª±­ ¯«» ¼·½¬» »´ Ù±¾·»®²± ½±² º«²¼¿³»²¬± »² ´±­ ¿®¬3½«´±­
îïîô îïí § îïë ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò
�èò Ü»½·¼·® ¼»º·²·¬·ª¿³»²¬» ­±¾®» ´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´±­ °®±§»½¬±­ ¼» ´»§ ¯«» ¸¿§¿² ­·¼± ±¾¶»¬¿¼±­ °±® »´ Ù±¾·»®²± ½±³±
·²½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô § ¼» ´±­ °®±§»½¬±­ ¼» ´»§»­ »­¬¿¬«¬¿®·¿­ô ¬¿²¬± °±® ­« ½±²¬»²·¼± ³¿¬»®·¿´ ½±³± °±® ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± »² ­« º±®³¿½·-²ò
�çò Î»ª·­¿®ô »² ´¿ º±®³¿ ¯«» ¼»¬»®³·²» ´¿ ´»§ô ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¶«¼·½·¿´»­ ®»´¿½·±²¿¼¿­ ½±² ´¿ ¿½½·-² ¼» ¬«¬»´¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ò
�ïðò Ü»½·¼·® ¼»º·²·¬·ª¿³»²¬» ­±¾®» ´¿ »¨»¯«·¾·´·¼¿¼ ¼» ´±­ ¬®¿¬¿¼±­ ·²¬»®²¿½·±²¿´»­ § ¼» ´¿­ ´»§»­ ¯«» ´±­ ¿°®«»¾»²ò Ý±² ¬¿´ º·²ô »´ Ù±¾·»®²±
´±­ ®»³·¬·®? ¿ ´¿ Ý±®¬»ô ¼»²¬®± ¼» ´±­ ­»·­ ¼3¿­ ­·¹«·»²¬»­ ¿ ´¿ ­¿²½·-² ¼» ´¿ ´»§ò Ý«¿´¯«·»® ½·«¼¿¼¿²± °±¼®? ·²¬»®ª»²·® °¿®¿ ¼»º»²¼»® ±
·³°«¹²¿® ­« ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ò Í· ´¿ Ý±®¬» ´±­ ¼»½´¿®¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô »´ Ù±¾·»®²± °±¼®? »º»½¬«¿® »´ ½¿²¶» ¼» ²±¬¿­å »² ½¿­± ½±²¬®¿®·±
²± ­»®?² ®¿¬·º·½¿¼±­ò Ý«¿²¼± «²¿ ± ª¿®·¿­ ²±®³¿­ ¼» «² ¬®¿¬¿¼± ³«´¬·´¿¬»®¿´ ­»¿² ¼»½´¿®¿¼¿­ ·²»¨»¯«·¾´»­ °±® ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô
»´ Ð®»­·¼»²¬» ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ ­-´± °±¼®? ³¿²·º»­¬¿® »´ ½±²­»²¬·³·»²¬± º±®³«´¿²¼± ´¿ ½±®®»­°±²¼·»²¬» ®»­»®ª¿ò
�ïïò Ü¿®­» ­« °®±°·± ®»¹´¿³»²¬±ò
�Ð¿®?¹®¿º±ò Ý«¿²¼± ´¿ Ý±®¬» »²½«»²¬®» ª·½·±­ ¼» °®±½»¼·³·»²¬± ­«¾­¿²¿¾´»­ »² ´¿ º±®³¿½·-² ¼»´ ¿½¬± ­«¶»¬± ¿ ­« ½±²¬®±´ô ±®¼»²¿®?
¼»ª±´ª»®´± ¿ ´¿ ¿«¬±®·¼¿¼ ¯«» ´± °®±º·®·- °¿®¿ ¯«»ô ¼» ­»® °±­·¾´»ô »²³·»²¼» »´ ¼»º»½¬± ±¾­»®ª¿¼±ò Í«¾­¿²¿¼± »´ ª·½·±ô °®±½»¼»®? ¿ ¼»½·¼·®
­±¾®» ´¿ »¨»¯«·¾·´·¼¿¼ ¼»´ ¿½¬±ò En: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit.
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mediante la revisión eventual de las decisiones judiciales relacionadas con la acción
de tutela de los derechos fundamentales y de los directamente conexos con ellos, e
incluso, de los llamados “¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ·²²±³·²¿¼±­”44, de creación pretoriana,
como el derecho al mínimo vital45, que se desprende de la interpretación sistemática
de la Constitución y que utilizan esta noción como un conjunto de condiciones
materiales garantizadas por un rango más o menos amplio de derechos prestacionales,
en las que la dignidad parecería ser el determinante último de toda la argumentación.

Acorde con una interpretación armónica y sistemática de la Constitución Política
(arts. 86, 88, 89, 237 y 241) y de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia
(Ley 270 de 1996 y Ley 585 de 2000), la jurisprudencia de esta Corporación46 viene
sosteniendo que, desde el punto de vista estrictamente funcional, la jurisdicción
constitucional no solo está integrada por la Corte Constitucional, que en todo caso
se constituye en el máximo tribunal de esa jurisdicción, sino también por el Consejo
de Estado -que en forma residual ejerce un control abstracto de constitucionalidad
dentro de la llamada acción de nulidad por inconstitucionalidad- y por todos los jueces
y corporaciones de justicia, que tienen a su cargo el conocimiento de las acciones de
tutela y de las demás acciones y recursos que han sido estatuidas para hacer efectivos
los derechos constitucionales.

Por tanto, la Jurisdicción Constitucional colombiana fue creada por el Constituyente
como función pública a cargo de distintos organismos, cuya misión es la de preservar
la supremacía e integridad de la Constitución, asegurando que todos los poderes
públicos actúen dentro de los límites que ella misma establece y, mediante el diseño
de diversos mecanismos47:

a. el proceso48 de control de constitucionalidad dirigido a que la Corte excluya del
ordenamiento las leyes contrarias a sus dictados, previo el ejercicio ciudadano de
la acción pública prevista para tal fin (arts. 241 a 244 de la Constitución)49,

b. la acción de nulidad por inconstitucionalidad, confiada al Consejo de Estado, en
virtud de igual ejercicio y con igual objetivo, pero respecto de los decretos dictados
por el Gobierno Nacional, cuyo control no haya sido confiado a la Corte (art. 237
de la Constitución)50,

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

44 Según el Estudio Ocasional del CIJUS de la Universidad de los Andes, ya citado, página 11, los jueces
constitucionales reconocen derechos fundamentales innominados a partir de una concepción holista de
la Constitución, citando a Ronald Dworkin en Ú®»»¼±³l­ Ô¿©æ Ì¸» Ó±®¿´ Î»¿¼·²¹ ±º ¬¸» ß³»®·½¿²
Ý±²­¬·¬«¬·±²ô y a Richard Posner en Ô»¹¿´ Î»¿­±²·²¹ Ú®±³ ¬¸» Ì±° Ü±©² ¿²¼ Ú®±³ ¬¸» Þ±¬¬±³ Ë°æ Ì¸»
Ï«»­¬·±² ±º Ë²²«³»®¿¬»¼ Ý±²­¬·¬«¬·±²¿´ Î·¹¸¬­ò

45 Û´ ¼»®»½¸± ¿´ ³3²·³± ª·¬¿´ ± ¿ ´¿ ­«¾­·­¬»²½·¿, es un derecho de carácter fundamental reconocido por la
Corte Constitucional colombiana como emanación de las garantías a la vida (artículo 11), a la salud (artículo
49), al trabajo (artículo 25) y a la seguridad social (artículo 48). Sobre el particular, pueden verse entre
muchas otras, las sentencias T-426 de 1992, T-384 de 1993, T-597 de 1993, T-125 de 1994, T-005 de
1995, T-271 de 1995,  T-351 de 1997, C-563 de 1997, T-011 de 1998, T-222 de 1998, T-307 de 1998,
SU-995 de 1999, T-1103 de 2000, etc.

46 Cfr. la Sentencia C-037 de 1996 (M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa) y los Autos 029 de 1996, 069 de 1999
y 087 de 2001, entre otros.

47 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-739 de 2001, M.P., Dr. Álvaro Tafur Galvis.
48 Í» ¼»²±³·²¿² °®±½»­±­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô ´¿­ ¼·­¬·²¬¿­ º±®³¿­ ¿¼¶»¬·ª¿­ ¼»­¬·²¿¼¿­ ¿ ®»­°¿´¼¿® ´¿­ ¹¿®¿²¬3¿­

º«²¼¿³»²¬¿´»­ § ¼»³?­ ¼»®»½¸±­ ¼»´ ¸±³¾®»ô ¼?²¼±´»­ «² ½¿«½» ¿¼»½«¿¼± § °±­·¾´»³»²¬» °¿®¿ ´¿ ¬«¬»´¿ô °®±¬»½½·-²
§ º±³»²¬± ¼» »´´±­ò Gozaini, Osvaldo Alfredo. 1994. Ô¿ Ö«­¬·½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ù¿®¿²¬3¿­ô °®±½»­±­ §
¬®·¾«²¿´ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ò Depalma, Buenos Aires, p. 206, citado por Rey Cantor, Ernesto, Op. cit., p. 51.

49 Cfr., entre otras, las Sentencias C-536 y C-592 de 1998; C-013, C-290, C-380 y C-562 de 2000 de la Corte Constitucional.
50 Cfr. las Sentencias C-513 de 1994 y C-600 de 1998, entre otras de la Corte Constitucional.
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c. el control automático de los decretos legislativos dictados en ejercicio de las
facultades conferidas por los artículos 212, 213 y 214 de la Constitución51,

d. la revisión previa de los tratados internacionales y las leyes que los aprueben52,

e. la inaplicación por parte de todas las autoridades, sin el requisito de previa solicitud,
de las leyes o normas que la contrarían (art. 4 de la Constitución)53, denominado
excepción de inconstitucionalidad.

f. la observancia de sus preceptos a todos los campos mediante el imperativo
reconocimiento al orden jurídico constitucional en todas las cuestiones de la vida
nacional (arts. 83 a 94 de la Constitución)54,

g. la inclusión de la Constitución como fuente primaria de las decisiones judiciales
(art. 230 de la Constitución)55.

h. Otros como el habeas corpus, la protección del habeas data, el proceso de pérdida
de investidura para miembros de cuerpos colegiados, la revocatoria del mandato
de gobernadores y alcaldes, el derecho de petición y su insistencia, las acciones
del contralor, el trámite de urgencia de las leyes, etc.

Tenemos entonces que, con la aparición de la nueva Constitución, surgió una Corte
Constitucional que además de su gran prolijidad para emitir resoluciones dentro de
los precisos términos que la Constitución y las leyes le establecen, ha sido muy
polémica en algunos de sus fallos, ej. Eutanasia, Dosis Personal, Aborto, etc., pero que
sin lugar a duda, cumpliendo expresamente con los propósitos que orientan la actividad
de los jueces, relacionados entre otros en el Preámbulo y con los artículos 156 y 257

de la Carta Política, ha propugnado por la promoción y protección de la dignidad de

Hernán Alejandro Olano García

51 En relación con el control automático, Cfr. Sentencias C-004 y C-579 de 1992, C-179 de 1994 y C-122 de
1999, entre otras. En relación al control de los tratados internacionales, pueden verse las Sentencias C
178 de 1995, C-682 de 1996, C-246 de 1999, C-400 de 1998, C-426 y C-1139 de 2000, entre otras.

52 Cfr. mi libro Olano García, Hernán Alejandro. 1995. Ý±²¬®±´ ¼» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´±­ Ì®¿¬¿¼±­
×²¬»®²¿½·±²¿´»­ »² Ý±´±³¾·¿ò Ediciones La Constitución y Ediciones Universidad de La Sabana, Bogotá, D.C.

53 Cfr., entre otras, las Sentencias C-434 y C-479 de 1992, C-281 de 1994, C-069 de 1995, C-037 de 1996,
C-600 de 1998 y T-522 de 2001 de la Corte Constitucional.

54 Cfr., entre otras, las Sentencias C-176 de 1994 y SU-111 de 1997 de la Corte Constitucional.
55 Cfr., las Sentencias C-486 de 1993, T-296, T-505 y C-558 de 1994 y, T-294 de 1995, entre otras de la

Corte Constitucional.
56 ßÎÌSÝËÔÑ ïò Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria,

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista,
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran
y en la prevalencia del interés general.  En: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit .

57 ßÎÌSÝËÔÑ îò Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa
y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia,
en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de
los deberes sociales del Estado y de los particulares.” En: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit.
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la persona58 y por el respeto de la vida, la justicia, la libertad y la igualdad, para
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Carta.

En lo que se refiere específicamente al mecanismo de amparo y protección de los
derechos fundamentales, es decir, a la acción de tutela, ésta se ejerce y desarrolla a
través de la jurisdicción constitucional, la cual, como ya se mencionó, por expresa
disposición superior la integran todos los jueces de la República (art. 86)59, quienes
a su vez “­±² ¶»®?®¯«·½¿³»²¬» ·²º»®·±®»­ ¿ ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´”, por cuanto dicho Tribunal
actúa como órgano límite o de cierre de esa jurisdicción, a través de la revisión de las
decisiones judiciales que por la vía del amparo o de la tutela60 se profieran; atribución
que ejerce la Corte en forma libre y discrecional “½±² »´ º·² ¼» «²·º·½¿® ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿
­±¾®» ´¿ ³¿¬»®·¿ § ¼» ­»²¬¿® ¾¿­»­ ­-´·¼¿­ ­±¾®» ´¿­ ¯«» ´±­ ¼»³?­ ¿¼³·²·­¬®¿¼±®»­ ¼» ¶«­¬·½·¿
­» °«»¼¿² ·²­°·®¿® ¿´ ³±³»²¬± ¼» °®±²«²½·¿®­» ¿½»®½¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ¼»²¬®±
¼»´ ±®¼»²¿³·»²¬± ¶«®3¼·½± ½±´±³¾·¿²±”61.

Por tanto, la función judicial encargada a la Corte Constitucional, así como las
atribuciones y potestades que le son asignadas constitucional y legalmente para
cumplirla, deben entenderse enmarcadas dentro de los límites que la Carta de 1991
establece, basados en el contenido del derecho de acceso a la administración de
justicia, el que implica también el derecho a recibir un tratamiento igualitario62.

El cumplimiento de los fallos de tutela de
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58 Sobre el particular, la doctora Ilva Myriam Hoyos, antigua Decana de la Facultad de Derecho de la Universidad
de La Sabana, ha dicho lo siguiente: ‘�Ô¿ Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ ¼» Ý±´±³¾·¿ »­¬¿¾´»½» ½±³± °®·²½·°·± º«²¼¿³»²¬¿´
¼» ¬±¼± »´ ±®¼»²¿³·»²¬± ¶«®3¼·½± § ¼» ´¿ ±®¹¿²·¦¿½·-² °±´3¬·½¿ô »´ ®»­°»¬± ¿ ´¿ ¼·¹²·¼¿¼ ¼» ´¿ °»®­±²¿ ¸«³¿²¿ô
°®·²½·°·± ­±¾®» »´ ½«¿´ ­» »­¬®«½¬«®¿ »´ Û­¬¿¼± Í±½·¿´ ¼» Ü»®»½¸±ò Û´ Û­¬¿¼± ²± »­ ´¿ ¾¿­» °¿®¿ ½±³°®»²¼»® ´± ¯«» ­»¿ô
»² ¬7®³·²±­ ¼»´ Ð®»?³¾«´± ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô »´ ±®¼»² °±´3¬·½±ô »½±²-³·½± § ­±½·¿´ ¶«­¬±ô °±®¯«» 7´ ­» »¨°´·½¿ §
º«²¼¿³»²¬¿ »² ´¿ ¼·¹²·¼¿¼ ¼» ´¿ °»®­±²¿ ¸«³¿²¿ò Í·² ®»º»®»²½·¿ ¿ ´¿ °»®­±²¿ ²± °±¼®3¿ »¨·­¬·® »´ Û­¬¿¼±ô ²· 7­¬»
¬»²¼®3¿ ½±³± ²±¬¿­ »­»²½·¿´»­ »´ ­»® Í±½·¿´ ²· ¼» Ü»®»½¸±ò��
‘‘Es todo un acierto el que el Constituyente de 1991 haya aceptado que el orden político y jurídico se funda
en la dignidad de la persona y en los derechos que son inherentes o esenciales a ella. Decimos acierto,
porque corresponde con el ser mismo de aquello que se estructura u ordena. Hemos de recordar que la
Constitución en un sentido material significa la conformación, el orden, la estructura de un ente o de una
realidad. La persona y los derechos que le son propios configuran la estructura fundamental de la sociedad,
la ½±²­¬·¬«¬·±  de la comunidad política.’’ en: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit.

59 Sin embargo, el Decreto 1382 de 2000, estableció unas competencias para el conocimiento de las acciones
de tutela por parte de los jueces de las diferentes jurisdicciones, modificando el artículo 37 del Decreto
2591 de 1991 y reglamentando el artículo 86 Superior.

60 La consagración de la acción de tutela como medio judicial especial para la defensa de los derechos y
libertades fundamentales de los nacionales y extranjeros en Colombia, ha venido a constituir, sin lugar a
dudas, una de las innovaciones y de los logros más importantes atribuidos a la reforma constitucional de
1991. Las condiciones en que ha sido concebida buscan garantizar que, en forma ágil y oportuna, el
funcionamiento del Estado se dé dentro de las pautas trazadas por la voluntad constituyente, evitando
que las autoridades públicas utilicen el poder para servir a intereses que no sean los propios de la comunidad
y de cada uno de sus miembros, desconociendo las garantías ciudadanas reconocidas por la Constitución.
Como es sabido, por disposición del constituyente, el objeto de la acción de tutela se concentra en brindar
una protección “inmediata” de los derechos fundamentales, cuando éstos han sido violados o amenazados
por “cualquier autoridad pública” o por los particulares en los casos que determine la ley. Examinada desde
esa óptica, comporta el medio judicial expedito para salvaguardar tales garantías del uso arbitrario del
poder, sin que resulte relevante la autoridad de la cual procede la afectación - administrativa, legislativa
o judicial -, ya que el amparo constitucional es predicable de todos los servidores del Estado sin excepción,
e incluso, según se expresó, de ciertos particulares.

61 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996. M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.
62 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-104 de 1993. M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. En: . Allí se

dijo: “Û´ ¿®¬3½«´± îîç ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ ¼»¾» ­»® ½±²½±®¼¿¼± ½±² »´ ¿®¬3½«´± ïí 3¼»³ô ¼» ¬¿´ ³¿²»®¿ ¯«» »´ ¼»®»½¸± ¿
�¿½½»¼»®� ·¹«¿´·¬¿®·¿³»²¬» ¿²¬» ´±­ ¶«»½»­ ·³°´·½¿ ²± ­-´± ´¿ ·¼7²¬·½¿ ±°±®¬«²·¼¿¼ ¼» ·²¹®»­¿® ¿ ´±­ »­¬®¿¼±­
¶«¼·½·¿´»­ ­·²± ¬¿³¾·7² »´ ·¼7²¬·½± ¬®¿¬¿³·»²¬± ¯«» ¬·»²» ¼»®»½¸± ¿ ®»½·¾·®­» °±® °¿®¬» ¼» ¶«»½»­ § ¬®·¾«²¿´»­
¿²¬» ­·¬«¿½·±²»­ ­·³·´¿®»­ò Ç¿ ²± ¾¿­¬¿ ¯«» ´¿­ °»®­±²¿­ ¹±½»² ¼» ·¹«¿´»­ ¼»®»½¸±­ »² ´¿­ ²±®³¿­ °±­·¬·ª¿­ ²· ¯«»
­»¿² ¶«¦¹¿¼¿­ °±® ´±­ ³·­³±­ -®¹¿²±­ò ß¸±®¿ ­» »¨·¹» ¿¼»³?­ ¯«» »² ´¿ ¿°´·½¿½·-² ¼» ´¿ ´»§ ´¿­ °»®­±²¿­ ®»½·¾¿²
«² ¬®¿¬¿³·»²¬± ·¹«¿´·¬¿®·±ò Ô¿ ·¹«¿´¼¿¼ »² ´¿ ¿°´·½¿½·-² ¼» ´¿ ´»§ ·³°±²» °«»­ ¯«» «² ³·­³± -®¹¿²± ²± °«»¼¿
³±¼·º·½¿® ¿®¾·¬®¿®·¿³»²¬» »´ ­»²¬·¼± ¼» ­«­ ¼»½·­·±²»­ »² ½¿­±­ ­«­¬¿²½·¿´³»²¬» ·¹«¿´»­ò�
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Para la jurisprudencia colombiana63, la igualdad, además de ser un principio
vinculante para toda la actividad estatal, está consagrado en el artículo 1364 de la Carta
como derecho fundamental de las personas. Este derecho comprende dos garantías
fundamentales: la igualdad ante la ley y la igualdad de protección y trato por parte
de las autoridades, recogidos en el Test de Igualdad referido en este documento.

Estas dos garantías operan conjuntamente en lo que respecta a la actividad judicial,
pues los jueces interpretan la ley y como consecuencia materialmente inseparable de
esta interpretación, atribuyen determinadas consecuencias jurídicas a las personas
involucradas en el litigio.  Por lo tanto, en lo que respecta a la actividad judicial, la
igualdad de trato que las autoridades deben otorgar a las personas supone además
una igualdad en la interpretación y en la aplicación de la ley.  La primera está dirigida
a impedir que el Legislador o el Ejecutivo en ejercicio de su poder reglamentario
concedan un tratamiento jurídico a situaciones de hecho iguales sin que exista para
ello una justificación objetiva y razonable. Ô¿ ­»¹«²¼¿ô »² ½¿³¾·±ô ª·²½«´¿ ¿ ´±­ ¶«»½»­
§ ±¾´·¹¿ ¿ ¿°´·½¿® ´¿­ ²±®³¿­ ¼» ³¿²»®¿ «²·º±®³» ¿ ¬±¼±­ ¿¯«»´´±­ ̄ «» ­» »²½«»²¬®»²
»² ´¿ ³·­³¿ ­·¬«¿½·-²ô ´± ¯«» »¨½´«§» ¯«» «² ³·­³± -®¹¿²± ¶«¼·½·¿´ ³±¼·º·¯«»
¿®¾·¬®¿®·¿³»²¬» »´ ­»²¬·¼± ¼» ¼»½·­·±²»­ ­«§¿­ ¿²¬»®·±®»­.

La comprensión integrada de estas dos garantías resulta indispensable para darle
sentido a la expresión “·³°»®·± ¼» ´¿ ´»§”, al cual están sometidos los jueces, según el
artículo 230 de la Constitución colombiana65, al establecer que los jueces, en sus
providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley, y que la equidad, la
jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina, son criterios auxiliares
de la actividad judicial, lo que se complementa con el artículo 228 Superior según el
cual la administración de justicia66 es una función pública, sus decisiones son
independientes, sus actuaciones son públicas y permanentes y funcionamiento es
desconcentrado y autónomo.

Hernán Alejandro Olano García

63 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001. M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil. En: www.noti.net
64 �ß®¬3½«´± ïíò Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de

las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación
por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor
de grupos discriminados o marginados.
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental,
se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra
ellas se cometan.” En: Olano García, Hernán Alejandro, Op. cit., p. 87.

65 En efecto, cualquier sistema jurídico, ético, moral y en fin, cualquier sistema de regulación que pretenda
ordenar la conducta social humana necesita reducir la multiplicidad de comportamientos y situaciones a
categorías más o menos generales. Sólo de esta forma puede dicho sistema atribuir consecuencias a un
número indeterminado de acciones y situaciones sociales. En un sistema de derecho legislado, estas
consecuencias jurídicas se atribuyen mediante la formulación de normas escritas, generales, impersonales
y abstractas.  Estas características de la ley, si bien son indispensables para regular adecuadamente un
conjunto bastante amplio de conductas sociales, implican también una limitación en su capacidad para
comprender la singularidad y la complejidad de las situaciones sociales, y por lo tanto, no es susceptible
de producir por sí misma el efecto regulatorio que se pretende darle, y mucho menos permite tratar igual
los casos iguales y desigual los desiguales.  Para que estos objetivos sean realizables, es necesario que al
texto de la ley se le fije un sentido que le permita realizar su función normativa. Ver C-836 de 2001, ya citada.

66 Ô¿ ß¼³·²·­¬®¿½·-² ¼» Ö«­¬·½·¿ »­ la parte de la función pública que cumple el Estado encargada por la
Constitución Política y la ley de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados
en ellas, con el fin de realizar la convivencia social y lograr y mantener la concordia nacional. Cfr. Ley 270
de 1996, artículo 1º.
Los principios de la Administración de Justicia son: Derecho de Defensa, Celeridad, Autonomía e
Independencia de la Rama Judicial, Gratuidad, Eficiencia, Alternatividad y Respeto de los Derechos.
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Estudios Constitucionales

La autonomía judicial y el tradicionalismo de fuentes67, son los lemas que adoptó
la Corte Constitucional durante sus primeros nueve años con mayor propiedad. Sobre
el primero ‒autonomía judicial-, se expresó en los siguientes términos:

“...´¿ º¿½«´¬¿¼ ¼» ­»/¿´¿® ́ ±­ »º»½¬±­ ¼» ­«­ °®±°·±­ º¿´´±­ô ¼» ½±²º±®³·¼¿¼ ½±² ́ ¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô
²¿½» °¿®¿ ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼» ´¿ ³·­·-² ¯«» ´» ½±²º3¿ »´ ·²½·­± °®·³»®± ¼»´ ¿®¬3½«´±
îìïô ¼» ¹«¿®¼¿® ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ § ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² °±®¯«» °¿®¿ ½«³°´·®´¿ô »´
°¿­± °®»ª·± » ·²¼·­°»²­¿¾´» »­ ´¿ ·²¬»®°®»¬¿½·-² ¯«» ­» ¸¿½» »² ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¯«» ¼»¾» ­»/¿´¿®
­«­ °®±°·±­ »º»½¬±­ò Û² ­3²¬»­·­ô »²¬®» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² § ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô ½«¿²¼±
7­¬¿ ·²¬»®°®»¬¿ ¿¯«7´´¿ô ²± °«»¼» ·²¬»®°±²»®­» ²· «²¿ ¸±¶¿ ¼» °¿°»´�68ò

Esta función pública de administrar justicia, así como la función creadora del juez
en su jurisprudencia, se realiza mediante la construcción y ponderación de principios
de derecho, que dan sentido a las instituciones jurídicas a partir de su labor de
interpretación e integración del ordenamiento positivo a la realidad social sin ir en
contra de la ley69.

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

67 El tradicionalismo de fuentes se expresa en las interpretaciones que la Corte a diferentes normas, entre
las cuales está el artículo 21 del Decreto-Ley 2067 de 1991, al expresar éste que �Ô¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¯«» °®±º·»®¿
´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¬»²¼®?² »´ ª¿´±® ¼» ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ § ­±² ¼» ±¾´·¹¿¬±®·± ½«³°´·³·»²¬± °¿®¿ ¬±¼¿­
´¿­ ¿«¬±®·¼¿¼»­ § ´±­ °¿®¬·½«´¿®»­�, disposición que sugiere una amplia consagración del valor obligatorio del
precedente constitucional, aunque para la Corte Constitucional sólo se dedica a reiterar el texto del artículo
243 Superior, lo cual ratifica en la siguiente expresión: “»² ®·¹±®ô ²± ¯«·¬¿ ²· °±²» ®»§ô °±® ­»® ®»¼«²¼¿²¬»�, Cfr.
CORTE CONSTITUCIONAL. C-113 de 1993, M.P. Dr. Jorge Arango Mejía.

68 Esta frase del doctor Jorge Arango Mejía, se parece a la respuesta que Ferdinand Lasalle se da en su estudio
aÏ«7 »­ «²¿ Ý±²­¬·¬«½·-²á, cuando se pregunta lo siguiente:
�Û³°»®±ô a½«?²¼± »­  ´ 3½ ·¬± ¿º ·®³¿® ¼» «²¿ Ý±²­¬·¬«½·-²  »­½®·¬¿ ¯«» »­ ¾«»²¿ § ¼«®¿¼»®¿á
Ô¿ ®»­°«»­¬¿ »­ »ª·¼»²¬»ô ­»/±®»­ô § ½±³± »­ ´-¹·½±ô ­» ¼»®·ª¿ ¼» ½«¿²¬± ¸»³±­ »¨°«»­¬±æ ½«¿²¼± ¼·½¸¿ Ý±²­¬·¬«½·-²
»­½®·¬¿ ½±®®»­°±²¼¿ ¿ ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ®»¿´ô ¿ ¿¯«»´´¿ ¯«» ­» ¾¿­¿ »² ´±­ º¿½¬±®»­ ¼» °±¼»® ·³°»®¿²¬»­ »² ´¿ ²¿½·-²ò
ß´´3 ¼±²¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² »­½®·¬¿ ²± ½±®®»­°±²¼» ¿ ´¿ ®»¿´ô »­¬¿´´¿ ·²»ª·¬¿¾´»³»²¬» «² ½±²º´·½¬± ¯«» ²± ¸¿§ ³¿²»®¿
¼» »´«¼·® § »² »´ ¯«» ¿ ´¿ ´¿®¹¿ô ¬¿®¼» ± ¬»³°®¿²±ô ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² »­½®·¬¿ô ´¿ ¸±¶¿ ¼» °¿°»´ô ¬·»²» ²»½»­¿®·¿³»²¬»
¯«» ­«½«³¾·® ¿²¬» »´ »³°«¶» ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ®»¿´ô ¼» ´¿­ ª»®¼¿¼»®¿­ º«»®¦¿­ ª·¹»²¬»­ »² »´ °¿3­ò� en: Lassalle,
Ferdinand. aÏ«7 »­ «²¿ Ý±²­¬·¬«½·-²áòEditorial Panamericana. Bogotá, D.C., 1996, p. 29.

69 “Í» ¬®¿¬¿ ¼» ²± ¾«®´¿® ´¿ ´»§ §ô ¿ ´¿ ª»¦ô ¼» ²± ·²¬®±¼«½·® °»®¬«®¾¿½·±²»­ »² ´¿ ª·¼¿ ­±½·¿´ò Ô¿ ´»§ ®»¹«´¿ § ½±²º±®³¿
´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ §ô °±® »­±ô ´¿ ª·¼¿ ­±½·¿´ ¼»¾» ¿½±³±¼¿®­» ¿ ´¿ ´»§å ¼» ´± ½±²¬®¿®·±ô ´¿ ´»§ ¯«»¼¿®3¿ ·²½«³°´·¼¿ò Ð»®±
¼·½» ´¿ ­¿¾·¼«®3¿ °±°«´¿® ¯«» �´± ³»¶±® »­ »²»³·¹± ¼» ´± ¾«»²±�ò Û´ ¶«®·­¬¿ ¼»¾» ¬»²»® ´¿ °»®­°·½¿½·¿ ¼» ­¿¾»® ¸¿­¬¿
¼-²¼» ­» °«»¼» ´´»¹¿® »² ´¿ ¿°´·½¿½·-² ¼» ´¿ ´»§ô ½«?´ »­ »´ ½±»º·½·»²¬» ¼» ¿½±³±¼¿½·-² ¿ ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ °¿®¿ ¯«»ô
¿°´·½?²¼±­» ´¿ ´»§ô 7­¬¿ ­»¿ º¿½¬±® ¼» ±®¼»² § °®±¹®»­± § ²± ¼» °»®¬«®¾¿½·-²ò Û ´´»¹¿®­» ¿ »­¬» &´¬·³± ½¿­±ô ´¿ ´»§
¼»¶¿®3¿ ¼» ­»® ®¿¦±²¿¾´» § ­» ½±²ª»®¬·®3¿ »² «² º¿½¬±® »­°«®·± ¼»´ ±®¼»² ­±½·¿´ò
Û­¬¿ ¿½±³±¼¿½·-² ¼» ´¿ ´»§ ¿ ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ ­«°±²» «²¿ ¿½±³±¼¿½·-² °®±¹®»­·ª¿ ¼» ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ ¿ ´¿­ ´»§»­ô
¼» ³±¼± ¯«» °«»¼»² ¼¿®­» ­·¬«¿½·±²»­ »² ´¿­ ¯«» ª¿§¿ °±® ¼»´¿²¬» ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ò Ð»®± »² ²± °±½±­ ½¿­±­ ´¿
®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ »­ ³?­ »ª±´«¬·ª¿ § °®±¹®»­·ª¿ ¯«» ´¿­ ´»§»­ò Ý«¿²¼± »­¬± ­«½»¼»ô ¿°¿®»½» ´¿ ·²¬»®°®»¬¿½·-² °®±¹®»­·ª¿
¼» ´¿­ ´»§»­å 7­¬¿­ ª¿² ¿°´·½?²¼±­» ¼» ¿½«»®¼± ½±² ´¿ »ª±´«½·-² ¼» ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ­±½·¿´ô °»®³·¬·»²¼± ¯«» «²¿­ ³·­³¿­
´»§»­ ­·®ª¿² ¿ ¿´ ¾·»² ¼» ´¿ ­±½·»¼¿¼ô ­·² ¼»­º¿­»­ »²¬®» ´»§ § ®»¿´·¼¿¼ò ß­3 ­» »¨°´·½¿ ¯«» «²¿­ ³·­³¿­ ´»§»­ ¸¿§¿²
°±¼·¼± ¼«®¿® ­·¹´±­ô ­·² ²»½»­·¼¿¼ ¼» ½¿³¾·¿®´¿­ò
Û² ²«»­¬®¿ 7°±½¿ »­¬¿³±­ ¬¿² ¸¿¾·¬«¿¼±­ ¿ ´±­ ½¿³¾·±­ ¯«» ¿°»²¿­ °±¼»³±­ ¿°®»½·¿® »´ ª¿´±® ¼» ´¿ »­¬¿¾·´·¼¿¼ ¼»
´¿­ ´»§»­ò Í·² »³¾¿®¹± § ­·»³°®» ­·² »¨¿¹»®¿® �»´ ·²³±ª·´·­³± ²± º±®³¿ °¿®¬» ¼» ´¿ °®«¼»²½·¿ ¼»´ ¶«®·­¬¿ô ­·²± ³?­
¾·»² ¼» ­« ·³°®«¼»²½·¿óô ¯«» ´¿­ ´»§»­ ­»¿² »­¬¿¾´»­ »­ «² ¹®¿² ¾»²»º·½·± § ­«»´» ­»® ³«»­¬®¿ ¼» ­¿¾·¼«®3¿ »² ´±­ ´»¹·­´¿¼±®»­
§ »² ´±­ °«»¾´±­ò Hervada, Javier. 2002. aÏ«7 »­ »´ Ü»®»½¸±á Ô¿ ³±¼»®²¿ °®±°«»­¬¿ ¼»´ ®»¿´·­³± ¶«®3¼·½±ò
Pamplona, Colección Astrolabio, serie Derecho, Ediciones Universidad de Navarra S.A. ‒ EUNSA, pp. 127-129.
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Estudios Constitucionales

Ello supone en Colombia un grado de abstracción o de concreción respecto de
normas particulares, para darle integridad al conjunto del ordenamiento jurídico y
atribuirle al texto de la ley un significado concreto, coherente y útil, permitiendo
encausar este ordenamiento hacia la realización de los fines constitucionales70.  Por
tal motivo, la labor del juez no puede reducirse a una simple atribución mecánica de
los postulados generales, impersonales y abstractos consagrados en la ley a casos
concretos, pues se estarían desconociendo la complejidad y la singularidad de la
realidad social, la cual no puede ser abarcada por completo dentro del ordenamiento
positivo, cosa que ha tenido muy en cuenta la Corte Constitucional colombiana al
detenerse en casos que podrían ser nimios para muchos71, pero que  llevan implícita
la complejidad de la realidad social colombiana, como cuando tuteló los derechos de
una mujer contra su cónyuge, para que éste no vendiera la chalupa que le permitía,
después de viajes de más de ocho horas por el río Atrato, tener algún contacto con
la civilización, o cuando se presenta el despido injusto de mujeres embarazadas, como
muestra mínima ante cientos de ejemplos sobre el particular.

Por eso, para cumplir su propósito como elemento de regulación y transformación
social, la creación judicial de derecho debe contar también con la suficiente flexibilidad
para adecuarse a realidades y necesidades sociales cambiantes.  Por lo tanto, no se
puede dar a la doctrina judicial un carácter tan obligatorio, que con ello se sacrifiquen
otros valores y principios constitucionalmente protegidos, o que petrifique el derecho
hasta el  punto de impedirle responder a las necesidades sociales.

Este asunto se ha analizado ampliamente, tanto en la jurisprudencia como por la
doctrina, especialmente por el profesor Diego Eduardo López Medina, quien ha dicho
que, en efecto, el artículo 23 del Decreto Ley 2067 de 1991 disponía de manera
rotunda que �ø´÷¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ »²«²½·¿¼¿ »² ́ ¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ́ ¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô
³·»²¬®¿­ ²± ­»¿ ³±¼·º·½¿¼¿ °±® 7­¬¿ô ­»®? ½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® ±¾´·¹¿¬±®·± °¿®¿ ´¿­ ¿«¬±®·¼¿¼»­
§ ½±®®·¹» ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿� y, que “´¿ ®»¼¿½½·-² ¿°¿®»²¬»³»²¬» ½±²¬®¿¼·½¬±®·¿ ¼» »­¬¿ ²±®³¿
ø½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® ±¾´·¹¿¬±®·±÷ ­» »¨°´·½¿ °±® «² ¼±¾´» ³±¬·ª±æ °±® «² ´¿¼±ô ­¿´ª¿® »´ »­½±´´± ¯«»
®»°®»­»²¬¿ »´ ¿®¬3½«´± îíð ³»¼·¿²¬» »´ ½«¿´ô ¿´ ¶»®¿®¯«·¦¿® »´ ­·­¬»³¿ ¼» º«»²¬»­ô ­» ½±²­¿¹®¿
´¿ °±­·½·-² ¬®¿¼·½·±²¿´·­¬¿ ¼» ´¿ ´»§ ½±³± º«»²¬» °®·²½·°¿´ § ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ ¿°»²¿­ ½±³±
º«»²¬» ¿«¨·´·¿®ò Ð±® »´´± ´¿ ²±®³¿ ­» ª» ±¾´·¹¿¼¿ ¿ ¿½»°¬¿®ô ¿«²¯«» ­»¿ ¼» ¾±½¿ô ¬¿´ °®·³¿½3¿ò
Ò± ±¾­¬¿²¬»ô ¿¹®»¹¿ô ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ­»®? �±¾´·¹¿¬±®·¿�ô ½±² ´± ½«¿´ ¾«­½¿ ±¬±®¹¿®
«² ²«»ª± ª¿´±® ¼»²¬®± ¼»´ ­·­¬»³¿ ¼» º«»²¬»­ ¿ ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Û­¬»
½±³°®±³·­± »²¼»¾´» ²± ®»½·¾·- ¬¿³°±½± »´ ¾»²»°´?½·¬± ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô ¯«·»² »²
»º»½¬± ¼»½´¿®- ·²»¨»¯«·¾´» ´¿ »¨°®»­·-² �±¾´·¹¿¬±®·¿� ¼»´ ¿®¬3½«´±ò Û­¬¿ ·²»¨»¯«·¾·´·¼¿¼ º«» «²
º«»®¬» ¹±´°» ¿´ ·²¬»®·±® ¼» ´¿ Ý±®¬» ¿ ´¿ ¬»­·­ ®»º±®³·­¬¿ ­»¹&² ´¿ ½«¿´ § ½±² º«²¼¿³»²¬± »² »´
¿®¬3½«´± îíô »®¿ °±­·¾´» ³»¼·¿²¬» ­»²¬»²½·¿­ ¼» ¬«¬»´¿ ø§ ²± &²·½¿³»²¬» ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼
¿¾­¬®¿½¬¿÷ «²¿ ³±¼·º·½¿½·-² ®¿¼·½¿´ ¼»´ ­·­¬»³¿ ¼» º«»²¬»­ ¼»´ Ü»®»½¸±�72ò

Hernán Alejandro Olano García

70 La realidad social es regulada por la ley y en este sentido es la vida social la que se adapta a la ley; pero,
por otra parte, esta regulación debe hacerse de manera que la vida social se desarrolle de acuerdo con
su estado y sus condiciones. Hervada, Javier, Op. cit., p. 129.

71 Ciertamente en Colombia los casos de tutela no son de poca monta, pues muchas veces la vida o la
subsistencia de una persona depende del resultado de un fallo que proteja sus derechos fundamentales.

72 López Medina, Diego. 2000. Û´ ¼»®»½¸± ¼» ´±­ ¶«»½»­æ ±¾´·¹¿¬±®·»¼¿¼ ¼»´ °®»½»¼»²¬» ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô
¿²?´·­·­ ¼» ­»²¬»²½·¿­ § ´3²»¿­ ¶«®·­°®«¼»²½·¿´»­ § ¬»±®3¿ ¼»´ ¼»®»½¸±ò Bogotá, D.C., Ediciones Uniandes
y Editorial LEGIS, pp. 17 y 18.
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Estudios Constitucionales

De ahí se derivan la importancia del papel del juez como un agente racionalizador73

e integrador del derecho dentro del Estado colombiano, donde las sentencias de este
Juez Constitucional han llevado a que la interpretación de la autonomía judicial resulte
armónica con la igualdad frente a la ley y con la igualdad de trato por parte de las
autoridades, concibiéndose esa interpretación como una prerrogativa constitucional
que les permite a los jueces realizar la igualdad material mediante la ponderación de
un amplio espectro de elementos tanto fácticos como jurídicos74, que han tratado de
ser uniformes a lo largo de estos años, salvo cuando se han presentado diferencias
entre las Salas de Revisión de Tutela y se ha tenido que acudir a la Sala Plena de la
Corte Constitucional75 para que esta emita º¿´´±­ ¼» Ë²·º·½¿½·-²76, los cuales buscan
garantizar los siguientes altos ±¾¶»¬·ª±­:

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

73 “Û´ º«²¼¿³»²¬± ¼» ´¿ »¯«·¼¿¼ ®»­·¼» »² ¯«» ´¿­ ´»§»­ ­» ¸¿² ¼» »²¬»²¼»® ½±³± ®»¹´¿­ ®¿¦±²¿¾´»­ò Û­¬¿ »­ «²¿
½¿®¿½¬»®3­¬·½¿ ¾?­·½¿ ¼» ½«¿²¬± ­» ®»º·»®» ¿ ´¿ ´»§ô ¿ ­« ¿°´·½¿½·-² § ¿´ «­± ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­æ ¸¿§ ¯«» ­»® ®¿¦±²¿¾´»­ò
Ð±® »­±  «²± ¼» ´±­ ®¿­¹±­ ³?­ ²»½»­¿®·±­ °¿®¿ »´ ¶«®·­¬¿ »­ »´ ¼» ¬»²»® ­»²¬·¼± ½±³&²ò Ð±¼®3¿ ¼»½·®­» ¯«» »´ ¿®¬» ¼»´
¶«®·­¬¿ »­ »´ ¿®¬» ¼»´ ­»²¬·¼± ½±³&² ¿°´·½¿¼± ¿ ´¿­ ½«»­¬·±²»­ ´»¹¿´»­ § ¼» ¶«­¬·½·¿ò Ð±® »­± ²± »­ ¼» »¨¬®¿/¿® ¯«» »²
¬·»³°±­ ®»ª«»´¬±­ °¿®¿ ´¿ Ë²·ª»®­·¼¿¼ô ´±­ »­¬«¼·¿²¬»­ ¼» ¼»®»½¸± ­» ¼·­¬·²¹¿² �°±® ´± ¹»²»®¿´ô ­·»³°®» ¸¿§ »¨½»°½·±²»­
°±® ­«­ °±­·½·±²»­ »¯«·´·¾®¿¼¿­ § ­»¿² °±½± ¼¿¼±­ ¿ ´±­ »¨¬®»³·­³±­å ­«»´»² ­»® ¾¿­¬¿²¬» ®¿¦±²¿¾´»­ § ¬»²»® »´
­«º·½·»²¬» ­»²¬·¼± ½±³&² ½±³± °¿®¿ ²± ¼»¶¿®­» ¿®®¿­¬®¿® ¸¿½·¿ °±­¬«®¿­ ·´«­±®·¿­ ± ¼»­³»¼·¼¿­ò Û´ ¿®¬» ¯«» »­¬?²
¿°®»²¼·»²¼± ´»­ »²­»/¿ ¯«» »² ´¿ ª·¼¿ ­±½·¿´ ¸¿§ ¯«» ±¾®¿® ­»¹&² ®¿¦-² § ½±² ³»­«®¿ô ½±² ®¿½·±²¿¾·´·¼¿¼òòò
òòò Í·² ´´»¹¿® ¿´ ½¿­± »¨¬®»³± ¼» ¬»²»® ¯«» ®±³°»® ´¿ ¾¿®¿¶¿ô »´ ¶«®·­¬¿ ­·»³°®» ¼»¾» ·²¬»®°®»¬¿® ´¿ ´»§ ®¿½·±²¿´³»²¬»ô
­»¹&² ´± ¯«» »­ ®¿½·±²¿´ § ´± ¯«» ®»­«´¬¿ ®¿¦±²¿¾´» »² ½¿¼¿ ³±³»²¬±ô °®»½·­¿³»²¬» °±®¯«» ¿­3 ´± »¨·¹» ´¿ 3²¬·³¿
3²¼±´» ®¿½·±²¿´ ¼» ´¿­ ´»§»­ò Ð±® »­±ô »´ ·²¬7®°®»¬» ¼» ´¿ ´»§ ²± ³·®¿ ­-´± ¿ 7­¬¿ô º·¶¿ ¬¿³¾·7² ­« ³·®¿¼¿ »² ´¿ ®»¿´·¼¿¼
­±½·¿´ § »² ´¿­ ½·®½«²­¬¿²½·¿­ ¼»´ ½¿­± ½±²½®»¬± § ¿°´·½¿ ®¿¦±²¿¾´»³»²¬» ´¿ ´»§ ¿´ ½¿­±ò Ü» ¿¸3 ¯«» ½«¿²¼± ´¿ ´»§
°®±¼«½» »º»½¬±­ ²±½·ª±­ »² «² ½¿­± ½±²½®»¬±ô ¿½«¼» ¿ ´¿ »¯«·¼¿¼ò Ô±­ ¶«®·­¬¿­ ­±² ¹»²¬» ®¿¦±²¿¾´» § ­«°±²»² ­·»³°®»
¯«» »´ ´»¹·­´¿¼±® ´± »­ ø§ ­· ²± ´± »­ô °®±½«®¿² ¸¿½»®´» ®¿¦±²¿¾´»ô °±®¯«» ¿²¬»­ »­¬? »´ ¾·»² ¼» ´¿­ °»®­±²¿­ § ¼» ´¿
­±½·»¼¿¼ ¯«» »´ ½¿°®·½¸± ¼»´ ´»¹·­´¿¼±®÷ò
�ß¸ô ­» ³» ±´ª·¼¿¾¿ÿ ß­3 ½±³± ´¿ ¿½¬·¬«¼ ¼» ¼¿® °®·³¿½3¿ ¿ ´¿ ª±´«²¬¿¼ ­» ´´¿³¿ ª±´«²¬¿®·­³± ½«¿²¼± ­» »´»ª¿ ¿
¬»±®3¿ô ¿ ´¿ ¿½¬·¬«¼ ¼» ½±³°±®¬¿®­» ®¿½·±²¿´³»²¬»ô ­· ­» ¸¿½» ¼» »´´± «²¿ ¬»±®3¿ô ­» ´» ´´¿³¿ ·²¬»´»½¬«¿´·­³±ò� Hervada,
Javier, Op. cit., pp. 135-142.

74 Según la Corte Constitucional, en la Sentencia C-836 de 2001, no ocurre así con la fuerza normativa de
la doctrina dictada por la Corte Suprema de Justicia, la cual proviene (1) de la autoridad otorgada
constitucionalmente al órgano encargado de establecerla y de su función como órgano encargado de
unificar la jurisprudencia ordinaria; (2) de la obligación de los jueces de materializar la igualdad frente a
la ley y de igualdad de trato por parte de las autoridades; (3) del principio de la buena fe, entendida como
confianza legítima en la conducta de las autoridades del Estado; (4) del carácter decantado de la interpretación
del ordenamiento jurídico que dicha autoridad ha construido, confrontándola continuamente con la realidad
social que pretende regular.
Este último fundamento de autoridad de las decisiones de la Corte Suprema, muestra por qué la norma
dispone que la doctrina probable está constituida por un número plural de decisiones judiciales (tres
decisiones uniformes sobre un mismo punto de derecho).  Precisamente para permitir que la Corte Suprema,
al confrontar reiteradamente la doctrina judicial con un conjunto más o menos amplio de situaciones
sociales concretas, pueda formular adecuadamente el alcance de los principios que fundamentan su
decisión.  Aun así, dada la complejidad de la realidad social, tres decisiones en un mismo sentido pueden
no ser suficientes para dar certeza a los jueces respecto del alcance de los principios formulados, y de ahí
que la doctrina dictada por la Corte como juez de casación, sobre un mismo punto de derecho, se repute
probable. Sin embargo, el carácter probable de la doctrina no debe interpretarse como una facultad
omnímoda para desconocer las interpretaciones del ordenamiento jurídico hechas por la Corte Suprema.

75 En el proceso D-043 de la Corte Constitucional, ésta se hizo la siguiente pregunta:
�Ð«»­ ¾·»²ô aÝ-³± ­» ´±¹®¿ »²¬±²½»­ ´¿ «²·¼¿¼ ¼» «² ±®¼»²¿³·»²¬± ¶«®3¼·½±á
Ô¿ ®»­°«»­¬¿ »­ ½´¿®¿ò Ó»¼·¿²¬» ´¿ «²·º·½¿½·-² ¼» ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ò
Û² »º»½¬±ô ­· ½¿¼¿ ¶«»¦ô ¿´ ³±³»²¬± ¼» ·²¬»®°®»¬¿® ´¿ ´»§ô ´» ½±²º·»®» »² ­«­ ­»²¬»²½·¿­ «² ­»²¬·¼± ¼·º»®»²¬» ¿ «²¿
³·­³¿ ²±®³¿ô ­·² ¯«» »´ °®±°·± ±®¼»²¿³·»²¬± ½±²­¿¹®» ³»½¿²·­³±­ ±®·»²¬¿¼±­ ¿ ¬¿´ «²·º·½¿½·-²ô ¸¿¾®? ½¿±­ô
·²»­¬¿¾·´·¼¿¼ » ·²­»¹«®·¼¿¼ò Ô¿­ °»®­±²¿­ ²± °±¼®?² ­¿¾»®ô »² «² ³±³»²¬± ¼¿¼±ô ½«?´ »­ »´ ¼»®»½¸± ¯«» ®·¹» »² «² °¿3­ò
Ô«»¹± »­ ·²¼·­°»²­¿¾´» °¿®¿ »´ ²±®³¿´ º«²½·±²¿³·»²¬± ¼»´ ­·­¬»³¿ ¶«®3¼·½± ¶»®?®¯«·½± § &²·½± »´ »­¬¿¾´»½·³·»²¬± ¼»
³»½¿²·­³±­ ¯«» °»®³·¬¿² ½±²º»®·®´» «²·º±®³·¼¿¼ ¿ ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ò

76 CORTE CONSTITUCIONAL. Reglamento. ß®¬3½«´± ëìóßò Î»ª·­·-² °±® ´¿ Í¿´¿ Ð´»²¿. Cuando a juicio de la
Sala Plena, por solicitud de cualquier magistrado, un proceso de tutela dé lugar a un fallo de unificación
de jurisprudencia o la trascendencia del tema amerite su estudio por todos los magistrados, se dispondrá
que la sentencia correspondiente sea proferida por la Sala Plena.
En tal evento, el magistrado ponente registrará en la Secretaría el proyecto de fallo respectivo y se procederá
a cumplir el mismo trámite previsto por el artículo 53 del Reglamento de la Corporación para el cambio
de jurisprudencia, en materia de sentencias de revisión de tutela. (Acuerdo 01 de 31 de octubre de 1996).
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a. Asegurar la efectividad de los derechos y colaborar así en la realización de la
justicia material -artículo 2° Superior-.

b. Procurar exactitud.
c. Conferir confianza y credibilidad de la sociedad civil en el Estado, a partir del

principio de la buena fe de los jueces -artículo 83 Superior-.
d. Unificar la interpretación razonable y disminuir la arbitrariedad.
e. Permitir estabilidad.
f. Otorgar seguridad jurídica materialmente justa.
g. Llenar el vacío generado por la ausencia de mecanismos tutelares contra

providencias judiciales.

Sin embargo, vale la pena indicar que las Sentencias de Unificación (SU), pese a
su nombre no han contado con el sano propósito de unificar eventuales discrepancias
entre la jurisprudencia proferida por las diversas salas de revisión de tutela en la Corte.
Sin embargo, a la luz de un estudio sobre el particular77, sí reflejan fallos de alguna
trascendencia, ya que la decisión de llevar un proyecto de sentencia ante la Sala Plena,
por solicitud de algún magistrado, puede deberse a la necesidad de unificar la
jurisprudencia, a que éste representa un posible cambio de jurisprudencia o a que,
como dice el artículo 34 del Decreto 2591 de 1991, “´¿ ¬®¿­½»²¼»²½·¿ ¼»´ ¬»³¿ ¿³»®·¬»
­« »­¬«¼·± °±® ¬±¼±­ ´±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­”78.

Por otro lado, cabe señalar que cuando se trata de cumplir79 fallos simples de tutela
(T), e incluso, Sentencias de Unificación (SU), el valor de sus efectos es ·²¬»® °¿®¬»­, es
decir que sólo surtirán efectos en el caso concreto y deberán éstas ser comunicadas
inmediatamente al juez o tribunal competente de primera instancia, el cual notificará
la sentencia de la Corte a las partes y adoptará las decisiones necesarias para adecuar
su fallo a lo dispuesto por ésta, según el artículo 36 del decreto-Ley 2591 de 1991,
sin que haya obstado para la existencia de varias cláusulas en la Corte Constitucional,
que de acuerdo con las inquietudes de los magistrados, se incorporaron a sus decisiones.

Hernán Alejandro Olano García

77 Cfr. Rodolfo Arango y Juliana Lemaitre. 2002. Ö«®·­°®«¼»²½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ­±¾®» »´ ¼»®»½¸± ¿´ ³3²·³±
ª·¬¿´ò  Estudios Ocasionales CIJUS, Facultad de Derecho, Universidad de los Andes, Bogotá, D.C., p. 58.

78 Del estudio citado en la nota anterior, se extracta que del análisis de la labor unificadora de las sentencias
SU no se puede observar en todos los casos un desarrollo jurisprudencial innovador que de origen a líneas
más o menos definidas, pues, las sentencias de este tipo, en muchos casos, se limitan a aplicar precedentes
existentes a casos considerados de gran importancia, (por ejemplo la Sentencia SU-250 /98, M.P., Dr.
Alejandro Martínez Caballero, en la que simplemente se aplica doctrina previamente sentada por la Corte
sobre improcedencia de la tutela para obtener el reintegro de una persona a un puesto de trabajo
determinado),  y en otros casos, limitan la posibilidad de utilizar las sentencias SU como precedentes
judiciales de amplio espectro de utilización, (por ejemplo la Sentencia SU-225/98, M.P., Dr. Eduardo
Cifuentes Muñoz, en la que solicita una vacunación contra la meningitis por parte de padres de familia en
un hogar comunitario).

79 COLOMBIA. COMISIÓN ESPECIAL LEGISLATIVA. Decreto-Ley 2591 de 1991 (noviembre 19).
ß®¬3½«´± ëîò Ü»­¿½¿¬±ò La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente
Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios
mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiese señalado una consecuencia jurídica distinta
y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.
La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior
jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción.
ß®¬3½«´± ëíò Í¿²½·±²»­ °»²¿´»­ò El que incumpla el fallo de tutela o el juez que incumpla las funciones
que le son propias de conformidad con este Decreto incurrirá, según el caso, en fraude a resolución judicial,
prevaricato por omisión o en las sanciones penales a que hubiere lugar.
También incurrirá en la responsabilidad penal a que hubiere lugar quien repita la acción o la omisión que
motivó la tutela concedida mediante fallo ejecutoriado en proceso en el cual haya sido parte.
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ÔßÍ ÝÔ_ËÍËÔßÍ ÜÛ Ôß ÝÑÎÌÛæ

¿ò Ô¿ Ý´?«­«´¿ ß²¹¿®·¬¿æ
Antes de dejarse en firme esta disposición, el Magistrado Ciro Angarita Barón,

abanderado de la corriente reformista de la Corte, luego de discutir en la parte motiva
de la sentencia los fundamentos de derecho, incluía dentro de las decisiones de
tutela80 una fórmula sacramental, conocida como la ÝÔ_ËÍËÔß ßÒÙßÎ×Ìß; un ejemplo
de ella, sobre protección del hábeas data, se expresaba del siguiente tenor:

“Û² ¬±¼±­ ¿¯«»´´±­ ½¿­±­ ­·³·´¿®»­ ¿´ °®»­»²¬» °±® ­«­ ¸»½¸±­ ± ½·®½«²­¬¿²½·¿­ô ­·»³°®»
¯«» ¸¿§¿² ±½«®®·¼± ¿¾«­±­ ± ·²¬®±³·­·±²»­ ¿®¾·¬®¿®·¿­ ± ·´»¹¿´»­ »² ´¿ ®»½±´»½½·-²ô
¿´³¿½»²¿³·»²¬±ô ¬®¿¬¿³·»²¬±ô «­± § ¼·ª«´¹¿½·-² ²± ¿«¬±®·¦¿¼¿ »¨°®»­¿³»²¬» ¼» ¼¿¬±­
°»®­±²¿´»­ô °±® ½«¿´¯«·»® ³»¼·± ± ¬»½²±´±¹3¿ô ¯«» ¿³»²¿½»² ª«´²»®¿® ´¿ ·²¬·³·¼¿¼ §
´·¾»®¬¿¼ ·²º±®³?¬·½¿ ¼» ´¿ °»®­±²¿ô ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ »²«²½·¿¼¿ ¬»²¼®? ÝßÎ_ÝÌÛÎ
ÑÞÔ×ÙßÌÑÎ×Ñ °¿®¿ ´¿­ ¿«¬±®·¼¿¼»­ô »² ´±­ ¬7®³·²±­ ¼»´ ¿®¬3½«´± îí ¼»´ ¼»½®»¬± îðêé ¼»
ïççï�ò (las negrillas son del texto)81.

¾ò Ô¿ Ý´?«­«´¿ Í¿²3²æ
También existió durante el primer año de la Corte Constitucional la llamada

ÝÔ_ËÍËÔß ÍßÒSÒ, que exigía a las autoridades judiciales informar a la Corte
Constitucional acerca del cumplimiento de sus fallos de revisión, una vez fuesen
conocidos por las partes en primera o única instancia. Un ejemplo lo encontramos,
entre otros, en la parte final de la Sentencia T-453 de 1992, actuando como legislador
positivo:

�ÌÛÎÝÛÎÑòó Ð±® Í»½®»¬¿®3¿ Ù»²»®¿´ ­» ¼¿®? ½«³°´·³·»²¬± ¿´ ¿®¬3½«´± íê ¼»´ Ü»½®»¬± îëçï
¼» ïççï § »´ Ö«»¦ ¼» ·²­¬¿²½·¿ ª»´¿®? °±® ´¿ »¶»½«½·-² ¼» »­¬¿ ­»²¬»²½·¿ò�82

Un ejemplo, con redacción más extensa del mismo Magistrado, lo encontramos
en la Sentencia T-591 de 1992:

�ÍÛÙËÒÜÑæ ÑÎÜÛÒßÎ ¿´ Ð®±½«®¿¼±® Ù»²»®¿´ ¼» ´¿ Ò¿½·-²ô °¿®¿ ¯«» ¼»²¬®± ¼» «² ¬7®³·²±
¼» ¬®»·²¬¿ øíð÷ ¼3¿­ ¸?¾·´»­ ­·¹«·»²¬»­ ¿ ´¿ ½±³«²·½¿½·-² ¼» ´¿ °®»­»²¬» ­»²¬»²½·¿ô °®±½«®»
´¿ ¼»º·²·½·-² ¼» ´¿ ­·¬«¿½·-² ¼·­½·°´·²¿®·¿ ¼»´ ¼±½¬±® ßÔÊßÎÑ ÓÑÒÝßÜß Ô×ÆßÎßÆËô
ø»¨°»¼·»²¬» ²&³»®± ðïïóïïêèéì ½±®®»­°±²¼·»²¬» ¿´ °®±½»­± ¯«» ¿¼»´¿²¬¿ ´¿ Ð®±½«®¿¼«®3¿
Ü»´»¹¿¼¿ °¿®¿ ´¿ Ê·¹·´¿²½·¿ Ö«¼·½·¿´÷ô § »² ¬±¼± ½¿­±ô ¼»º·²¿ ­· °®»­»²¬¿ ½¿®¹±­ ½±²¬®¿ 7´
± ²±å ¿­3 ³·­³±ô ®»¯«·»®¿ ¿´ Ö«¦¹¿¼± ïë ¼» ×²­¬®«½½·-² Ý®·³·²¿´ ¼» Ý&½«¬¿ô ½±² »´ ±¾¶»¬±
¼» ¯«» ¿¹·´·½» § ¼»½·¼¿ °®±²¬¿³»²¬»ô ¼»²¬®± ¼» ´±­ ¬®»·²¬¿ øíð÷ ¼3¿­ ¸?¾·´»­ ­·¹«·»²¬»­ô ´¿
­·¬«¿½·-² ¼»´ ¼±½¬±® ßÔÊßÎÑ ÓÑÒÝßÜß Ô×ÆßÎßÆË »² ´¿ ·²ª»­¬·¹¿½·-² °»²¿´ ²&³»®±
èïê ¼±²¼» ¿°¿®»½» ·³°´·½¿¼±ò Ì¿´»­ ·²º±®³»­ ¼»¾»®?² ­»® ®»³·¬·¼±­ ¿´ Ý±²­»¶± ¼»
Û­¬¿¼± °¿®¿ ¯«» 7­¬»ô »² ½±²­·¼»®¿½·-² ¿ »´´±­ô ®»­«»´ª¿ ´± ¯«» ­»¿ ´»¹¿´ ¼»²¬®± ¼»
«² ¬7®³·²± ®¿¦±²¿¾´»å ¬¿³¾·7² ·²º±®³¿®? ¿ »­¬¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´�83ò

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

80 Sobre el particular, ver a título de ejemplo las sentencias T-406 de 1992 y T-414 de 1992 de la Corte
Constitucional, Sala Primera de Revisión.

81 Según Diego López, “Ø¿­¬¿ »² »­¬» ¹»­¬± ¼·¿½®3¬·½± ­» ²±¬¿ ´¿ ¾¿¬¿´´¿ »² ¬±®²± ¿´ ª¿´±® ¼» ´¿­ º«»²¬»­ »² ¯«» ­»
»²½«»²¬®¿ ß²¹¿®·¬¿ô § ½±² 7´ô ´¿ Ý±®¬»ò Ò-¬»­» ¬¿³¾·7² ´¿ ¸?¾·´ «¬·´·¦¿½·-² ¼»´ ¿®¬3½«´± îíæ ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´
¬·»²» ½¿®?½¬»® ±¾´·¹¿¬±®·±ô ­» ¼·½»ô °»®± ­» ±³·¬» »´ ¿¼¶»¬·ª± �¿«¨·´·¿®� ¯«» ¬¿³¾·7² º·¹«®¿ »² ¼·½¸¿ ²±®³¿ò� Véase
López Medina, Diego Eduardo, Op. cit., p. 18.

82 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-453 de 1992, M.P. Dr. Jaime Sanín Greiffenstein. En: www.noti.net
83 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-591 de 1992, M.P. Dr. Jaime Sanín Greiffenstein. En: www.noti.net
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Aunque más curioso, es que el mismo Magistrado Sanín, hubiese redactado el
texto de una rectificación buscando la protección del derecho al buen nombre de una
persona, como en el fallo T-480 de 199284:

ÐÎ×ÓÛÎÑòó ÍÛ ÝÑÒÚ×ÎÓß ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼·½¬¿¼¿ »´ ïé ¼» º»¾®»®± ¼» »­¬» ¿/± °±® ´¿ Í¿´¿
¼» Ü»½·­·-² Ð»²¿´ ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Í«°»®·±® ¼»´ Ü·­¬®·¬± Ö«¼·½·¿´ ¼» Þ±¹±¬? »² ´¿ ¿½½·-² ¼» ¬«¬»´¿
°®±°«»­¬¿ °±® »´ ­»/±® ÛÒÎ×ÏËÛ ÓßÔÜÑÒßÜÑ ÍßÒÌÑÍ  ½±²¬®¿ »´ °»®·-¼·½± þÝÔßÓÑÎþô
-®¹¿²± ¼» »¨°®»­·-² ¼» ´¿ Ý»²¬®¿´ Ý±±°»®¿¬·ª¿ ¼» Ý®7¼·¬± § Ü»­¿®®±´´± Í±½·¿´
øÝÑÑÐÜÛÍßÎÎÑÔÔÑ÷ò

ÍÛÙËÒÜÑòó ÍÛ ÑÎÜÛÒß  ¿´ °»®·-¼·½± ³»²½·±²¿¼± ¯«» »² ­« °®-¨·³¿ »¼·½·-²ô »² ­«
°®·³»®¿ °?¹·²¿ § »² ´¿ ³·­³¿ º±®³¿ ¼»­¬¿½¿¼¿ ½±³± ­» ¸·½·»®±² ´¿­ °«¾´·½¿½·±²»­
¿²¬»½»¼»²¬»­ô °«¾´·¯«» »´ ­·¹«·»²¬» ¬»¨¬±ò

þÝÛÍßÒ ÐÎÑÝÛÜ×Ó×ÛÒÌÑ ÝÑÒÌÎß
ÛÒÎ×ÏËÛ ÓßÔÜÑÒßÜÑ ÍßÒÌÑÍ

þÛ² ´¿ »²¬®»¹¿ Ò±ò íí ¼» ¶«²·± ¼» ïçèçô »­¬» °»®·-¼·½± ·²º±®³- ¿ ­«­ ´»½¬±®»­ ¯«» »´ ­»/±®
Û²®·¯«» Ó¿´¼±²¿¼± Í¿²¬±­ ¸¿¾3¿ ­·¼± ¼»²«²½·¿¼± °±® ´±­ ¼»´·¬±­ ¼» ½¿´«³²·¿ » ·²¶«®·¿
°±® »´ ­»/±® ß¼®·¿²± Ð®·»¬± Ý7­°»¼»­ò

þÐ±­¬»®·±®³»²¬»ô »² ²«»­¬®¿ »¼·½·-² Ò±ò íê ¼» ­»°¬·»³¾®» ¼»´ ³·­³± ¿/±ô ·²º±®³¿³±­
¯«» ½±²¬®¿ ¼·½¸± ­»/±® ­» ¸¿¾3¿² ¼·½¬¿¼± ³»¼·¼¿­ ¼» ¿­»¹«®¿³·»²¬±ô ¼»²¬®± ¼»´ °®±½»­± ¼·½¸±ò

þØ±§ô ½±² ·¹«¿´ ½®·¬»®·±ô ·²º±®³¿³±­ ¯«» »´ ¶«¦¹¿¼± ¼» ½±²±½·³·»²¬±ô ¯«» ´± º«» »´ Ì»®½»®±
Ð»²¿´ Ó«²·½·°¿´ ¼» Þ±¹±¬?ô ±®¼»²- ½»­¿® ¬±¼± °®±½»¼·³·»²¬± »² ½±²¬®¿ ¼»´ ­»/±® Ó¿´¼±²¿¼±ô
°±® »²½±²¬®¿® ¯«» ²± ­» ½±²º·¹«®- «² ¸»½¸± °«²·¾´» »² ®¿¦-² ¼» ´¿ ½±²¼«½¬¿ ¼»²«²½·¿¼¿òþ

Hasta aquí entonces, los diferentes tipos de Defensa de la Constitución colombiana,
antes de entrar en firme a la categorización de las sentencias de la Corte Constitucional.

III. LAS SENTENCIAS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

Desde que la Sala Plena de la Corte Constitucional expidió la Sentencia C-109 de
1995 con ponencia del Magistrado Alejandro Martínez Caballero, éste fue estudiando
los diferentes tipos de sentencias de la Corporación, lo cual amplificó en un preciso
estudio presentado en la III Conferencia de Justicia Constitucional Iberoamericana,
España y Portugal85, titulada �Ì·°±­ ¼» Í»²¬»²½·¿­ »² »´ Ý±²¬®±´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼» ´¿­ Ô»§»­æ

84 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-480 de 1992, M.P. Dr. Jaime Sanín Greiffenstein. En: www.noti.net
85 Publicada, entre otras, en: Î»ª·­¬¿ ¼» ´¿ ß½¿¼»³·¿ Ý±´±³¾·¿²¿ ¼» Ö«®·­°®«¼»²½·¿ ý íïê, Bogotá, D.C., junio de

2000, pp. 86-108; Revista Ì«¬»´¿ de Editorial LEGIS, Bogotá, D.C., agosto de 2000, pp. 1719-1734; Ö«®·­¼·½½·-²
Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ »² Ý±´±³¾·¿ óÔ¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ïççîóîðððô Î»¿´·¼¿¼»­ § Ð»®­°»½¬·ª¿­ò Edición de la Corte
Constitucional y del Consejo Superior de la Judicatura, con el apoyo de la Escuela Judicial "Rodrigo Lara
Bonilla" y de la Fundación "Konrad Adenauer", Bogotá, D.C., febrero de 2001, pp. 383 a 408; etc. También
pueden verse resúmenes en: Sanín Restrepo, Ricardo. Ô·¾»®¬¿¼ § Ö«­¬·½·¿ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Colección Portable
# 3. Academia Colombiana de Jurisprudencia. Bogotá, D.C., 2004, pp. 163 a 167, (el autor señala que el
resumen sobre la ponencia del doctor Martínez Caballero, fue elaborado por el estudiante Daniel Patrón
Pérez, de la Facultad de Derecho de la Universidad Sergio Arboleda). Otro resumen en: Henao Hidrón,
Javier. Ü»®»½¸± Ð®±½»­¿´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ð®±¬»½½·-² ¼» ´±­ Ü»®»½¸±­ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´»­ò Editorial TEMIS,
Bogotá, D.C., 2003, pp. 111 a 113, etc.

Hernán Alejandro Olano García
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Ô¿ »¨°»®·»²½·¿ ½±´±³¾·¿²¿�, basándose para la creación de esta clasificación en la
doctrina italiana retomada en otros países, distinguiendo dos aspectos esenciales: la
modulación de los efectos de los fallos y las sentencias interpretativas, como una
práctica arraigada en el derecho procesal constitucional colombiano, tal y como la
Corte lo reconoció en la citada Sentencia C-109 de 1995, en la que rescató la brillante
tradición jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia colombiana en este campo,
la cual, mucho antes de que entraran en funcionamiento los tribunales constitucionales
europeos, y cuando ejercía el papel de guarda de la integridad y supremacía de la
Constitución de 1886, expidió sentencias condicionales o interpretativas86, que se
mantuvieron como tradición a lo largo del siglo XX.

Para el profesor Humberto Nogueira Alcalá87, las sentencias de un tribunal o de
una corte constitucional son actos procesales que ponen término a un proceso, por
parte de un órgano colegiado que constituye la instancia suprema constitucional,
pero, según Monroy Cabra88, la definición es más simple, pues para él, la sentencia
constitucional es el acto procesal con el cual culmina el proceso constitucional. Además,
es la forma como los Tribunales Constitucionales interpretan la Constitución,
considerándose la sentencia constitucional por la doctrina moderna, como fuente del
derecho.

Por ejemplo, explicando el contenido de la sentencia constitucional, el profesor
Humberto Sierra Porto ha dicho que �´¿ °±­·½·-² ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ »² »´ ­·­¬»³¿
¼» º«»²¬»­ »­ ¼» ¹®¿² ·³°±®¬¿²½·¿ °¿®¿ ¼»¬»®³·²¿® »´ ¹®¿¼± ¼» ½·®½«´¿½·-² ¼» ´±­ °±¼»®»­
°&¾´·½±­ ¿ ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô »² »­¬» °«²¬± ´¿ ¼±½¬®·²¿ °¿®»½» ±®·»²¬¿®­»
¿ ­·¬«¿® ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ »² «² ´«¹¿® ·²¬»®³»¼·± »²¬®» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² § ´¿ ´»§
ø½«¿²¼± »² ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ­» ·²¬»®°®»¬¿² ½±²­¬·¬«½·±²¿´³»²¬» ´¿­ ´»§»­÷ô »² ¬±¼± ½¿­± ²± »­ «²
´«¹¿® ·²º»®·±® ¿´ ¯«» ±½«°¿² ´¿­ ´»§»­ò

Û´ º«²¼¿³»²¬± ¼» »­¬¿ °±­·½·-² °®·ª·´»¹·¿¼¿ »­ ½±²­»½«»²½·¿ ¼» ´¿ »¨·­¬»²½·¿ ³·­³¿ ¼» ´¿
¶«­¬·½·¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´æ ´¿ ¶«­¬·½·¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ »²½«»²¬®¿ ­« º«²¼¿³»²¬± »² ´¿ ½¿¼»²¿
·²·²¬»®®«³°·¼¿ ¼» ®¿¦±²¿³·»²¬±­ ´-¹·½±­ ̄ «» ½±²¼«½»² ¼» ´¿ ¿º·®³¿½·-² ¼»´ °±¼»® ½±²­¬·¬«§»²¬»
¿ ´¿ »¨·­¬»²½·¿´ ¼» «²¿ Ý±²­¬·¬«½·-² § ¼» ´¿ ²»½»­¿®·¿ ­«°®»³¿½3¿ ¼» 7­¬¿ ­±¾®» ´±­ °±¼»®»­
½±²­¬·¬«·¼±­ò Û² »­¬» ­»²¬·¼± »´ Ì®·¾«²¿´ Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ø³»¼·¿²¬» ­«­ ¼»½·­·±²»­ô ´¿­ ­»²¬»²½·¿­÷
½±³± ¹¿®¿²¬» ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² º®»²¬» ¿ ´±­ ¼»³?­ °±¼»®»­ ½±²­¬·¬«·¼±­ô ¼»¾» »­¬¿® »² «²¿
°±­·½·-² ­«°»®·±® ¿´ ¼» »­¬±­ô ±ô °±® ´± ³»²±­ô ¼» ­«­ ¼»½·­·±²»­�89ò
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86 Ver, entre otros fallos de la Corte Suprema de Justicia: Sentencia del 2 de agosto de 1912, M.P., Dr. Alberto
Suárez Murillo en Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´. Tomo XXII, p. 5; Sentencia del 28 de julio de 1924, M.P., Dr. Luis R. Rosales
en Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´. Tomo XXXI, p. 53; Sentencia del 7 de octubre de 1936, M.P., Dr. Eduardo Zuleta Ángel
en Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´. Tomo XLIV, p. 8, etc., citados por Martínez Caballero, Alejandro. 2000. “Tipos de
Sentencias en el Control Constitucional de las Leyes: La experiencia colombiana” en: Î»ª·­¬¿ ¼» ´¿ ß½¿¼»³·¿
Ý±´±³¾·¿²¿ ¼» Ö«®·­°®«¼»²½·¿ ý íïê, Bogotá, D.C., junio de 2000, pp. 96-99.

87 Nogueira Alcalá, Humberto. 2001. Ý±²­·¼»®¿½·±²»­ ­±¾®» ´¿ ¬·°±´±¹3¿ § »º»½¬±­ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­
»³¿²¿¼¿­ ¼» ¬®·¾«²¿´»­ ± ½±®¬»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ Û²æ Ö«®·­¼·½½·-² Ý±²­¬·¬«½·±²¿  ́»² Ý±´±³¾·¿ óÔ¿ Ý±®¬»
Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ïççîóîðððô Î»¿´·¼¿¼»­ § Ð»®­°»½¬·ª¿­ò Edición de la Corte Constitucional y del Consejo
Superior de la Judicatura, con el apoyo de la Escuela Judicial "Rodrigo Lara Bonilla" y de la Fundación
"Konrad Adenauer", Bogotá, D.C., febrero de 2001, pp. 369 a 382.

88 Monroy Cabra, Marco Gerardo. Ô¿ ×²¬»®°®»¬¿½·-² Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ediciones Librería del Profesional,
Bogotá, D.C., 2002, p. 22.

89 Í·»®®¿ Ð±®¬±ô Ø«³¾»®¬±ô ½·¬¿¼± ­·² ®»º»®»²½·¿ ½±®®»½¬¿ °±® Ó±²®±§ Ý¿¾®¿ô Ó¿®½± Ù»®¿®¼±ô Ñ°ò ½·¬òô °°ò îî § îíò
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La clasificación colombiana, yo complemento con los estudios de los doctores
Alejandro Martínez Caballero, y Diego Eduardo López Medina90, nos lleva a organizarlas
de la siguiente manera :

1. Modulaciones que afectan el contenido:
a. Sentencias interpretativas o condicionales o de acogimiento.
b. Sentencias integradoras o aditivas.
c. Sentencias sustitutivas.
d. Sentencias apelativas o exhortativas.

2. Modulaciones relativas al efecto temporal:
a. Sentencias de inconstitucionalidad retroactiva o »¨ ¬«²½ò
b. Sentencias con efecto °®± º«¬«®± o »¨ ²«²½ò
c. Sentencias de inconstitucionalidad diferida o de constitucionalidad temporal.

3. Modulaciones de Û´ Ü»®»½¸± ¼» ´±­ Ö«»½»­æ
a. Sentencias fundadoras de línea.
b. Sentencias hito.
c. Sentencias confirmadoras de principio.

4. Otros modelos sin modulación:
a. Sentencias de control concreto de constitucionalidad.
b. Sentencias declarativas de inconstitucionalidad.

Veamos ahora cada una de las clasificaciones:

¤ Ó±¼«´¿½·±²»­ ¯«» ¿º»½¬¿² »´ ½±²¬»²·¼±æ
Í»²¬»²½·¿­ ·²¬»®°®»¬¿¬·ª¿­ ± ½±²¼·½·±²¿´»­ ± ¼» ¿½±¹·³·»²¬±91ò En este tipo de

decisiones, la Corte restringe el alcance normativo de la disposición acusada, ya sea
limitando su aplicación, ya sea limitando sus efectos. Estas sentencias interpretativas
suponen entonces que se expulsa una interpretación de la disposición, pero se
mantiene una eficacia normativa de la misma. Es de lejos la técnica más usual. Ejemplo,
sentencia C-702 de 1999 de la Corte Constitucional, Magistrado Ponente, doctor
Fabio Morón Díaz.

Í»²¬»²½·¿­ ·²¬»¹®¿¼±®¿­ ± ¿¼·¬·ª¿­ò Son aquellas que declaran la ilegitimidad
constitucional de la previsión omitida que debería haber sido prevista por la ley. En
estas sentencias, la Corte no anula la disposición acusada, pero le agrega un contenido
que la hace constitucional. En estos casos, el tribunal constitucional constata, en el
fondo, una omisión legislativa, puesto que la regulación es inconstitucional, no por
lo que expresamente ordena sino debido a que su regulación es insuficiente, al no
haber previsto determinados aspectos, que eran necesarios para que la normatividad
se adecuara a la Constitución92. Doctrinantes como Gaspar Caballero Sierra93, han
entendido que las decisiones aditivas, al igual que las sustitutivas (él dice “substitutivas”),

90 Cfr. López Medina, Diego Eduardo, Op. cit., pp. 67 a 69.
91 Ésta última es la denominación que les da el Tribunal Constitucional italiano.
92 Sobre el particular, ver, por ejemplo, las Sentencias C-109 de 1995 y C-690 de 1996 de la Corte Constitucional.
93 Caballero Sierra, Gaspar. “Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ § ´»¹·­´¿¼±®æ ½±²¬®¿®·±­ ± ½±³°´»³»²¬¿®·±­”, publicado en:

Ö«®·­¼·½½·-² Ý±²­¬·¬«½·±²¿  ́»² Ý±´±³¾·¿ óÔ¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ïççîóîðððô Î»¿´·¼¿¼»­ § Ð»®­°»½¬·ª¿­ò
Edición de la Corte Constitucional y del Consejo Superior de la Judicatura, con el apoyo de la Escuela Judicial
"Rodrigo Lara Bonilla" y de la Fundación "Konrad Adenauer", Bogotá, D.C., febrero de 2001.
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conforman dos partes diferentes: una inexequibilidad de la norma legal impugnada
y otra reconstructiva, con lo que la Corte procede a dotar a esa misma disposición de
un contenido diferente de conformidad con los principios constitucionales. También
se da el caso de leyes incompletas que han servido de criterio para que la Corte
Constitucional en su labor de examen de las disposiciones impugnadas, las adecue
a través de sus sentencias a los principios y valores de la Carta, en cierta forma
integrándolas o incluso, modificándolas, en lo que algunos han denominado, su
actividad “paralegislativa”.

Í»²¬»²½·¿­ ­«­¬·¬«¬·ª¿­ò Hacen referencia a aquellos eventos en donde la Corte
expulsa del ordenamiento una disposición acusada, y sustituye el vacío normativo
por una regulación específica, que tiene raigambre constitucional directa. En cierta
medida, estas sentencias son una combinación de  sentencia de inconstitucionalidad
y sentencia integradora, ya que anulan el precepto acusado a través del fallo de
inexequibilidad, con lo cual generan un vacío de regulación, que se llena por medio
de un nuevo mandato que la sentencia adiciona o integra al ordenamiento94. Ü»½·­·±²»­
½±³± »­¬¿­ ¸¿² °´¿²¬»¿¼± »´ °®±¾´»³¿ ¼» ´¿ ´»¹·¬·³¿½·-² ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ °¿®¿
´´»²¿® ª¿½3±­ ²±®³¿¬·ª±­ô ¯«» »² °®·²½·°·± ¼»¾»®3¿² ½±®®»­°±²¼»® ¿´ ´»¹·­´¿¼±® °»®± ¯«» °±®
·³°»®¿¬·ª± ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼»¾» ¿¯«7´´¿ ­«¾­¿²¿® ½±³± »­°»½·º·½¿¼±®¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ô °«»­¬±
¯«» »´ ½±²¬®±´ ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼»¾» »­¬¿® ­·»³°®» ­«¶»¬± ¿´ »­°3®·¬« § ¿ ´±­ ª¿´±®»­ ­«°®»³±­
¼» ´¿ Ý¿®¬¿, según Caballero Sierra95.

Í»²¬»²½·¿­ ¿°»´¿¬·ª¿­ ± »¨¸±®¬¿¬·ª¿­ò Son el resultado de la constatación de
situaciones aun constitucionales, donde se hace una apelación al legislador para alterar
la situación dentro de un plazo expresamente determinado por la Corte, con la
consecuencia adicional que si ello no ocurre, el Tribunal aplicará directamente el
mandato constitucional en el futuro, pudiendo determinar la nulidad de la norma
jurídica respectiva.

¤ Ó±¼«´¿½·±²»­ ®»´¿¬·ª¿­ ¿´ »º»½¬± ¬»³°±®¿´æ
Í»²¬»²½·¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ®»¬®±¿½¬·ª¿ ± »¨ ¬«²½ò La Corte puede modular

los efectos temporales de su decisión y, en casos excepcionales puede retrotraer los
efectos de las sentencias a situaciones consolidadas durante la vigencia de la norma
declarada inconstitucional96. Estos fallos pueden producir ciertos problemas de
seguridad jurídica al afectar situaciones jurídicas y derechos adquiridos.

Í»²¬»²½·¿­ ½±² »º»½¬± °®± º«¬«®± ± »¨ ²«²½ò Siguiendo el modelo kelseniano o
austriaco, las decisiones de inexequibilidad pueden tener efecto °®± º«¬«®±, e implican

El cumplimiento de los fallos de tutela de
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94 En la Sentencia C-113 de 1993, cuando la Corte estudió el artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, declaró
la inconstitucionalidad de ese artículo, al considerar que la ley no podía regular los efectos de los fallos
del tribunal constitucional, pues esa era una atribución propia de la Constitución o, en su defecto, de la
misma Corte Constitucional. Se estableció además un contenido sustituto para la norma, puesto que señaló
que, conforme a la Constitución, correspondía exclusivamente a la propia Corte fijar libremente los efectos
de sus fallos.

95 Caballero Sierra, Gaspar. Op. cit., p. 415.
96 Se presentó un caso que tuvo luego grandes consecuencias y es que la Corte declaró inexequible la norma

que obligaba a suscribir unos Bonos de Seguridad Ciudadana, conocidos como los “Bonos de Guerra” y
el Estado tuvo que devolver a los contribuyentes lo aportado, avocándose una nueva reforma tributaria.
Este es el precio de la relación entre la Corte Constitucional y el legislador, que resulta más compleja de
lo que se deriva de la simple definición de sus funciones como un legislador negativo, o como un sustituto
positivo del legislador, como lo afirma el doctor Gaspar Caballero Sierra en su estudio citado, pp. 409 a 426.
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que apenas es notificada la sentencia, la disposición sale del ordenamiento pero no
modifica las situaciones consolidadas durante la vigencia de la norma acusada97.

Í»²¬»²½·¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼·º»®·¼¿ ± ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¬»³°±®¿´ò
En estos casos, la Corte ha constatado la inconstitucionalidad de una regulación, pero
se ha abstenido de anularla, pues ha considerado que el vacío normativo genera una
situación muy compleja, por lo cual es necesario que el Legislador corrija la situación98.

¤ Ó±¼«´¿½·±²»­ ¼» Û´ Ü»®»½¸± ¼» ´±­ Ö«»½»­:
Í»²¬»²½·¿­ º«²¼¿¼±®¿­ ¼» ´3²»¿ò Ù»²»®¿´³»²¬» ­±² º¿´´±­ °®±º»®·¼±­ »² ´±­ ¿/±­ çïó

çî99ô »² ´±­ ¯«» ´¿ Ý±®¬» ¿°®±ª»½¸¿ ­«­ °®·³»®¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ®»ª·­·-² °¿®¿ ¸¿½»® »²7®¹·½¿­
§ ³«§ ¿³°´·¿­ ·²¬»®°®»¬¿½·±²»­ ¼» ¼»®»½¸±­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ò Í±² ­»²¬»²½·¿­ «­«¿´³»²¬» ³«§
°®»¬»²­·±­¿­ »² ³¿¬»®·¿ ¼±½¬®·²¿®·¿ § »² ´¿­ ¯«» ­» ¸¿½»² ¹®¿²¼»­ ®»½«»²¬±­ ¼» ´±­ °®·²½·°·±­
§ ®»¹´¿­ ®»´¿½·±²¿¼±­ ½±² »´ ¬»³¿ ¾¿¶± »­¬«¼·±ò Í±²ô °±® ­«­ °®±°-­·¬±­ô ­»²¬»²½·¿­ »®«¼·¬¿­ô
¿ ª»½»­ ¿³°«´±­¿­ § ½¿­· ­·»³°®» ´¿®¹¿­ô ®»¼¿½¬¿¼¿­ »² ´± ¯«» Ô´»©»´´§² ´´¿³¿¾¿ ¹®¿²¼ ­¬§´»ò
Í» ¿°±§¿¾¿² »² »´ ª¿½3± ¶«®·­°®«¼»²½·¿´ »¨·­¬»²¬» °¿®¿ ½±²­¿¹®¿® ª·­·±²»­ ®»º±®³·­¬¿­ ¼» ´¿
­±½·»¼¿¼ ½±´±³¾·¿²¿ò ß´¹«²¿­ ¼» »­¬¿­ ­»²¬»²½·¿­ ½±²­¿¹®¿¾¿²ô »² ½±²­»½«»²½·¿ô °±­·½·±²»­
«¬-°·½¿­ » ·²½´«­± ½±²¬®¿ó­·­¬7³·½¿­ò Í« »²»®¹3¿ °±´3¬·½¿ ­» ¼»®·ª¿¾¿ ¼» ´¿ ®»º«²¼¿½·-²
½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼» ïççïô »² «²¿ 7°±½¿ ¬»³°®¿²¿ »² ¯«» ´¿ »²»®¹3¿ ¼» ´¿ ²«»ª¿ ½®»¿½·-² °±´3¬·½¿
¬±¼¿ª3¿ ½±®®3¿ ¬«³«´¬«±­¿ °±® ´±­ ½3®½«´±­ °±´3¬·½±­ò Ý±² º®»½«»²½·¿ ¼»­½±²½»®¬¿²¬» »­¬¿­
­»²¬»²½·¿­ °®±ª·»²»² ¼» ´¿ °´«³¿ ¼» Ý·®± ß²¹¿®·¬¿ô »´ ³¿¹·­¬®¿¼± ¯«» ³»¶±® ­» ·¼»²¬·º·½¿ ½±²
»´ °¿¬¸±­ ¼» ®»²±ª¿½·-² ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ ¼»´ çïò Ô¿­ ½¿®¿½¬»®3­¬·½¿­ ¼» »­¬¿­ ­»²¬»²½·¿­ô °±® ±¬®¿
°¿®¬»ô ¸¿½»² ¯«» »­¬7² °´¿¹¿¼¿­ ¼» ¼·½¬¿ § ¯«»ô ¼»¾·¼± ¿ ­« »²»®¹3¿ ®»º±®³·­¬¿ô »¨°®»­»²
¾¿´¿²½»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ­·² ª±½¿½·-² ¼» °»®³¿²»²½·¿ ¼»²¬®± ¼» ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ò Û­¬¿­ ¼±­
½¿®¿½¬»®3­¬·½¿­ ¸¿½»² ¯«» »­¬¿­ ­»²¬»²½·¿­ ­»¿² ¼±½«³»²¬±­ ¼» ´¿ ³¿§±® ·³°±®¬¿²½·¿ °»®± ¯«»
²± ½±²¬»²¹¿²ô »² ´¿ ³¿§±®3¿ ¼» ´±­ ½¿­±­ô ´±­ ¾¿´¿²½»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ¿½¬«¿´³»²¬» ª·¹»²¬»­ò

Í»²¬»²½·¿­ ¸·¬±ò Í±² ¿¯«7´´¿­ »² ´¿­ ¯«» ´¿ Ý±®¬» ¬®¿¬¿ ¼» ¼»º·²·® ½±² ¿«¬±®·¼¿¼ «²¿ ­«¾ó
®»¹´¿ ¼» ¼»®»½¸± ½±²­¬·¬«½·±²¿´100ò Û­¬¿­ ­»²¬»²½·¿­ô «­«¿´³»²¬»ô ±®·¹·²¿² ½¿³¾·±­ ± ¹·®±­

97 Según el artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, inciso 2º, los fallos de la Corte sólo tendrán efecto hacia el futuro,
salvo para garantizar el principio de favorabilidad en materias penal, policiva y disciplinaria y en el caso previsto en
el artículo 149 de la Constitución.

98 Esto ocurrió particularmente al expedirse la Sentencia C-700 de 1999 que anuló en su totalidad el sistema UPAC para
la financiación de vivienda, por cuanto la regulación correspondía al legislador y había sido expedida por el Ejecutivo.
En el caso particular colombiano, según Gaspar Caballero Sierra, en su artículo citado, página 414, existen deberes
de protección que van más allá de la protección general del ciudadano, tales como el bien jurídico de la vida, que
exigen determinadas obligaciones de mejora por parte del legislador y que éste no ha realizado por lo que la Corte
Constitucional en los casos que deba actuar necesariamente tiene que acudir a nuevos parámetros decisorios, no
frente a regulaciones excesivas, sino frente a regulaciones insuficientes y a veces inexistentes por parte del legislador.

99 Este período es un error de Diego López, ya que la Corte Constitucional fue instalada el 17 de febrero de 1992 por
el Presidente César Gaviria, así hubiese sido creada con la Constitución de 1991. La primera Sentencia expedida (T
001 de 1992), data del 3 de abril de dicho año y tuvo como ponente al Magistrado José Gregorio Hernández Galindo.

100 Ô¿­ ­«¾®»¹´¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ son formulaciones que permiten aplicar el derecho abstracto a un caso concreto a
través de reglas jurídicas prescriptivas, generales y abstractas. Por ejemplo, cuando un juez concede la tutela de un
pensionado de la tercera edad y ordena el pago inmediato de las mesadas, el juez está aplicando una subregla, ya que
está tomando el texto constitucional, que es muy general, y aplicándolo a una situación concreta. En este caso, según
el Estudio Ocasional del CIJUS de la Universidad de los Andes, ya citado, página 23, el juez aplica una subregla creada
por la Corte Constitucional, según la cual, de lo derechos fundamentales  la vida y la dignidad, se desprende que:
þÐ®±½»¼» ´¿ ¬«¬»´¿ °¿®¿ °®±¬»¹»® »  ́¼»®»½¸± º«²¼¿³»²¬¿  ́¿´ ³3²·³± ª·¬¿´ ½«¿²¼± ¸¿§ ³±®¿ »² »´ °¿¹± ¼» °»²­·±²»­ ¿ «²¿ °»®­±²¿
¼» ́ ¿ ¬»®½»®¿ »¼¿¼ § ²± ­» ¸¿ °®±¾¿¼± ¯«» ¬»²¹¿ ±¬®±­ ³»¼·±­ °¿®¿ ­«¾­·­¬·®þò Así, la función de las subreglas en la jurisdicción
constitucional es permitir que el juez de tutela proteja los derechos fundamentales de una manera uniforme, sin violar
el derecho a la igualdad. Así, para que cada pensionado que alega que la mora en el pago de las mesadas viola sus
derechos fundamentales, reciba el mismo tratamiento de las cortes, estas deben aplicar la misma subregla. La subregla
tiene valor de precedente y puede y debe ser aplicada en casos similares, tanto por la misma Corte Constitucional como
por los demás jueces de tutela.
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¼»²¬®± ¼» ´¿ ´3²»¿ò Û­¬¿­ ª¿®·¿½·±²»­ ­» ´±¹®¿² ³»¼·¿²¬» ¬7½²·½¿­ ´»¹3¬·³¿­ »² ´¿­ ¯«» ­» ­«¾®¿§¿
´¿ ·³°±®¬¿²½·¿ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿æ ½¿³¾·± ¶«®·­°®«¼»²½·¿´ô «²·º·½¿½·-² ¶«®·­°®«¼»²½·¿´ô ¼·­¬·²½·-²
¼» ½¿­±­ô ¼·­¬·²½·-² »²¬®» ®¿¬·± § ±¾·¬»®ô § ±¬®¿­ ¬7½²·½¿­ ¿²?´±¹¿­ò Í±²ô «­«¿´³»²¬»ô ­»²¬»²½·¿­
¿³°´·¿³»²¬» ¼»¾¿¬·¼¿­ ¿´ ·²¬»®·±® ¼» ´¿ Ý±®¬» § »­ ³?­ °®±¾¿¾´» ¯«» ­«­½·¬»² ­¿´ª¿³»²¬±­ ±
¿½´¿®¿½·±²»­ ¼» ª±¬± °±® °¿®¬» ¼» ³¿¹·­¬®¿¼±­ ¼·­·¼»²¬»­ò Ô¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» «²·º·½¿½·-² øÍË÷
«­«¿´ô °»®± ²± ²»½»­¿®·¿³»²¬»ô ­±² ­»²¬»²½·¿­ ¸·¬±ò Û­ ·³°±®¬¿²¬» ²±¬¿®ô ·¹«¿´³»²¬»ô ¯«» ´¿­
­»²¬»²½·¿­ ÍË ²± ­±²ô ¿ °®·±®·ô »­¬®«½¬«®¿´³»²¬» ³?­ ·³°±®¬¿²¬»­ ¯«» ­»²¬»²½·¿­ ²±®³¿´»­
¼» ®»ª·­·-² øÌó÷ ¼»²¬®± ¼» ´¿ ´3²»¿ò Û´ °»­± »­¬®«½¬«®¿´ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼»²¬®± ¼» ´¿ ´3²»¿ ¬·»²»
¯«» ­»® ¿°®»½·¿¼± »² ½±²½®»¬± °±® »´ ·²ª»­¬·¹¿¼±®ò

Í»²¬»²½·¿­ ½±²º·®³¿¼±®¿­ ¼» °®·²½·°·±ò Í±² ¿¯«»´´¿­ ¯«» ­» ª»² ¿ ­3 ³·­³¿­ ½±³±
°«®¿­ § ­·³°´»­ ¿°´·½¿½·±²»­ô ¿ «² ½¿­± ²«»ª±ô ¼»´ °®·²½·°·± ± ®¿¬·± ½±²¬»²·¼± »² «²¿ ­»²¬»²½·¿
¿²¬»®·±®ò Ý±² »­¬» ¬·°± ¼» ­»²¬»²½·¿­ ´± ¶«»½»­ ¼»­½¿®¹¿² ­« ¼»¾»® ¼» ±¾»¼·»²½·¿ ¿´ °®»½»¼»²¬»ò
Ô¿ ³¿§±® °¿®¬» ¼» ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬» ­±² ¼» »­¬» ¬·°±ô ³·»²¬®¿­ ¯«» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¸·¬± ±
´¿­ ­»²¬»²½·¿­ º«²¼¿¼±®¿­ ¼» ´3²»¿ ½±²­¬·¬«§»² «²¿ °®±°±®½·-² ®»´¿¬·ª¿³»²¬» ³«§ °»¯«»/¿
¼»´ ¬±¬¿´ ¼» ´¿ ³¿­¿ ¼»½·­·±²¿´ò

¤ Ñ¬®±­ ³±¼»´±­ ­·² ³±¼«´¿½·-²æ
Í»²¬»²½·¿­ ¼» ½±²¬®±´ ½±²½®»¬± ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ò Según Nogueira Alcalá,

ya citado101, los tribunales constitucionales que conocen del control concreto de
constitucionalidad a través de cuestiones o de recursos específicos, así como los
demás órganos de la estructura del Estado, quedan vinculados por las sentencias de
la Corte desde que tienen conocimiento de tal decisión y las partes desde que son
notificadas del respectivo fallo. En el caso de las sentencias sobre cuestiones de
inconstitucionalidad, tienen valor de cosa juzgada, vinculan a todos los poderes
públicos y tienen efectos generales. A su vez, las sentencias desestimatorias de
inconstitucionalidad en control concreto impiden cualquier planteamiento ulterior por
la misma vía fundado en la infracción del mismo precepto constitucional.

Í»²¬»²½·¿­ ¼»½´¿®¿¬·ª¿­ ¼» ·²½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ò Esta técnica se usa para declarar
el precepto legal como inconstitucional, o declarar la incompatibilidad de la norma
con la Carta Fundamental, sin determinar la razón de la anulación de dicha norma, lo
que otorga al legislador la oportunidad de modificar la norma declarada inconstitucional,
manteniendo abierta la posibilidad de que éste configure la norma libremente dentro
de los parámetros constitucionales, como ocurre en Alemania.

El profesor Nogueira Alcalá102 dice que las razones por las cuales una Corte o
Tribunal Constitucional sólo declara la incompatibilidad de una norma con la Constitución,
puede deberse a varias razones, con las cuales, nos estamos adelantando al capítulo
de interpretación constitucional:

a. Si se declara la nulidad de la disposición legal por inconstitucionalidad, podría
dejarse sin fundamento jurídico prestaciones laborales, o de seguridad social
o remuneraciones, si dichas disposiciones legales constituyen la columna
vertebral de dicha legislación;

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

101 Nogueira Alcalá, Humberto, pp. 374-375.
102 Nogueira Alcalá, Humberto, p. 376.
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b. Cuando se produjere un caso en que la nulidad de la ley generare una situación
que es más incompatible con el ordenamiento constitucional que su permanencia;

c. Cuando el Tribunal desea conservar la facultad de legislador para configurar algunas
alternativas constitucionales viables con legislación complementaria, que permitiría
superar la situación de actual vicio de constitucionalidad del precepto legal;

d. Cuando hay cambio significativo de la valoración jurídico-constitucional de la posición
del Tribunal Constitucional, a través de sus últimas sentencias sobre la materia.

IV. LA COSA JUZGADA EN COLOMBIA

La guarda de la cosa juzgada constitucional, ha sido cuidadosamente vigilada por
la Corte Constitucional colombiana, desde aquel fallo, el C-543 de 1992, en el cual
expresó que �øÛ÷´ º·² °®·³±®¼·¿´ ¼» »­¬» °®·²½·°·± ®¿¼·½¿ »² ·³°»¼·® ¯«» ´¿ ¼»½·­·-² »² º·®³»
­»¿ ±¾¶»¬± ¼» ²«»ª¿ ®»ª·­·-² ± ¼»¾¿¬»ô ± ¼» ·²­¬¿²½·¿­ ¿¼·½·±²¿´»­ ¿ ´¿­ §¿ ½«³°´·¼¿­ô ± ¯«»
­» ®»¿¾®¿ »´ ½¿­± ¶«¼·½·¿´ ¼·´«½·¼¿¼± ³»¼·¿²¬» »´ º¿´´± ¯«» ®»ª·­¬» »­» ½¿®?½¬»®ô ½±² ¬±¬¿´
·²¼»°»²¼»²½·¿ ¼» ­« ­»²¬·¼± ± ¿´½¿²½»­ô ¼±¬¿²¼± ¼» »­¬¿¾·´·¼¿¼ § ½»®¬»¦¿ ´¿­ ®»´¿½·±²»­ ¶«®3¼·½¿­
§ ¼»¶¿²¼± »­°¿½·± ´·¾®» °¿®¿ ¯«» ²«»ª±­ ¿­«²¬±­ °¿­»² ¿ ­»® ª»²¬·´¿¼±­ »² ´±­ »­¬®¿¼±­
¶«¼·½·¿´»­�103.

La Corte Constitucional, años más tarde, desarrolló su teoría sobre la Cosa Juzgada,
en la Sentencia SU-640 de 1998104, donde interpretó así el valor de esa institución:

a. Que el carácter normativo de la Constitución se traduce en que la Corte
Constitucional es el máximo y auténtico intérprete de la Constitución; y,

b. Que la función de la Corte se mueve en el campo de la interpretación.

Después, el Magistrado Cifuentes explicó que: “Ô¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­
¼» ´¿ Ý±®¬» ­-´± »­ ´¿ ½±²­»½«»²½·¿ ·²»¨±®¿¾´» § °«²¬«¿´ ¼» ´¿­ ®¿¦±²»­ § ½®·¬»®·±­ ¯«» »² »´´¿­
­» »¨°±²»² ­±¾®» »´ ½±²¬»²·¼± ± ¿´½¿²½» ¼» «² ¼»¬»®³·²¿¼± °®»½»°¬± ½±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ð±® »­±
´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô »² ´± ¯«» ­» ®»º·»®» ¿ ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» »¨»¯«·¾·´·¼¿¼ ± ·²»¨»¯«·¾·´·¼¿¼ô
¸¿ ­»/¿´¿¼± ¯«» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ­» »¨¬·»²¼» ¬¿³¾·7² »´ ¿®¹«³»²¬± ¯«» ­·®ª» ¼» ­«­¬»²¬±
·²¼«¾·¬¿¾´» ¿´ º¿´´± ¯«» ­» °®±²«²½·¿ò Ò± °±¼®3¿ ­»® ¼» ±¬®¿ ³¿²»®¿ò Û² ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ­»
½±²½®»¬¿ ´¿ ¼»½·­·-² ¼» ¼»½´¿®¿® «²¿ ¼·­°±­·½·-² ´»¹¿´ ½±³± ·²»¨»¯«·¾´» ± ¼» ®»ª±½¿® ± ½±²º·®³¿®
«²¿ ­»²¬»²½·¿ ¼» ¬«¬»´¿ô ¿´ °¿­± ¯«» »² ´¿ ³±¬·ª¿ ­» »¨°´·½·¬¿ ³»¼·¿²¬» ´¿ ¿½¬·ª·¼¿¼ ·²¬»®°®»¬¿¬·ª¿
´± ¯«» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² »º»½¬·ª¿³»²¬» ³¿²¼¿ « ±®¼»²¿ò

Û´ ·²¬»®®±¹¿²¬» ¿½»®½¿ ¼» ¯«7 °¿®¬» ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¸¿½» ¬®?²­·¬±
¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¸¿ ­·¼± ¿¾±®¼¿¼± »² ¼·­¬·²¬¿­ ±½¿­·±²»­ °±® »­¬¿ Ý±®°±®¿½·-²ò
Û² ´¿ ­»²¬»²½·¿ Ýóïíï ¼» ïççíô ÓòÐò ß´»¶¿²¼®± Ó¿®¬3²»¦ Ý¿¾¿´´»®±ô ­» »¨°®»­- ¯«» ²± ¬±¼±
´± º±®³«´¿¼± »² ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¿¼¯«·®3¿ »´ ½¿®?½¬»® ¼» ª·²½«´¿²¬»ô ¿«² ½«¿²¼±ô ½±²¬®¿®·¿³»²¬»
¿ ´± ­±­¬»²·¼± °±® »´ Ý±²­»¶± ¼» Û­¬¿¼±ô ­» »­¬¿¾´»½·- ¯«» ´¿ ±¾´·¹¿¬±®·»¼¿¼ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­
²± ­» ®»­¬®·²¹3¿ ¿ ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ò Ð¿®¿ »´ »º»½¬±ô ­» »¨°«­± ¯«» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ­» ³¿²·º»­¬¿¾¿
»² º±®³¿ »¨°´3½·¬¿ » ·³°´3½·¬¿ô »² ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¼»´ º¿´´± § »² ´¿ ®¿¬·± ¼»½·¼»²¼·ô
®»­°»½¬·ª¿³»²¬»æ

�íò Ï«7 °¿®¬» ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¬·»²»² ´¿ º«»®¦¿ ¼» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿á
�Ô¿ ®»­°«»­¬¿ »­ ¼±¾´» æ °±­»»² ¬¿´ ½¿®?½¬»® ¿´¹«²±­ ¿°¿®¬»­ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ »² º±®³¿

103 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-543 de 1992.
104 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-640 de 1998, M.P., Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.

Hernán Alejandro Olano García
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»¨°´3½·¬¿ § ±¬®±­ »² º±®³¿ ·³°´3½·¬¿ò
�Ð®·³»®±ô ¹±¦¿ ¼» ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ »¨°´3½·¬¿ ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ô °±® »¨°®»­¿
¼·­°±­·½·-² ¼»´ ¿®¬3½«´± îìí ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò
�Í»¹«²¼±ô ¹±¦¿ ¼» ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ·³°´3½·¬¿ ´±­ ½±²½»°¬±­ ¼» ´¿ °¿®¬» ³±¬·ª¿ ¯«» ¹«¿®¼»²
«²¿ «²·¼¿¼ ¼» ­»²¬·¼± ½±² »´ ¼·­°±­·¬·ª± ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ô ¼» ¬¿´ º±®³¿ ¯«» ²± ­» °«»¼¿
»²¬»²¼»® 7­¬» ­·² ´¿ ¿´«­·-² ¿ ¿¯«7´´±­ò
�Û² »º»½¬±ô ´¿ °¿®¬» ³±¬·ª¿ ¼» «²¿ ­»²¬»²½·¿ ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¬·»²» »² °®·²½·°·± »´
ª¿´±® ¯«» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ´» ¿­·¹²¿ ¿ ´¿ ¼±½¬®·²¿ »² »´ ·²½·­± ­»¹«²¼± ¼»´ ¿®¬3½«´± îíðæ
½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® ó ²± ±¾´·¹¿¬±®·± óô »­¬± »­ô »´´¿ ­» ½±²­·¼»®¿ ±¾·¬»® ¼·½¬¿ò
�Ü·­¬·²¬¿ ­«»®¬» ½±®®»² ´±­ º«²¼¿³»²¬±­ ½±²¬»²·¼±­ »² ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬»
Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¯«» ¹«¿®¼»² ®»´¿½·-² ¼·®»½¬¿ ½±² ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ô ¿­3 ½±³± ´±­ ¯«» ´¿
Ý±®°±®¿½·-² ³·­³¿ ·²¼·¯«»ô °«»­ ¬¿´»­ ¿®¹«³»²¬±­ô »² ´¿ ³»¼·¼¿ »² ¯«» ¬»²¹¿² «² ²»¨±
½¿«­¿´ ½±² ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ô ­±² ¬¿³¾·7² ±¾´·¹¿¬±®·±­ §ô »² »­¿­ ½±²¼·½·±²»­ô ¼»¾»² ­»®
±¾­»®ª¿¼±­ °±® ´¿­ ¿«¬±®·¼¿¼»­ § ½±®®·¹»² ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ò

�øòòò÷

�Í±² °«»­ ¼±­ ´±­ º«²¼¿³»²¬±­ ¼» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ·³°´3½·¬¿æ °®·³»®±ô »´ ¿®¬3½«´± îìï ¼»
´¿ Ý¿®¬¿ ´» ±®¼»²¿ ¿ ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ª»´¿® °±® ´¿ ¹«¿®¼¿ § ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-²ô ¯«» »­ ²±®³¿ ²±®³¿®«³ô ¼» ½±²º±®³·¼¿¼ ½±² »´ ¿®¬3½«´± ìp ·¼»³ò Û² »¶»®½·½·±
¼» ¬¿´ º«²½·-²ô ´¿ Ý±®¬» »¨°·¼» º¿´´±­ ½±² º«»®¦¿ ¼» ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô ¿´ ¬»²±®
¼»´ ¿®¬3½«´± îìí ­«°»®·±®ò Í»¹«²¼±ô ¼·½¸±­ º¿´´±­ ­±² »®¹¿ ±³²»­ô ­»¹&² ­» ¼»­°®»²¼» ¼»´
°®±°·± ¿®¬3½«´± îìí ½±²­¬·¬«½·±²¿´ò

�Ý±²­·¼»®¿® ´± ½±²¬®¿®·±ô »­¬± »­ô ¯«» &²·½¿³»²¬» ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¬·»²» º«»®¦¿ ¼» ½±­¿
¶«¦¹¿¼¿ô ­»®3¿ ¼»­½±²±½»® ¯«»ô ¿¼³·¬·»²¼± «²¿ ²±®³¿ ¼·º»®»²¬»­ ´»½¬«®¿­ô »´ ·²¬7®°®»¬» ­»
¿½±¶¿ ¿ ´± ¼·­°±­·¬·ª± ¼» «²¿ ­»²¬»²½·¿ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ » ·¹²±®» »´ ­»²¬·¼± ¯«»
´¿ Ý±®°±®¿½·-² ó ¹«¿®¼·¿²¿ ¼» ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ § ­«°®»³¿½3¿ ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ óô ´» ¸¿ ½±²º»®·¼±
¿ ¼·½¸¿ ²±®³¿ °¿®¿ »²½±²¬®¿®´¿ ½±²º±®³» ± ·²½±²º±®³» ½±² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò Û´´± ¼» °¿­±
¿¬»²¬¿®3¿ ½±²¬®¿ ´¿ ­»¹«®·¼¿¼ ¶«®3¼·½¿ ¼»²¬®± ¼» «² ±®¼»²¿³·»²¬± ²±®³¿¬·ª± ¶»®?®¯«·½±ô
½±³± ½´¿®¿³»²¬» ´± »­ »´ ½±´±³¾·¿²± °±® ¼·­°±­·½·-² ¼»´ ¿®¬3½«´± ìp ­«°»®·±®�105ò

Esta posición ahora controvertida, había sido corroborada en la sentencia que
decidió sobre el proyecto de ley estatutaria de la administración de justicia106,  al hacer
referencia al artículo 48 del proyecto, que establecía que las sentencias de la Corte
Constitucional que se dictaran como resultado del examen de las normas legales -
bien fuera por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control
automático de constitucionalidad-, sólo serían de obligatorio cumplimiento y con
efecto »®¹¿ ±³²»­ en su parte resolutiva.

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

105 Importa señalar que en la misma sentencia se indicó que la mencionada concepción acerca de la cosa
juzgada - es decir, la diferenciación entre cosa juzgada explícita e implícita - se respaldaba en la tradición
jurídica del país, expresada en distintas sentencias de la Corte Suprema de Justicia y del propio Consejo
de Estado Para fundamentar este aserto, en la sentencia se remite a los siguientes fallos de la Corte Suprema
de Justicia: sentencia del 20 de octubre de 1916, M.P. Juan Méndez, Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´ N° 25, p. 250; sentencia
de julio 9 de 1928, Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´ N° 35, p. 550; sentencia de septiembre 17 de 1967, Ù¿½»¬¿ Ö«¼·½·¿´ N°
86, pp. 42 y 43. Asimismo se hace referencia al pronunciamiento del día 9 de septiembre de 1981, de la
Sección Primera del Consejo de Estado,  Consejero Ponente Jacobo Pérez Escobar.

106 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.
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El profesor Marco Gerardo Monroy Cabra, en su texto sobre Interpretación
Constitucional107, resume una clasificación de la Cosa Juzgada, extractada de varios
fal los de la Cor te Const itucional ,  la que hemos complementado:

¿ò Ý±­¿ Ö«¦¹¿¼¿ ß°¿®»²¬»ò Según la Corte se presenta cuando existe �òòò´¿ ¿¾­±´«¬¿
º¿´¬¿ ¼» ¬±¼¿ ®»º»®»²½·¿ô ¿&² ´¿ ³?­ ³3²·³¿ô ¿ ´¿­ ®¿¦±²»­ °±® ´¿­ ½«¿´»­ º«» ¼»½´¿®¿¼¿
´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» ´± ¿½«­¿¼±ô ´± ¯«» ½±²¼«½» ¿ ¯«» ´¿ ¼»½·­·-² °·»®¼¿ ´¿ º«»®¦¿
¶«®3¼·½¿ ²»½»­¿®·¿ °¿®¿ ·³°±²»®­» ½±³± ±¾´·¹¿¬±®·¿ »² ½¿­±­ «´¬»®·±®»­ »² ´±­ ½«¿´»­
­» ª«»´ª¿ ¿ °´¿²¬»¿® »´ ¿­«²¬± ¬¿² ­-´± ­«°«»­¬¿ § ²± ª»®¼¿¼»®¿³»²¬» ¼»¾¿¬·¼±�108.

¾ò Ý±­¿ Ö«¦¹¿¼¿ Ú±®³¿´ò Es la que se da �½«¿²¼± »¨·­¬» «²¿ ¼»½·­·-² °®»ª·¿ ¼»´ ¶«»¦
½±²­¬·¬«½·±²¿  ́»² ®»´¿½·-² ½±² ́ ¿ ³·­³¿ ²±®³¿ ̄ «» »­ ́ ´»ª¿¼¿ °±­¬»®·±®³»²¬» ¿ ­« »­¬«¼·±�109.

½ò Ý±­¿ Ö«¦¹¿¼¿ Ó¿¬»®·¿´ò Se presenta �½«¿²¼± ²± ­» ¬®¿¬¿ ¼» «²¿ ²±®³¿ ½±² ¬»¨¬±
²±®³¿¬·ª± »¨¿½¬¿³»²¬» ·¹«¿´ô »­ ¼»½·®ô º±®³¿´³»²¬» ·¹«¿´ô ­·²± ¼» «²¿ ¼·­°±­·½·-²
½«§±­ ½±²¬»²·¼±­ ²±®³¿¬·ª±­ ­±² ·¼7²¬·½±­ò Û´ º»²-³»²± ¼» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ±°»®¿ ¿­3
®»­°»½¬± ¼» ´±­ ½±²¬»²·¼±­ ¼» «²¿ ²±®³¿ ¶«®3¼·½¿�110.

¼ò Ý±­¿ Ö«¦¹¿¼¿ ß¾­±´«¬¿ò �½«¿²¼± »´ °®±²«²½·¿³·»²¬± ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¿ ¬®¿ª7­
¼»´ ½±²¬®±´ ¿¾­¬®¿½¬± ²± ­» »²½«»²¬®¿ ´·³·¬¿¼± °±® ´¿ °®±°·¿ ­»²¬»²½·¿�111.

»ò Ý±­¿ Ö«¦¹¿¼¿ Î»´¿¬·ª¿ò Según la Corte puede ser: 1) Û¨°´3½·¬¿ô �½«¿²¼± ´¿
¼·­°±­·½·-² »­ ¼»½´¿®¿¼¿ »¨»¯«·¾´» °»®±ô °±® ¼·ª»®­¿­ ®¿¦±²»­ô ´¿ Ý±®¬» ¸¿ ´·³·¬¿¼± ­«
»­½®«¬·²·± ¿ ´±­ ½¿®¹±­ ¼»´ ¿½¬±®ô § ¿«¬±®·¦¿ »²¬±²½»­ ¯«» ´¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¼» »­¿
³·­³¿ ²±®³¿ °«»¼¿ ­»® ²«»ª¿³»²¬» ®»»¨¿³·²¿¼¿ »² »´ º«¬«®±ò�112 2) ×³°´3½·¬¿ô que
se presenta cuando la Corte restringe en la parte motiva el alcance de la cosa
juzgada, aunque en la parte resolutiva no diga nada. Según la Corte, �»² ¬¿´
»ª»²¬± ²± »¨·­¬» »² ®»¿´·¼¿¼ «²¿ ½±²¬®¿¼·½½·-² »²¬®» ́ ¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ § ´¿ ¿®¹«³»²¬¿½·-²
­·²± «²¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ®»´¿¬·ª¿ ·³°´3½·¬¿ô °«»­ ´¿ Ý±®¬» ¼»½´¿®¿ »¨»¯«·¾´» ´¿ ²±®³¿ô
°»®± ¾¿¶± »´ »²¬»²¼·¼± ¯«» ­-´± ­» ¸¿² ¿²¿´·¦¿¼± ¼»¬»®³·²¿¼±­ ½¿®¹±­�113. Además
se presenta �½«¿²¼± » ¿²?´·­·­ ¼» ´¿ Ý±®¬» »­¬? ½´¿®¿³»²¬» ®»º»®·¼± ¿ «²¿ ²±®³¿ ¼»
´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ± ¿ «² ­±´± ¿­°»½¬± ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ô ­·² ²·²¹«²¿ ®»º»®»²½·¿ ¿
±¬®±­ ¯«» °«»¼»² ­»® ®»´»ª¿²¬»­ °¿®¿ ¼»º·²·® ­· ́ ¿ Ý¿®¬¿ Ð±´3¬·½¿ º«» ®»­°»¬¿¼¿ ± ª«´²»®¿¼¿�114ò

Además del referente a los distintos tipos de Cosa Juzgada, el profesor Diego
Eduardo López Medina, en su libro Û´ Ü»®»½¸± ¼» ´±­ Ö«»½»­ô menciona en relación
con las sentencias de constitucionalidad abstracta y con las sentencias de tutela, la
doctrina constitucional vigente para las mismas, en los siguientes términos:

¿ò Ü±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ª·¹»²¬» ­±¾®» »´ ª¿´±® ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼»
½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ ¿¾­¬®¿½¬¿æ
La Corte ha sido reiterativa en este punto a partir de la Sentencia C-113 de 1993 al

107 Monroy Cabra, Marco Gerardo, Op. cit., pp. 111-112.
108 Cfr. Entre otras, las Sentencias C-700 de 1999 y C-492 de 2000 de la Corte Constitucional.
109 Cfr. Entre otras, la Sentencia C-489 de 2000 de la Corte Constitucional.
110 Cfr. Entre otras, la Sentencia C-427 de 1996 de la Corte Constitucional.
111 Cfr. Entre otras, la Sentencia C-489 de 2000 de la Corte Constitucional.
112 Cfr. Entre otras, la Sentencia C-492 de 2000 de la Corte Constitucional.
113 Cfr. Entre otras, la Sentencia C-478 de 1998 de la Corte Constitucional.
114 Cfr. Entre otras, el Auto 131 de 2000 de la Corte Constitucional.
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fijar los efectos »®¹¿ ±³²»­ o de obligatorio cumplimiento de sus fallos, para sus
sentencias de constitucionalidad abstracta, así tengan éstas carácter de legislación
negativa115 o positiva, incluyendo a ciudadanos  autoridades públicas. Dicha
obligatoriedad, al decir del profesor López, ·²½´«§» ¿¸±®¿ ´¿­ ½±²¼·½·±²»­ ± ³±¼¿´·¼¿¼»­
·²¬»®°®»¬¿¬·ª¿­ ¾¿¶± ´¿­ ½«¿´»­ ­» »²¬·»²¼» ¯«» «²¿ ²±®³¿ ´»¹¿´ °«»¼» ­»® ¿°´·½¿¼¿ ­·² ª·±´¿®
´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò ß ¬±¼±­ »­¬±­ »´»³»²¬±­ ¯«» °±® ´± ¹»²»®¿´ ¿°¿®»½»² ¾¿¶± »´ ¿½?°·¬» þ¼»½·­·-²
¼» ´¿ Ý±®¬»þ ­» ´»­ ½±²±½» ½±³± ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ »¨°´3½·¬¿ò Pero también se ratificó la vieja
doctrina según la cual también son obligatorios aquellos apartes de las motivaciones
o consideraciones de la Corte, que al tenor de la misma Sentencia C-131 de 1993,
þ¹«¿®¼»² «²¿ «²·¼¿¼ ¼» ­»²¬·¼± ½±² »´ ¼·­°±­·¬·ª± ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿þ, lo que se ha llamado
½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ·³°´3½·¬¿116ò Ì¿´»­ ¿°¿®¬»­ ­±² ±¾´·¹¿¬±®·±­ »² ´±­ °®±½»­±­ ¼» ½±²­¬·¬«½·±²¿´·¼¿¼ô
³·»²¬®¿­ ¯«» »´ ®»­¬± ¼» ´¿ ³±¬·ª¿½·-² ­-´± ¬·»²» ª¿´±® ·²¼·½¿¬·ª± ± ¿«¨·´·¿®ô ¼» ½±²º±®³·¼¿¼
½±² »´ ¬®¿¼·½·±²¿´·­³± ¼» º«»²¬»­ò Ì¿´»­ ³±¬·ª¿½·±²»­ ·²¼·½¿¬·ª¿­ ± ¿«¨·´·¿®¿­ ­±² «­«¿´³»²¬»
¼»²±³·²¿¼¿­ ±¾·¬»® ¼·½¬«³ò Û² ½¿³¾·±ô ¿¯«»´´±­ ¿°¿®¬»­ ¯«» ­» ®»½«¾®»² ·³°´3½·¬¿³»²¬»
½±² »´ ª¿´±® ¼» ´¿ ½±­¿ ¶«¦¹¿¼¿ ½±²­¬·¬«§»² ´¿ ®¿¬·± ¼»½·¼»²¼· ¼»´ º¿´´±ô »­¬± »­ô ́ ¿­ ½±²­·¼»®¿½·±²»­
­·² ´¿­ ½«¿´»­ »´ º¿´´± ²± ¬»²¼®3¿ °´»²± ­·¹²·º·½¿¼± ¶«®3¼·½±þ117.

¾ò Ü±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ª·¹»²¬» ­±¾®» »´ ª¿´±® ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ¬«¬»´¿æ
La Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, dispuso en su

artículo 48 que þÔ¿­ ¼»½·­·±²»­ ¿¼±°¬¿¼¿­ »² »¶»®½·½·± ¼» ´¿ ¿½½·-² ¼» ¬«¬»´¿ ¬·»²»² ½¿®?½¬»®
±¾´·¹¿¬±®·± &²·½¿³»²¬» °¿®¿ ´¿­ °¿®¬»­ò Í« ³±¬·ª¿½·-² ­-´± ½±²­¬·¬«§» ½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® °¿®¿
´¿ ¿½¬·ª·¼¿¼ ¼» ´±­ ¶«»½»­þ118, pero, la Corte condicionó la interpretación del artículo en
una Sentencia que ahora es criterio recurrente de la Corporación para hacer valer sus
fallos ·²¬»® °¿®¬»­, como criterio que ha de unificar y orientar la interpretación de la
Constitución, en los siguientes términos:

þÐ±® ´± ¼»³?­ô ½¿¾» °«²¬«¿´·¦¿® ¯«» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¶«¼·½·¿´»­ ¿ ¬®¿ª7­ ¼» ´¿­ ½«¿´»­ ­»
¼»½·¼»² ¿½½·±²»­ ¼» ¬«¬»´¿ô ­-´± ¬·»²»² »º»½¬±­ »² ®»´¿½·-² ½±² ´¿­ °¿®¬»­ ¯«» ·²¬»®ª·»²»²
»² »´ °®±½»­±ò Í·² »³¾¿®¹±ô ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ¯«» ¼»º·²» »´ ½±²¬»²·¼± § ¿´½¿²½»
¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô ­»²¬¿¼¿ °±® ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô ½±² ±½¿­·-² ¼» ´¿
®»ª·­·-² ¼» ´±­ º¿´´±­ ¼» ¬«¬»´¿ ¬®¿­½·»²¼» ´¿­ ­·¬«¿½·±²»­ ½±²½®»¬¿­ ¯«» ´» ­·®ª»² ¼» ¾¿­» §
­» ½±²ª·»®¬» »² °¿«¬¿ ¯«» «²·º·½¿ § ±®·»²¬¿ ´¿ ·²¬»®°®»¬¿½·-² ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ò Û´ °®·²½·°·±
¼» ·²¼»°»²¼»²½·¿ ¶«¼·½·¿´ô ¬·»²» ̄ «» ¿®³±²·¦¿®­» ½±² »´ °®·²½·°·± ¼» ·¹«¿´¼¿¼ »² ´¿ ¿°´·½¿½·-²
¼»´ ¼»®»½¸±ô °«»­ô ¼» ´± ½±²¬®¿®·±ô ­» ½±®®» »´ ®·»­¹± ¼» ·²½«®®·® »² ¿®¾·¬®¿®·»¼¿¼ò Ô¿
¶«®·­°®«¼»²½·¿ ¼» ´±­ ¿´¬±­ -®¹¿²±­ ¶«®·­¼·½½·±²¿´»­ô °±® ³»¼·± ¼» ´¿ «²·º·½¿½·-² ¼±½¬®·²¿´ô
°»®­·¹«» ´¿ ®»¿´·¦¿½·-² ¼»´ °®·²½·°·± ¼» ·¹«¿´¼¿¼ò Ð±® ½±²­·¹«·»²¬»ô ­·² °»®¶«·½·± ¼» ´±
±¾­»®ª¿¼± ®»­°»½¬± ¼» ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô ´¿ »¨·¹·¾·´·¼¿¼ ¼»´ ­»¹«²¼± ²«³»®¿´ ¼»´
¿®¬3½«´± ìèô ­» ¼»½´¿®¿®? ¾¿¶± »´ »²¬»²¼·¼± ¼» ¯«» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ®»ª·­·-² ¼» ´¿ Ý±®¬»
Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô »² ´¿­ ¯«» ­» °®»½·­» »´ ½±²¬»²·¼± § ¿´½¿²½» ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ô
­·®ª»² ½±³± ½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® ¼» ´¿ ¿½¬·ª·¼¿¼ ¼» ´±­ ¶«»½»­ô °»®± ­· »­¬±­ ¼»½·¼»² ¿°¿®¬¿®­»
¼» ´¿ ´3²»¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿´ ¬®¿¦¿¼¿ »² »´´¿­ô ¼»¾»®?² ¶«­¬·º·½¿® ¼» ³¿²»®¿ ­«º·½·»²¬» §
¿¼»½«¿¼¿ »´ ³±¬·ª± ¯«» ´»­ ´´»ª¿ ¿ ¸¿½»®´±ô ­± °»²¿ ¼» ·²º®·²¹·® »´ °®·²½·°·± ¼» ·¹«¿´¼¿¼�119ò

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

115 En Colombia, la Corte Constitucional opera como ´»¹·­´¿¼±® ²»¹¿¬·ª± y tiene derecho a que su declaratoria
tenga efectos »®¹¿ ±³²»­. Es lo que yo he llamado -mucho antes que López Medina-, los fallos legislativos
de la Corte.

116 Esta doctrina ha ido en la Corte el modelo para expedir los fallos condicionados o interpretativos según
la modulación de su contenido, ya que lo que no se hubiere incluido en la parte resolutiva aparecía en la
motiva y su aplicabilidad dependía de la redacción que uniera las dos partes para otorgarles a ambas todo
el valor vinculante del fallo, de acuerdo con la Sentencia C-037 de 1996.

117 López Medina, Diego Eduardo, Op. cit., pp. 36-37.
118 Ver artículo 48 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia. Sentencia C-037 de 1996.
119 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-123 de 1995.
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V. ¿CÓMO RESULTAN VINCULANTES LAS DECISIONES
JUDICIALES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL?120

De acuerdo con el Decreto 2067 de 1991121, que regula los juicios y actuaciones
ante la Corte Constitucional, las sentencias de este Tribunal se pronuncian þ»² ²±³¾®»
¼»´ °«»¾´± § °±® ³¿²¼¿¬± ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²þ122 y tienen el valor de cosa juzgada
constitucional, siendo de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades y los
particulares123. Del mismo modo, la declaratoria de constitucionalidad de un norma
impugnada por vicios formales no obsta para que ésta sea demandada posteriormente
por razones de fondo y, por esta razón, la Corte Constitucional deberá confrontar las
disposiciones sometidas a control con la totalidad de los preceptos de la Constitución,
especialmente con los del Título II. (Hasta 1993 se decía también que siempre se confrontan
con el Título II, salvo cuando para garantizar la supremacía de la Constitución considere
necesario aplicar el último inciso del artículo 21 del citado decreto 2067 de 1991124.

Por otro lado, la doctrina constitucional125 enunciada en las sentencias de la Corte
Constitucional, mientras no sea modificada por ésta, será criterio auxiliar para las
autoridades y corrige la jurisprudencia126. Las modificaciones a la doctrina existente,
deberán ser explícitas en la sentencia.
120 En Sentencia C-252/01, M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte Constitucional declaró inconstitucional el artículo 10 de

la Ley 553 de 2000, y consideró este problema tan crucial, que integró la respectiva unidad normativa declarando
inexequible también el artículo 214 de la Ley 600 de 2000, fundamentando su decisión en las siguientes consideraciones:
“Ð«»­ ¾·»²æ ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¯«» ¬±³¿ »  ́¶«»¦ô ¯«» ®»­«»´ª»² ¿­«²¬±­ ­«­¬¿²½·¿´»­ ¼»²¬®± ¼» «² °®±½»­± óªò¹®ò «²¿ ­»²¬»²½·¿óô ¼»¾»²
½±²­·¹²¿® ´¿­ ®¿¦±²»­ ¶«®3¼·½¿­ ¯«» ¼¿² ­«­¬»²¬± ¿´ °®±²«²½·¿³·»²¬±å ­» ¬®¿¬¿ ¼» «² °®·²½·°·± ¼»´ ¯«» ¬¿³¾·7² ¼»°»²¼»
´¿ ½¿¾¿´ ¿°´·½¿½·-² ¼»´ ¼»®»½¸± ¿´ ¼»¾·¼± °®±½»­± °«»­ô »² »º»½¬±ô ­· ¸¿§ ¿´¹«²¿ ¶«­¬·º·½¿½·-² »² ´¿ ¾¿­» ¼» ´¿­ ¹¿®¿²¬3¿­
¯«» ®»½±²±½»² ´¿ ¼»º»²­¿ ¬7½²·½¿ô »´ °®·²½·°·± ¼» º¿ª±®¿¾·´·¼¿¼ô ´¿ °®»­«²½·-² ¼» ·²±½»²½·¿ô »´ °®·²½·°·± ¼» ½±²¬®¿¼·½½·-² ±
»´ ¼» ·³°«¹²¿½·-² �¬±¼±­ ®»½±²±½·¼±­ °±® »´ ¿®¬3½«´± îç ÝòÐòóô ¸¿ ¼» ­»® °®»½·­¿³»²¬» ´¿ ²»½»­·¼¿¼ ¼» »¨°±²»® ´±­
º«²¼¿³»²¬±­ ¯«» ®»­°¿´¼¿² ½¿¼¿ ¼»¬»®³·²¿½·-²ô ´¿ ±¾´·¹¿½·-² ¼» ³±¬·ª¿® ¶«®3¼·½¿³»²¬» ´±­ °®±²«²½·¿³·»²¬±­ ¯«» °®±º·»®»
»´ º«²½·±²¿®·± ¶«¼·½·¿´ò  Í·»³°®» ­»®? ²»½»­¿®·±ô »²¬±²½»­ô ¿°±®¬¿® ®¿¦±²»­ § ³±¬·ª±­ ­«º·½·»²¬»­ »² º¿ª±® ¼» ´¿ ¼»½·­·-²
¯«» ­» ¬±³¿ô ³«½¸± ³?­ ­· ¼» ´± ¯«» ­» ¬®¿¬¿ »­ ¼» ¹¿®¿²¬·¦¿® »´ ¼»®»½¸± ¿ ´¿ ·¹«¿´¼¿¼ô ¿½±¹·»²¼± ¿®¹«³»²¬±­ §¿ »­¾±¦¿¼±­
°±® ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ °¿®¿ ´¿ ®»­±´«½·-² ¼» «² ½¿­±.”
�Þ«»²¿ °¿®¬» ¼» ´¿ »º·½¿½·¿ ¼» «² ­·­¬»³¿ ®»­°»¬«±­± ¼» ´±­ °®»½»¼»²¬»­ ¶«¼·½·¿´»­ ®¿¼·½¿ »² ´¿ ²»½»­·¼¿¼ ¼»
»­¬¿¾´»½»® «² »­°¿½·± ¼» ¿®¹«³»²¬¿½·-² ¶«®3¼·½¿ »² »´ ¯«» »´ º«²½·±²¿®·± ¶«¼·½·¿´ »¨°±²¹¿ ®¿¦±²¿¼¿³»²¬» ´±­
³±¬·ª±­ ¯«» ´± ´´»ª¿² ¿ ·²­·­¬·® ± ½¿³¾·¿® ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ ª·¹»²¬»ô °«»­ »­ 7´ ¯«·»²ô º®»²¬» ¿ ´¿ ®»¿´·¼¿¼ ¼» ´¿­
½·®½«²­¬¿²½·¿­ ¯«» ¿²¿´·¦¿ô § ½±²±½»¼±® ¼» ´¿ ²¿¬«®¿´»¦¿ ¼» ´¿­ ²±®³¿­ ¯«» ¼»¾» ¿°´·½¿®ô ¼»¾» »­½±¹»® ´¿ ³»¶±®
º±®³¿ ¼» ½±²½®»¬¿® ´¿ ¼»º»²­¿  ¼»´ °®·²½·°·± ¼» ¶«­¬·½·¿ ³¿¬»®·¿´ ¯«» ­» °®»¼·½¿ ¼» ­« ´¿¾±®ò�

121 Ver particularmente los artículos 20 al 23 del Decreto-Ley 2067 de 1991.
122 Ver artículo 55 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia. Sentencia C-037 de 1996.
123 Ver artículo 45 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia. Sentencia C-037 de 1996.
124 Ese inciso decía "Û¨½»°½·±²¿´³»²¬» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ °±¼®? ­»/¿´¿® ¼» ³¿²»®¿ »¨°®»­¿ ¯«» ´±­ »º»½¬±­ ¼» ´¿ ½±­¿

¶«¦¹¿¼¿ ­» ¿°´·½¿² ­-´± ®»­°»½¬± ¼» ´¿­ ¼·­°±­·½·±²»­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ½±²­·¼»®¿¼¿­ »² ´¿ ­»²¬»²½·¿ò Û² »­¬» »ª»²¬±ô ¼»²¬®±
¼» ́ ±­ ¼·»¦ ¼3¿­ ­·¹«·»²¬»­ ¿ ´¿ ²±¬·º·½¿½·-² ¼»  ́º¿´́ ±ô »´ ¼»³¿²¼¿²¬» °±¼®? ­±´·½·¬¿® ¿ ´¿ Ý±®¬» ½«¿´¯«·»® ¿½´¿®¿½·-² ¿  ́®»­°»½¬±òþ,
lo cual fue declarado inexequible por la misma Corporación en Sentencia C-113 de 1993, M.P., Dr. Ciro Angarita Barón.

125 La Corte Constitucional distingue los conceptos y los efectos jurídicos de la ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´
·²¬»¹®¿¼±®¿ô ´¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ·²¬»®°®»¬¿¬·ª¿ § ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿, distinción que posee una
complejidad que ha sido notada por otros comentaristas como los profesores Mauricio García Villegas y
Diego Eduardo López Medina, éste último lo explica en Û´ Ü»®»½¸± ¼» ´±­ Ö«»½»­ô Op. cit., p. 23. La doctrina
constitucional integradora es fuente de derecho obligatoria para todas las autoridades y los particulares.
La doctrina constitucional interpretativa y la jurisprudencia son guías auxiliares o subsidiarias que no
comprometen el criterio autónomo del operador judicial.

126 Según la Sentencia C-083 de 1995, M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz, "¿´ ®»º»®·® ¿ ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ô »² ¬¿²¬± ¯«»
þ½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® ¼» ´¿ ¿½¬·ª·¼¿¼ ¶«¼·½·¿´þô ¼»¾» »²¬»²¼»®­» ¯«» »´ ½±²­¬·¬«§»²¬» ¼»´ çï ´» ¼¿ ¿´ ¬7®³·²± «² ¿´½¿²½»
³?­ ¿³°´·± ¯«» »´ ¯«» ¬·»²» ´¿ ´»§ ïêç ¼» ïèçêô °«»­¬± ¯«» ²± ­-´± ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ ½±³± Ì®·¾«²¿´ ¼»
Ý¿­¿½·-²ô ½®»¿ ¸±§ô ½±² ­« º¿´´±­ô °¿«¬¿­ °´¿«­·¾´»­ ¼» ±®·»²¬¿½·-² ¿ ´±­ ¬®·¾«²¿´»­ § ¶«»½»­ ¼» ²·ª»´»­ ­«¾¿´¬»®²±­ò
Ô± ¸¿½»² ¬¿³¾·7² ±¬®¿­ ½±®°±®¿½·±²»­ ¶«¼·½·¿´»­ ²± »¨·­¬»²¬»­ ¿&² ¸¿½» «² ­·¹´±ô ½±³± »´ Ý±²­»¶± ¼» Û­¬¿¼± § ´¿
Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ï«»¼¿ ¼·½¸± §¿ô ¯«» ´¿­ ±®·»²¬¿½·±²»­ ¿­3 ¬®¿¦¿¼¿­ ²± ­±² ª·²½«´¿²¬»­ ­·²± ±°¬¿¬·ª¿­ °¿®¿ ´±­
º«²½·±²¿®·±­ ¶«¼·½·¿´»­ò ß¼»³?­ô ²± ®»­«´¬¿ ¶«­¬·º·½¿¼± ²· ®¿¦±²¿¾´»ô »² ´¿ ¿½¬«¿´·¼¿¼ô ½·®½«²­½®·¾·® ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿
¿´ ½¿³°± ¼»´ ¼»®»½¸± ½±³&² ²· ¿¬®·¾«·® ­-´± ¿´ ®»½«®­± ¼» ½¿­¿½·-² ´¿ ª·®¬«¼ ¼» ¹»²»®¿®´¿òþ
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Sin embargo, siguiendo los lineamientos de la Sentencia C-836 de 2001, si la parte
de las sentencias que tiene fuerza normativa son los principios y reglas jurídicas, ello
significa ahora para la Corte, que no todo el texto de su motivación resulta obligatorio.
 Para determinar qué parte de la motivación de las sentencias tiene fuerza normativa
resulta útil la distinción conceptual que ha hecho en diversas oportunidades la
Corporación constitucional entre los llamados ±¾·¬»® ¼·½¬¿ o afirmaciones dichas de
paso, y los ®¿¬·±²» ¼»½·¼»²¼· o fundamentos jurídicos suficientes, que son inescindibles
de la decisión sobre un determinado punto de derecho127. Sólo estos últimos -los
ratione decidendi-, resultan obligatorios, mientras los obiter dicta, o aquellas afirmaciones
que no se relacionan de manera directa y necesaria con la decisión, constituyen
criterios auxiliares de la actividad judicial en los términos del inciso 2º del artículo 230
de la Constitución128.

Por supuesto, la definición general de dichos elementos no es unívoca, y la distinción
entre unos y otros en cada caso no resulta siempre clara.  Sin embargo, la identificación,
interpretación y formulación de los fundamentos jurídicos inescindibles de una decisión,
son labores de interpretación que corresponden a los jueces, y principalmente a las
altas Cortes.  La ®¿¬·± ¼»½·¼»²¼· de un caso, por supuesto, no siempre es fácil de extraer
de la parte motiva de una sentencia judicial como tal, y por lo tanto, su obligatoriedad
no implica la vinculación formal del juez a determinado fragmento de la sentencia
descontextualizado de los hechos y de la decisión, aun cuando resulta conveniente
que las altas Cortes planteen dichos principios de la manera más adecuada y explícita
en el texto de la providencia, sin extender ni limitar su aplicabilidad, desconociendo
o sobrevalorando la relevancia material de aquellos aspectos fácticos y jurídicos
necesarios para su formulación en cada caso concreto.

þîíò Ý±² ¬±¼±ô ´±­ ±¾·¬»® ¼·½¬¿ ± ¼·½¸±­ ¼» °¿­±ô ²± ²»½»­¿®·¿³»²¬» ¼»¾»² ­»® ¼»­½¿®¬¿¼±­
½±³± ³¿¬»®·¿´»­ ·®®»´»ª¿²¬»­ »² ´¿ ·²¬»®°®»¬¿½·-² ¼»´ ¼»®»½¸±ò  Û² »º»½¬±ô »² ³«½¸±­ ½¿­±­
°»®³·¬»² ·²¬»®°®»¬¿® ½«»­¬·±²»­ ¶«®3¼·½¿­ ·³°±®¬¿²¬»­ »² ½¿­±­ °±­¬»®·±®»­ ¯«» ¬»²¹¿² ­·¬«¿½·±²»­
¼» ¸»½¸± ¼·­¬·²¬¿­ô ¿«²¯«» ²± ²»½»­¿®·¿³»²¬» ¼»¾¿² ­»® ­»¹«·¼±­ »² °±­¬»®·±®»­ ¼»½·­·±²»­ò
ß­3ô °«»¼» ±½«®®·® ¯«» ½¿®»¦½¿² ½±³°´»¬¿³»²¬» ¼» ®»´»ª¿²½·¿ ¶«®3¼·½¿ô ¯«» ½±²¬»²¹¿² »´»³»²¬±­
·³°±®¬¿²¬»­ °»®± ²± ­«º·½·»²¬»­ ²· ²»½»­¿®·±­ °¿®¿ ­«­¬»²¬¿® ´¿ ®»­°»½¬·ª¿ ¼»½·­·-²ô ¯«» ­·®ª¿²
°¿®¿ ®»­±´ª»® ¿­°»½¬±­ ¬¿²¹»²½·¿´»­ ¯«» ­» °´¿²¬»¿² »² ´¿ ­»²¬»²½·¿ô °»®± ¯«» ²± ­» ®»´¿½·±²¿²
¼·®»½¬¿³»²¬» ½±² ´¿ ¼»½·­·-² ¿¼±°¬¿¼¿ô ± ¯«» °±²¹¿² ¼» °®»­»²¬» ¿­°»½¬±­ ¯«» ­»®?² »­»²½·¿´»­
»² ¼»½·­·±²»­ °±­¬»®·±®»­ô °»®± ¯«» ²± ´± ­»¿² »² »´ ½¿­± ¯«» ­» °®»¬»²¼» ¼»½·¼·®ò

îìò ß¼·½·±²¿´³»²¬»ô »´ ¶«»¦ °«»¼» ±¾­»®ª¿® ¯«» ¿ °»­¿® ¼» ´¿­ ­·³·´·¬«¼»­ »²¬®» »´ ½¿­± ¯«»
¼»¾» ®»­±´ª»® § «²± ®»­«»´¬± ¿²¬»®·±®³»²¬» »¨·­¬»² ¼·º»®»²½·¿­ ®»´»ª¿²¬»­ ²± ½±²­·¼»®¿¼¿­ »²
»´ °®·³»®±ô § ¯«» ·³°·¼»² ·¹«¿´¿®´±­ô § »² ½±²­»½«»²½·¿ô »­¬¿®3¿ °»®³·¬·¼± ¯«» »´ ¶«»¦ ­»
¼»­ª·¿®¿ ¼» ´¿ ¼±½¬®·²¿ ¶«¼·½·¿´ ¯«» »² ¿°¿®·»²½·¿ ®»­«´¬¿ ¿°´·½¿¾´»ò  ß ½±²¬®¿®·± ­»²­«ô °«»¼»
¸¿¾»® ¼±­ ½¿­±­ ¯«» »² °®·²½·°·± °¿®»¦½¿² ¼·º»®»²¬»­ô °»®± ¯«»ô ±¾­»®ª¿¼±­ ¼»¬¿´´¿¼¿³»²¬»ô
¬»²¹¿² «² ¬7®³·²± ¼» ½±³°¿®¿½·-² �¬»®¬·«³ ½±³°¿®¿¬·±²·­ó ¯«» °»®³·¬¿ ¿­·³·´¿®´±­ »² ¿´¹&²

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

127 Sobre los conceptos de ®¿¬·± ¼»½·¼»²¼· y ±¾·¬»® ¼·½¬¿ ver entre otras las siguientes providencias:
SU-640/98 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz), SU-047/99 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), SU-168/99,
(M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz), T-937/99 (M.P. Alvaro Tafur Galvis), Auto A-016/00 (M.P. Alvaro Tafur
Galvis), T-961/00 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), T-1003/00 (M.P. Alvaro Tafur Galvis), T-022/01 (M.P. Cristina
Pardo Schlesinger), etc.

128 "Ô¿ »¯«·¼¿¼ô ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ô ´±­ °®·²½·°·±­ ¹»²»®¿´»­ ¼»´ ¼»®»½¸± § ´¿ ¼±½¬®·²¿ ­±² ½®·¬»®·±­ ¿«¨·´·¿®»­ ¼» ´¿ ¿½¬·ª·¼¿¼
¶«¼·½·¿´" en: Olano García, Hernán Alejandro. Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ ¼» Ý±´±³¾·¿ óÝ±³»²¬¿¼¿ § Ý±²½±®¼¿¼¿ó,
Sexta Edición, Ediciones Doctrina y Ley, Bogotá, D.C., 2002, p. 616.
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¿­°»½¬±ò  Û² »­¿ ³»¼·¼¿ô ®»­«´¬¿ ¿¼»½«¿¼± ¯«» »´ ¶«»¦ »³°´»» ½®·¬»®·±­ ¼» ·¹«¿´¿½·-² »²¬®» ´±­
¼±­ô ­·»³°®» § ½«¿²¼± ´¿ »¯«·°¿®¿½·-² ­» ®»­¬®·²¶¿ ¿ ¿¯«»´´±­ ¿­°»½¬±­ »² ¯«» ­±² »¯«·°¿®¿¾´»­ô
§ ­±´¿³»²¬» »² ´¿ ³»¼·¼¿ »² ¯«» ´± ­»¿²ò  Û² »­¬» ½¿­±ô »´ ¶«»¦ ¼»¾» ¸¿½»® »¨°´3½·¬¿­ ´¿­ ®¿¦±²»­
°±® ´¿­ ½«¿´»­ô ¿ °»­¿® ¼» ´¿­ ­·³·´·¬«¼»­ ¿°¿®»²¬»­ô ´±­ ½¿­±­ ²± ³»®»¦½¿² «² ¬®¿¬¿³·»²¬±
·¹«¿´·¬¿®·± ±ô ¿ ´¿ ·²ª»®­¿ô ¼»¾» ¿®¹«³»²¬¿® °±®¯«7ô ¿ °»­¿® ¼» ´¿­ ¼·º»®»²½·¿­ ¿°¿®»²¬»­ô ´±­
½¿­±­ ¼»¾»² ®»½·¾·® «² ¬®¿¬± ·¼7²¬·½± ± ­·³·´¿®ò  Ì¿²¬± »² «²¿ ½±³± »² ±¬®¿ ¸·°-¬»­·­ô ´±­
½®·¬»®·±­ ¼» ·¹«¿´¿½·-² ± ¼» ¼·º»®»²½·¿½·-² ¼»¾»² ­»® ¶«®3¼·½¿³»²¬» ®»´»ª¿²¬»­ô § »´ ¬®¿¬± ¼»¾»
­»® °®±°±®½·±²¿´ ¿ ´¿ ¼·º»®»²½·¿ »² ´¿ ­·¬«¿½·-² ¼» ¸»½¸±þ129ò

Finalmente, la sentencia C-836 de 2001 de la Corte Constitucional, sostiene que
el precedente130 es fuente formal de derecho y analiza las razones por las cuales ello
es así dentro del marco de la Constitución de 1991, que introdujo transformaciones
sustanciales y orgánicas que llevan ineludiblemente a esta conclusión. Incluso, en un
fallo anterior a éste, la Sentencia SU-047 de 1999 con ponencia del Magistrado
Alejandro Martínez Caballero, la Corte Constitucional ya se había expresado sobre el
valor del precedente constitucional, diciendo que éste “½«³°´» º«²½·±²»­ »­»²½·¿´»­ »²
´±­ ±®¼»²¿³·»²¬±­ ¶«®3¼·½±­ô ·²½´«­± »² ´±­ ­·­¬»³¿­ ¼» ¼»®»½¸± ´»¹·­´¿¼± ½±³± »´ ½±´±³¾·¿²±ò
Ð±® »´´±ô ¬¿´ § ½±³± »­¬¿ Ý±®¬» ´± ¸¿ ­»/¿´¿¼±ô ¬±¼± ¬®·¾«²¿´ô § »² »­°»½·¿´ »´ ¶«»¦ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô
¼»¾» ­»® ½±²­·­¬»²¬» ½±² ­«­ ¼»½·­·±²»­ °®»ª·¿­ô ¿´ ³»²±­ °±® ½«¿¬®± ®¿¦±²»­ ¼» ¹®¿² ·³°±®¬¿²½·¿
½±²­¬·¬«½·±²¿´ò Û² °®·³»® ¬7®³·²±ô °±® »´»³»²¬¿´»­ ½±²­·¼»®¿½·±²»­ ¼» ­»¹«®·¼¿¼ ¶«®3¼·½¿ § ¼»
½±¸»®»²½·¿ ¼»´ ­·­¬»³¿ ¶«®3¼·½±ô °«»­ ´¿­ ²±®³¿­ô ­· ­» ¯«·»®» ¯«» ¹±¾·»®²»² ´¿ ½±²¼«½¬¿ ¼»
´±­ ­»®»­ ¸«³¿²±­ô ¼»¾»² ¬»²»® «² ­·¹²·º·½¿¼± »­¬¿¾´»ô °±® ´± ½«¿´ ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¼» ´±­ ¶«»½»­
¼»¾»² ­»® ®¿¦±²¿¾´»³»²¬» °®»ª·­·¾´»­ò Û² ­»¹«²¼± ¬7®³·²±ô § ¼·®»½¬¿³»²¬» ´·¹¿¼± ¿ ´± ¿²¬»®·±®ô
»­¬¿ ­»¹«®·¼¿¼ ¶«®3¼·½¿ »­ ¾?­·½¿ °¿®¿ °®±¬»¹»® ´¿ ´·¾»®¬¿¼ ½·«¼¿¼¿²¿ § °»®³·¬·® »´ ¼»­¿®®±´´±
»½±²-³·½±ô §¿ ¯«»  «²¿ ½¿°®·½¸±­¿ ª¿®·¿½·-² ¼» ´±­ ½®·¬»®·±­ ¼» ·²¬»®°®»¬¿½·-² °±²» »² ®·»­¹±
´¿ ́ ·¾»®¬¿¼ ·²¼·ª·¼«¿´ô ¿­3 ½±³± ´¿ »­¬¿¾·´·¼¿¼ ¼» ´±­ ½±²¬®¿¬±­ § ¼» ´¿­ ¬®¿²­¿½½·±²»­ »½±²-³·½¿­ô
°«»­ ´¿­ °»®­±²¿­ ¯«»¼¿² ­±³»¬·¼¿­ ¿ ´±­ ½¿³¾·¿²¬»­ ½®·¬»®·±­ ¼» ´±­ ¶«»½»­ô ½±² ´± ½«¿´
¼·º3½·´³»²¬» °«»¼»² °®±¹®¿³¿® ¿«¬-²±³¿³»²¬» ­«­ ¿½¬·ª·¼¿¼»­ò Û² ¬»®½»® ¬7®³·²±ô »² ª·®¬«¼
¼»´ °®·²½·°·± ¼» ·¹«¿´¼¿¼ô °«»­¬± ¯«» ²± »­ ¶«­¬± ¯«» ½¿­±­ ·¹«¿´»­ ­»¿² ®»­«»´¬±­ ¼» ³¿²»®¿
¼·­¬·²¬¿ °±® «² ³·­³± ¶«»¦ò Ç º·²¿´³»²¬»ô ½±³± «² ³»½¿²·­³± ¼» ½±²¬®±´ ¼» ´¿ °®±°·¿ ¿½¬·ª·¼¿¼
¶«¼·½·¿´ô °«»­ »´ ®»­°»¬± ¿´ °®»½»¼»²¬» ·³°±²» ¿ ´±­ ¶«»½»­ «²¿ ³3²·³¿ ®¿½·±²¿´·¼¿¼ §
«²·ª»®­¿´·¼¿¼ô §¿ ¯«» ´±­ ±¾´·¹¿ ¿ ¼»½·¼·® »´ °®±¾´»³¿ ¯«» ´»­ »­ °´¿²¬»¿¼± ¼» «²¿ ³¿²»®¿ ¯«»
»­¬¿®3¿² ¼·­°«»­¬±­ ¿ ¿½»°¬¿® »² ±¬®± ½¿­± ¼·º»®»²¬» °»®± ¯«» °®»­»²¬» ½¿®¿½¬»®»­ ¿²?´±¹±­ò
Ð±® ´± ¿²¬»®·±®ô »­ ²¿¬«®¿´ ¯«» »² «² Û­¬¿¼± ¼» ¼»®»½¸±ô ´±­ ½·«¼¿¼¿²±­ »­°»®»² ¼» ­«­ ¶«»½»­
¯«» ­·¹¿² ·²¬»®°®»¬¿²¼± ´¿­ ²±®³¿­ ¼» ´¿ ³·­³¿ ³¿²»®¿ô °±® ´± ½«¿´ ®»­«´¬¿ ª?´·¼± »¨·¹·®´»
«² ®»­°»¬± °±® ­«­ ¼»½·­·±²»­ °®»ª·¿­�131ò

Esto se explica en las mismas normas contenidas en el Decreto 2067 de 1991132,
especialmente en los artículos 14 al 19, y en los artículos 33 al 36 del Decreto 2591
de 1991133, referidos tanto al cumplimento de los fallos de constitucionalidad, como
a los de tutela de la Corte, que dicen así:

129 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-836 de 2001, ya citada.
130 El establecimiento de la doctrina de precedentes en Colombia se había ya estudiado por la Corte Constitucional

en las Sentencias C-083 de 1995, T-123 de 1995 y T-260 de 1995, de los magistrados Cifuentes, Gaviria
y Hernández, respectivamente, así como en las Sentencias SU-640 de 1998, SU-168 de 1999, T-009 de
2000 y T-068 de 2000, entre otras, sobre la fuerza precedencial de sus fallos.

131 Cfr. Sentencia SU-047 de 1999, M.P., Dr. Alejandro Martínez Caballero. Citada por Monroy Cabra, Marco
Gerardo, Op. cit., pp. 138-139.

132 COLOMBIA. COMISIÓN ESPECIAL LEGISLATIVA. Decreto-Ley 2067 de 1991. En: www.noti.net
133 COLOMBIA. COMISIÓN ESPECIAL LEGISLATIVA. Decreto-Ley 2591 de 1991. En: www.noti.net

Hernán Alejandro Olano García
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ß®¬3½«´± ïìò Ô¿­ ¼»½·­·±²»­ ­±¾®» ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼»¾»®?² ­»® ¿¼±°¬¿¼¿­
°±® ´¿ ³¿§±®3¿ ¼» ´±­ ³·»³¾®±­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò Ô±­ ½±²­·¼»®¿²¼±­ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿
°±¼®?² ­»® ¿°®±¾¿¼±­ °±® ´¿ ³¿§±®3¿ ¼» ´±­ ¿­·­¬»²¬»­ò Ý«¿²¼± ²± º«»®»² ¿°®±¾¿¼±­ô °±¼®?²
¿¼¸»®·® ¿ »´´±­ ´±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­ ¯«» ½±³°¿®¬¿² ­« ½±²¬»²·¼±ò Ô±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­ °±¼®?² »²
»­½®·¬± ­»°¿®¿¼± ¿½´¿®¿® ­« ª±¬± ± »¨°±²»® ´¿­ ®¿¦±²»­ °¿®¿ ­¿´ª¿®´±ò

Ô±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­ ¯«» ¿½´¿®»² ± ­¿´ª¿®»² »´ ª±¬± ¼·­°±²¼®?² ¼» ½·²½± ¼3¿­ °¿®¿ ¼»°±­·¬¿®
»² ´¿ Í»½®»¬¿®3¿ ¼» ´¿ Ý±®¬» »´ »­½®·¬± ½±®®»­°±²¼·»²¬»ò

Û² ¬±¼± ½¿­± ¼» ½±²¬®¿¼·½½·-² »²¬®» ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ § ´¿ °¿®¬» ³±¬·ª¿ ¼» «² º¿´´±ô ­»
¿°´·½¿®? ´± ¼·­°«»­¬± »² ´¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ò

Ð¿®?¹®¿º±ò Í» »²¬·»²¼» °±® ³¿§±®3¿ ½«¿´¯«·»® ²&³»®± »²¬»®± ¼» ª±¬±­ ­«°»®·±® ¿ ´¿ ³·¬¿¼
¼»´ ²&³»®± ¼» ³¿¹·­¬®¿¼±­ ¯«» ·²¬»¹®¿² ´¿ Ý±®¬» ± ¼» ´±­ ¿­·­¬»²¬»­ ¿ ´¿ ½±®®»­°±²¼·»²¬»
­»­·-²ô ­»¹&² »´ ½¿­±134ò

ß®¬3½«´± ïëò Ý«¿²¼± ²± ­» ®»&²¿ ´¿ ³¿§±®3¿ ²»½»­¿®·¿ô ª±´ª»®?² ¿ ¼·­½«¬·®­» § ª±¬¿®­» ´±­
°«²¬±­ »² ¯«» ¸¿§¿² ¼·­»²¬·¼± ´±­ ª±¬¿²¬»­ò

ß®¬3½«´± ïêò Ô¿ °¿®¬» ®»­±´«¬·ª¿ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ²± °±¼®? ­»® ¼·ª«´¹¿¼¿ ­·²± ½±² ´±­
½±²­·¼»®¿²¼±­ § ´¿­ ¿½´¿®¿½·±²»­ § ´±­ ­¿´ª¿³»²¬±­ ¼» ª±¬± ½±®®»­°±²¼·»²¬»­ô ¼»¾·¼¿³»²¬»
­«­½®·¬±­ °±® ´±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­ § »´ Í»½®»¬¿®·± ¼» ´¿ Ý±®¬»135ò

Ô¿ Í»²¬»²½·¿ ­» ²±¬·º·½¿®? °±® »¼·½¬± ½±² ´±­ ½±²­·¼»®¿²¼±­ § ´¿­ ¿½´¿®¿½·±²»­ § ´±­
­¿´ª¿³»²¬±­ ¼» ª±¬± ½±®®»­°±²¼·»²¬»­ô ¼»¾·¼¿³»²¬» ­«­½®·¬±­ °±® ´±­ ³¿¹·­¬®¿¼±­ § »´ Í»½®»¬¿®·±
¼» ´¿ Ý±®¬»ô ¼»²¬®± ¼» ´±­ ­»·­ ¼3¿­ ­·¹«·»²¬»­ ¿ ´¿ ¼»½·­·-²ò

Û´ Í»½®»¬¿®·± »²ª·¿®? ·²³»¼·¿¬¿³»²¬» ½±°·¿ ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¿ ´¿ Ð®»­·¼»²½·¿ ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿
§ ¿´ Ý±²¹®»­± ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ò Ô¿ Ð®»­·¼»²½·¿ ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ °®±³±ª»®? «² ­·­¬»³¿ ¼»
·²º±®³¿½·-² ¯«» ¿­»¹«®» »´ º?½·´ ¿½½»­± § ½±²­«´¬¿ ¼» ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ò

ß®¬3½«´± ïéò Ý«¿²¼± »´ °®±§»½¬± ¼» º¿´´± ²± º«»®» ¿°®±¾¿¼±ô »´ ³¿¹·­¬®¿¼± ­«­¬¿²½·¿¼±®
°±¼®? ­±´·½·¬¿® ¿´ Ð®»­·¼»²¬» ¼» ´¿ Ý±®¬» ¯«» ¼»­·¹²» ¿ ±¬®± °¿®¿ ¯«» ´± »´¿¾±®»ò Ý«¿²¼± »´
½®·¬»®·± ¼» «² ³¿¹·­¬®¿¼± ¼·­·¼»²¬» ¸«¾·»®» ­·¼± ¿½±¹·¼±ô »´ Ð®»­·¼»²¬» ¼» ´¿ Ý±®¬» °±¼®?
¿­·¹²¿®´» ´¿ »´¿¾±®¿½·-² ¼»´ °®±§»½¬± ¼» º¿´´±ò

ß®¬3½«´± ïèò Ô¿­ ­»²¬»²½·¿­ ­»®?² °«¾´·½¿¼¿­ ½±² ´±­ ­¿´ª¿³»²¬±­ § ¿½´¿®¿½·±²»­ »² ´¿
Ù¿½»¬¿ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô °¿®¿ ´± ½«¿´ ­» ¿°®±°·¿®? »² »´ °®»­«°«»­¬± ´¿ °¿®¬·¼¿
½±®®»­°±²¼·»²¬»136ò

ß®¬3½«´± ïçò Ô¿­ ¼»´·¾»®¿½·±²»­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¬»²¼®?² ½¿®?½¬»® ®»­»®ª¿¼±ò Ô±­
°®±§»½¬±­ ¼» º¿´´± ­»®?² °&¾´·½±­ ¼»­°«7­ ¼» ½·²½± ¿/±­ ¼» °®±º»®·¼¿ ´¿ ­»²¬»²½·¿ò

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

134 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996, revisión del artículo 54 de la Ley 270 de 1996,
Estatutaria de la Administración de Justicia.

135 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996, revisión del artículo 56 de la Ley 270 de 1996,
Estatutaria de la Administración de Justicia.

136 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-037 de 1996, revisión del artículo 47 de la Ley 270 de 1996,
Estatutaria de la Administración de Justicia.
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Í¿´ª± ´±­ ½¿­±­ °®»ª·­¬±­ »² »­¬» Ü»½®»¬±ô »² ´¿­ ¼»´·¾»®¿½·±²»­ ¼» ´¿ Ý±®¬» ²± °±¼®?²
°¿®¬·½·°¿® ­»®ª·¼±®»­ °&¾´·½±­ ¿¶»²±­ ¿ 7­¬¿ò

Agregándose a esta referencia, en Colombia, para el efectivo cumplimiento de los
fallos de tutela, el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de esta acción, ha establecido
un procedimiento específico y concordante con el espíritu de las normas constitucionales
que regulan la materia (arts. 86 y 241), pues, en palabras de la Corte, “²± ¬»²¼®3¿ ­»²¬·¼±
¯«» »² ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² ­» ½±²­¿¹®¿®¿² ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ­·ô ¿°¿®»¶¿¼¿³»²¬»ô ²± ­»
¼·­»/¿®¿² ³»½¿²·­³±­ °±® ³»¼·± ¼» ´±­ ½«¿´»­ ¼·½¸±­ ¼»®»½¸±­ º«»­»² ½¿¾¿´ § »º»½¬·ª¿³»²¬»
°®±¬»¹·¼±­”137, en los siguientes términos:

ß®¬3½«´± ííò ÎÛÊ×Í×MÒ ÐÑÎ Ôß ÝÑÎÌÛ ÝÑÒÍÌ×ÌËÝ×ÑÒßÔò Ô¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´
¼»­·¹²¿®? ¼±­ ¼» ­«­ Ó¿¹·­¬®¿¼±­ °¿®¿ ¯«» ­»´»½½·±²»²ô ­·² ³±¬·ª¿½·-² »¨°®»­¿ § ­»¹&² ­«
½®·¬»®·±ô ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ¬«¬»´¿ ¯«» ¸¿¾®?² ¼» ­»® ®»ª·­¿¼¿­ò Ý«¿´¯«·»® Ó¿¹·­¬®¿¼± ¼» ´¿ Ý±®¬»ô
± »´ Ü»º»²­±® ¼»´ Ð«»¾´±ô °±¼®? ­±´·½·¬¿® ¯«» ­» ®»ª·­» ¿´¹&² º¿´´± ¼» ¬«¬»´¿ »¨½´«·¼± °±® 7­¬±­
½«¿²¼± ½±²­·¼»®» ¯«» ´¿ ®»ª·­·-² °«»¼» ¿½´¿®¿® »´ ¿´½¿²½» ¼» «² ¼»®»½¸± ± »ª·¬¿® «² °»®¶«·½·±
¹®¿ª»ò Ô±­ ½¿­±­ ¼» ¬«¬»´¿ ¯«» ²± ­»¿² »¨½´«·¼±­ ¼» ®»ª·­·-² ¼»²¬®± ¼» ´±­ íð ¼3¿­ ­·¹«·»²¬»­
¿ ­« ®»½»°½·-²ô ¼»¾»®?² ­»® ¼»½·¼·¼±­ »² »´ ¬7®³·²± ¼» ¬®»­ ³»­»­138ò

ß®¬3½«´± íìò ÜÛÝ×Í×MÒ ÛÒ ÍßÔßò Ô¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ¼»­·¹²¿®? ´±­ ¬®»­ Ó¿¹·­¬®¿¼±­
¼» ­« ­»²± ¯«» ½±²º±®³¿®?² ´¿ Í¿´¿ ¯«» ¸¿¾®? ¼» ®»ª·­¿® ´±­ º¿´´±­ ¼» ¬«¬»´¿ ¼» ½±²º±®³·¼¿¼
½±² »´ °®±½»¼·³·»²¬± ª·¹»²¬» °¿®¿ ´±­ Ì®·¾«²¿´»­ ¼»´ Ü·­¬®·¬± ¶«¼·½·¿´ò Ô±­ ½¿³¾·±­ ¼»
¶«®·­°®«¼»²½·¿ ¼»¾»®?² ­»® ¼»½·¼·¼±­ °±® ´¿ Í¿´¿ Ð´»²¿ ¼» ´¿ Ý±®¬»ô °®»ª·± ®»¹·­¬®± ¼»´ °®±§»½¬±
¼» º¿´´± ½±®®»­°±²¼·»²¬»ò139

ß®¬3½«´± íëò ÜÛÝ×Í×ÑÒÛÍ ÜÛ ÎÛÊ×Í×MÒò Ô¿­ ¼»½·­·±²»­ ¼» ®»ª·­·-² ¯«» ®»ª±¯«»² ±
³±¼·º·¯«»² »´ º¿´´±ô «²·º·¯«»² ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ± ¿½´¿®»² »´ ¿´½¿²½» ¹»²»®¿´ ¼» ´¿­
²±®³¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ¼»¾»®?² ­»® ³±¬·ª¿¼¿­ò Ô¿­ ¼»³?­ °±¼®?² ­»® ¾®»ª»³»²¬» ¶«­¬·º·½¿¼¿­ò

Ô¿ ®»ª·­·-² ­» ½±²½»¼»®? »² »´ »º»½¬± ¼»ª±´«¬·ª± °»®± ´¿ Ý±®¬» °±¼®? ¿°´·½¿® ´± ¼·­°«»­¬±
»² »´ ¿®¬3½«´± é±ò ¼» »­¬» Ü»½®»¬±ò

ß®¬3½«´± íêò ÛÚÛÝÌÑÍ ÜÛ Ôß ÎÛÊ×Í×MÒò Ô¿­ ­»²¬»²½·¿­ »² ¯«» ­» ®»ª·­» «²¿ ¼»½·­·-² ¼»
¬«¬»´¿ ­±´± ­«®¬·®?² »º»½¬±­ »² »´ ½¿­± ½±²½®»¬± § ¼»¾»®?² ­»® ½±³«²·½¿¼¿­ ·²³»¼·¿¬¿³»²¬» ¿´ ¶«»¦
± ¬®·¾«²¿´ ½±³°»¬»²¬» ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ô »´ ½«¿´ ²±¬·º·½¿®?  ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼» ´¿ Ý±®¬» ¿ ´¿­ °¿®¬»­
§ ¿¼±°¬¿®?  ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ²»½»­¿®·¿­ °¿®¿ ¿¼»½«¿® ­« º¿´´± ¿ ´± ¼·­°«»­¬± °±® 7­¬¿ò

Por su parte, al tenor no de un fallo, sino de un Auto, el 010 de 2004140, los artículos
23, 27 y 52 del mismo decreto 2591 de 1991 se refieren al contenido que deben
tener los fallos de tutela, a las garantías de su cumplimiento y a las sanciones derivadas
de su eventual inobservancia.

137 Auto del 6 de agosto de 2003, Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, ya citado.
138 De acuerdo con el artículo 7, numeral 12, del Decreto 262 de febrero 22 de 2000, que enuncia las funciones

del Procurador General de la Nación, éste puede: "…12. Í±´·½·¬¿® ¿²¬» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ ´¿ ®»ª·­·-² ¼»
º¿´´±­ ¼» ¬«¬»´¿ô ½«¿²¼± ´± ½±²­·¼»®» ²»½»­¿®·± »² ¼»º»²­¿ ¼»´ ±®¼»² ¶«®3¼·½±ô »´ °¿¬®·³±²·± °&¾´·½± ± ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­
§ ¹¿®¿²¬3¿­ º«²¼¿³»²¬¿´»­òþ También, sobre este artículo 33 la misma Corte se ha pronunciado en relación
con su exequibilidad, en las Sentencias C-018 de 1993 y C-054 de 1993.

139 Sobre este artículo 34, la Corte se ha pronunciado en relación con su exequibilidad, en la Sentencia C-018 de 1993.
140 Auto 010 del 17 de febrero de 2004 de la Corte Constitucional, M.P., Dr. Rodrigo Escobar Gil, ya citado.
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En ese orden, El primero (art. 23) establece que cuando la solicitud vaya dirigida
contra una acción de autoridad, el fallo que concede la tutela tendrá por objeto
�¹¿®¿²¬·¦¿® ¿´ ¿¹®¿ª·¿¼± »´ °´»²± ¹±½» ¼» ­« ¼»®»½¸±ô § ª±´ª»® ¿´ »­¬¿¼± ¿²¬»®·±® ¿ ´¿ ª·±´¿½·-²ô
½«¿²¼± º«»®» °±­·¾´»�. Asimismo, destaca que si lo impugnado es la denegación de un
acto o una omisión, el fallo tendrá que ordenar su realización o desarrollar la acción
adecuada, y en caso de que la autoridad no expida el acto administrativo, el juez
deberá disponer lo necesario �°¿®¿ ¯«» »´ ¼»®»½¸± ­»¿ ´·¾®»³»²¬» »¶»®½·¼± ­·² ³?­ ®»¯«·­·¬±­�.
En el evento de tratarse de una actuación material, o de una amenaza, le impone al
juez el deber de ordenar su inmediata cesación así como evitar toda nueva amenaza,
violación, perturbación o restricción. En su último inciso, la norma le otorga competencia
al juez para que, de todas maneras, establezca los demás efectos del fallo según las
condiciones imperantes en el asunto sometido a juicio.

El segundo (art. 27) dispone que una vez proferido el fallo que concede la tutela,
la autoridad responsable del agravio lo deberá cumplir sin demora, precisando que
si ello no ocurre, el juez debe dirigirse al superior del responsable para que lo haga
cumplir y abra el respectivo proceso disciplinario en su contra. Si el superior no procede
conforme a lo ordenado, la norma le permite a la autoridad judicial ordenar que se
abra proceso disciplinario en su contra y �¿¼±°¬¿Å®Ã ¼·®»½¬¿³»²¬» ¬±¼¿­ ´¿­ ³»¼·¼¿­ °¿®¿
»´ ½¿¾¿´ ½«³°´·³·»²¬± ¼»´ ³·­³±�, pudiendo sancionar por desacato al responsable y
al superior hasta que den cumplimiento al fallo. Prevé el precepto en cita que, en todo
caso, �»´ ¶«»¦ »­¬¿¾´»½»®? ´±­ ¼»³?­ »º»½¬±­ ¼»´ º¿´´± °¿®¿ »´ ½¿­± ½±²½®»¬± § ³¿²¬»²¼®? ´¿
½±³°»¬»²½·¿ ¸¿­¬¿ ¯«» »­¬7 ½±³°´»¬¿³»²¬» ®»­¬¿¾´»½·¼± »´ ¼»®»½¸± ± »´·³·²¿¼¿­ ´¿­
½¿«­¿­ ¼» ´¿ ¿³»²¿¦¿�ò (Negrillas y subrayados fuera de texto original)ò

Finalmente, el tercero (art. 52) se ocupa del incidente de desacato, ordenando que
quien incumple la orden judicial de tutela será sancionado �½±² ¿®®»­¬± ¸¿­¬¿ ¼» ­»·­
³»­»­ § ³«´¬¿ ¸¿­¬¿ ¼» îð ­¿´¿®·±­ ³3²·³±­ ³»²­«¿´»­��; sanción que debe imponer el
mismo juez de amparo mediante trámite incidental, y que será consultada al superior
jerárquico quien le compete decidir dentro de los tres días siguientes si cabe revocar
o no la sanción.

Según el citado Auto 010 de 2004, “(Ü÷» ¿½«»®¼± ½±² ¬¿´ ®7¹·³»² ¶«®3¼·½± § ¬»²·»²¼±
»² ½«»²¬¿ »´ ±¾¶»¬·ª± ¯«» °»®­·¹«» »´ ®»½«®­± ¼» ¿³°¿®± ½±²­¬·¬«½·±²¿´ô »­ ½´¿®± ¯«» ´¿­ -®¼»²»­
½±²¬»²·¼¿­ »² ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¼» ¬«¬»´¿ô ¼·®·¹·¼¿­ ¿ ´¿ °®±¬»½½·-² ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ô ¬·»²»² ¯«»
¿½¿¬¿®­» § ½«³°´·®­» ­·² »¨½»°½·-²ò Ô¿ ¿«¬±®·¼¿¼ ± »´ °¿®¬·½«´¿® ¯«» ¸¿§¿ ­·¼± ¼»½´¿®¿¼±
®»­°±²­¿¾´» ¼» ´¿ ¿³»²¿¦¿ ± ª·±´¿½·-²ô ¼»¾» ½«³°´·® ´¿ ±®¼»² »²½¿³·²¿¼¿ ¿ ´¿ °®±¬»½½·-² ¼»
´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ »² ´±­ ¬7®³·²±­ ¯«» ´± ·²¼·¯«» ´¿ ­»²¬»²½·¿ § »² »´ °´¿¦± ¿´´3
­»/¿´¿¼±ò Û´ ·²½«³°´·³·»²¬± ¼» ´¿ ¼»½·­·-² ½±²´´»ª¿ «²¿ ª·±´¿½·-² ­·­¬»³?¬·½¿ ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ò Ð±®
«²¿ °¿®¬»ô »² ½«¿²¬± º®«­¬®¿ ´¿ ½±²­»½«½·-² ³¿¬»®·¿´ ¼» ´±­ º·²»­ »­»²½·¿´»­ ¼»´ Û­¬¿¼±ô ½±³±
­±² ´¿ ®»¿´·¦¿½·-² »º»½¬·ª¿ ¼» ´±­ °®·²½·°·±­ô ¼»®»½¸±­ § ¼»¾»®»­ ½±²­¿¹®¿¼±­ »² ´¿ Ý¿®¬¿ô »´
³¿²¬»²·³·»²¬± ¼» ´¿ ½±²ª·ª»²½·¿ °¿½3º·½¿ § ´¿ ª·¹»²½·¿ ¼» «² ±®¼»² ¶«­¬± øÐ®»?³¾«´±ô ¿®¬­ò
ïp § îp÷ò Ç °±® ´¿ ±¬®¿ô »² ½«¿²¬± ¼·½¸¿ ±³·­·-² ½±²¬®¿®3¿ô ¿¼»³?­ ¼» ´¿­ ²±®³¿­
½±²­¬·¬«½·±²¿´»­ ¯«» ®»¹«´¿² ´¿ ¿½½·-² ¼» ¬«¬»´¿ § »´ ¼»®»½¸± ·²º®·²¹·¼±ô ¬¿³¾·7² ¿¯«»´´¿­ ¯«»
®»½±²±½»² »² »´ ª¿´±® ¼» ´¿ ¶«­¬·½·¿ § »² ´±­ ¼»®»½¸±­ ¿´ ¼»¾·¼± °®±½»­± § ¿´ ¿½½»­± »º»½¬·ª± ¿
´¿ ¿¼³·²·­¬®¿½·-² ¼» ¶«­¬·½·¿ô °·´¿®»­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ¼»´ ³±¼»´± ¼» Û­¬¿¼± Í±½·¿´ ¼» Ü»®»½¸±
ø¿®¬­ò îçô èê § îíð÷ò�

Y es que, si bien en forma paralela al cumplimiento de la decisión cabe iniciar el
trámite de desacato, este último procedimiento no puede desconocer ni excusar la
obligación primordial del juez constitucional, cual es la de hacer cumplir integralmente
la orden judicial de protección.
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Como lo afirmó la Alta Corporación Constitucional en la Sentencia T-458 de 2003,
“»´ ¬®?³·¬» ¼»´ ½«³°´·³·»²¬± Å¼»´ º¿´´±Ã ²± »­ «² °®»®®»¯«·­·¬± °¿®¿ »´ ¼»­¿½¿¬±ô ²· »´ ¬®?³·¬»
¼» ¼»­¿½¿¬± »­ ´¿ ª3¿ °¿®¿ »´ ½«³°´·³·»²¬±ò Í±² ¼±­ ½±­¿­ ¼·­¬·²¬¿­ »´ ½«³°´·³·»²¬± § »´
¼»­¿½¿¬±ò Ð«»¼» ±½«®®·® ¯«» ¿ ¬®¿ª7­ ¼»´ ¬®?³·¬» ¼» ¼»­¿½¿¬± ­» ´±¹®» »´ ½«³°´·³·»²¬±ô °»®±
»­¬± ²± ­·¹²·º·½¿ ̄ «» ´¿ ¬«¬»´¿ ²± ½«³°´·¼¿ ­-´± ¬·»²» ½±³± °±­·¾·´·¼¿¼ »´ ·²½·¼»²¬» ¼» ¼»­¿½¿¬±”141.

Las ¼·º»®»²½·¿­ »²¬®» ½«³°´·³·»²¬± § ¼»­¿½¿¬± fueron fijadas por la Corte en la
Sentencia T-744 de 2003, en los siguientes términos:

“·÷ Û´ ½«³°´·³·»²¬± »­ ±¾´·¹¿¬±®·±ô ¸¿½» °¿®¬» ¼» ´¿ ¹¿®¿²¬3¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´å »´ ¼»­¿½¿¬±
»­ ·²½·¼»²¬¿´ô ­» ¬®¿¬¿ ¼» «² ·²­¬®«³»²¬± ¼·­½·°´·²¿®·± ¼» ½®»¿½·-² ´»¹¿´ò

··÷ Ô¿ ®»­°±²­¿¾·´·¼¿¼ »¨·¹·¼¿ °¿®¿ »´ ½«³°´·³·»²¬± »­ ±¾¶»¬·ª¿ô ´¿ »¨·¹·¼¿ °¿®¿ »´ ¼»­¿½¿¬±
»­ ­«¾¶»¬·ª¿ò

···÷ Ô¿ ½±³°»¬»²½·¿ § ´¿­ ½·®½«²­¬¿²½·¿­ °¿®¿ »´ ½«³°´·³·»²¬± ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ­» ¾¿­¿² »²
´±­ ¿®¬3½«´±­ îí § îé ¼»´ ¼»½®»¬± îëçï ¼» ïççïò Ô¿ ¾¿­» ´»¹¿´ ¼»´ ¼»­¿½¿¬± »­¬? »² ´±­
¿®¬3½«´±­ ëé § îé ¼»´ ³»²½·±²¿¼± ¼»½®»¬±ò Û­ ¼»½·® ¯«» »² ½«¿²¬± ¿´ ®»­°¿´¼± ²±®³¿¬·ª±ô
»¨·­¬»² °«²¬±­ ¼» ½±²¶«²½·-² § ¼» ¼·º»®»²½·¿ò

·ª÷ Û´ ¼»­¿½¿¬± »­ ¿ °»¬·½·-² ¼» °¿®¬» ·²¬»®»­¿¼¿ô »´ ½«³°´·³·»²¬± »­ ¼» ±º·½·±ô ¿«²¯«»

ª÷ Ð«»¼» ­»® ·³°«´­¿¼± °±® »´ ·²¬»®»­¿¼± ± °±® »´ Ó·²·­¬»®·± Ð&¾´·½±”142.

Así, según la Corte, independientemente de las sanciones a que haya lugar, la
autoridad judicial a quien corresponde velar por la eficacia y efectividad de la orden
de tutela, está en la obligación -irrenunciable- de adelantar todas las gestiones
pertinentes y de agotar cada uno de mecanismos judiciales que ofrece el ordenamiento
jurídico, para lograr el objetivo de protección inmediata a que hace referencia específica
el artículo 86 Superior. El cumplimiento y el desacato son en realidad dos instrumentos
jurídicos diferentes, que a pesar de tener el mismo origen -la orden judicial de tutela-
y tramitarse en forma paralela, en últimas persiguen distintos objetivos: el primero,
asegurar la vigencia de los derechos fundamentales afectados, y el segundo, la
imposición de una sanción a la autoridad que ha incumplido el fallo.

En consecuencia, tratándose del cumplimiento de la sentencia, la Corte ha dicho
que “»´ ¶«»¦ ¿²¿´·¦¿®? »² ½¿¼¿ ½¿­± ½±²½®»¬± ­· ­» ¿½¿¬- ´¿ ±®¼»² ¼» ¬«¬»´¿ ± ²±ô ¼» ³¿²»®¿
¯«» ­· ´¿ ³·­³¿ ²± ¸¿ ­·¼± ±¾»¼»½·¼¿ ± ²± ´± ¸¿ ­·¼± »² º±®³¿ ·²¬»¹®¿´ § ½±³°´»¬¿ô ¿¯«7´
³¿²¬·»²» ´¿ ½±³°»¬»²½·¿ ¸¿­¬¿ ´±¹®¿® ­« ½¿¾¿´ § ¬±¬¿´ ±¾­»®ª¿²½·¿ô ¿«² ¿ °»­¿® ¼» »­¬¿®
¿¹±¬¿¼± »´ ·²½·¼»²¬» ¼» ¼»­¿½¿¬±”.143

Por eso, en materia de Acción de Tutela, “(Ô÷¿ ¿«¬±®·¼¿¼ ¯«» ¾®·²¼- ´¿ °®±¬»½½·-² ¬·»²»
½±³°»¬»²½·¿ °¿®¿ ´¿ »º»½¬·ª·¼¿¼ ¼»´ ¿³°¿®± ¿´ ¼»®»½¸± ½±²½«´½¿¼±ò Ý±³± °®·²½·°·± ¹»²»®¿´ô
»­ »´ ¶«»¦ ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ »´ »²½¿®¹¿¼± ¼» ¸¿½»® ½«³°´·® ´¿ ±®¼»² ·³°¿®¬·¼¿ô ¿­3 °®±ª»²¹¿
¼» º¿´´± ¼» ­»¹«²¼¿ ·²­¬¿²½·¿ ± ¼» ®»ª·­·-²ô §¿ ¯«» ³¿²¬·»²» ´¿ ½±³°»¬»²½·¿ ¸¿­¬¿ ¬¿²¬± ²±
­» ½«³°´¿ ´¿ ±®¼»² ¿ ½¿¾¿´·¼¿¼�144ò

141 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-458 de 2003, M.P., Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.
142 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-744 de 2003.
143 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 010 de 2004, ya citado.
144 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-458 de 2003, M.P., Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, ya citada.
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Aclarando la doctrina constitucional en el Auto del 6 de agosto de 2003, Sala
Primera de Revisión de la Corte Constitucional, ya citado, que el hecho de haberse
radicado en cabeza del juez de primera instancia la competencia para velar por el
cumplimiento del fallo y tramitar el desacato, no significa, en manera alguna, que la
Corte Constitucional no esté en capacidad de hacer cumplir directamente sus órdenes
cuando las mismas no han sido acatadas. En estas circunstancias especiales, “´¿ Ý±®¬»
½±²­»®ª¿ «²¿ ½±³°»¬»²½·¿ °®»º»®»²¬»ô ­·³·´¿® ¿ ´¿ ¼» ´¿ Ð®±½«®¿¼«®3¿ Ù»²»®¿´ ¼» ´¿ Ò¿½·-²
»² »´ ½¿³°± ¼·­½·°´·²¿®·±”, de forma tal que se encuentra plenamente habilitada para
intervenir en el cumplimiento y obedecimiento de sus propias decisiones, “±®¿ °±®¯«»
»´ ¶«»¦ ¿ ¯«·»² ´» ½±³°»¬» °®±²«²½·¿®­» ­±¾®» »´ ½«³°´·³·»²¬± ¼» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼·½¬¿¼¿ °±® »´´¿
²± ¿¼±°¬¿ ´¿­ ³»¼·¼¿­ ½±²¼«½»²¬»­ ¿´ ³·­³±ô §¿ °±®¯«» »´ ¶«»¦ ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ ¸¿
»¶»®½·¼± ­« ½±³°»¬»²½·¿ § ´¿ ¼»­±¾»¼·»²½·¿ °»®­·­¬»ò�

En su condición de máximo Tribunal de la jurisdicción constitucional y órgano de
cierre de la misma, la Corte �Å¬Ã·»²» ´¿ ­«°®»³¿½3¿ ½«¿²¼± º«²½·±²¿´³»²¬» ­» »¶»®½·¬¿ ¼·½¸¿
¶«®·­¼·½½·-² °±® ´±­ ¶«»½»­ § ³¿¹·­¬®¿¼±­”145, por lo que mantiene competencia para hacer
efectivas sus propias decisiones. En ese entendido, lo dijo la Corporación en la
Sentencia C-802 de 2002 (M.P. Jaime Córdoba Triviño) y lo reiteró luego en la Sentencia
SU-1158 de 2003 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), ninguna autoridad perteneciente
a la misma jurisdicción constitucional puede desconocer la competencia del órgano
que la Constitución señala como garante de su eficacia en todos los órdenes, y menos
de entrar a suscitar conflictos de competencias en asuntos propios y exclusivos de
esa jurisdicción.

VI. EL CASO CONCRETO: CHOQUE DE TRENES ENTRE
LA CORTE CONSTITUCIONAL Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

Cuando se presenta el incumplimiento de los fallos de la Corte Constitucional,
ésta, según la jurisprudencia y la doctrina citada, se encuentra en capacidad de ejercer
la competencia para hacer cumplir sus fallos, incluso a la misma Corte Suprema de
Justicia, como ocurrió en 2004, presentándose un “½¸±¯«» ¼» ¬®»²»­” entre las Altas
Corporaciones y mediando el Consejo Superior de la Judicatura en el tema.

No obstante haberse reunido posteriormente la Magistrada Clara Inés Vargas
Hernández, Presidenta de la Corte Constitucional, con el Magistrado Silvio Fernando
Trejos Bueno, Presidente de la Corte Suprema de Justicia, en el Jockey Club de Bogotá,
D.C., para firmar la “°·°¿ ¼» ´¿ °¿¦”, como titularon los medios de comunicación, el
caso se encuentra en una instancia superior de carácter internacional, la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, a la que acudió el accionante de la tutela en
procura del cumplimiento del fallo de la Corte constitucional y la obtención de sus
derechos desconocidos por la Corte Suprema de Justicia, contra cuyos magistrados
cursa no sólo el incidente por desacato, sino la denuncia disciplinaria y posiblemente
la penal, ya que a los jueces se les puede llegar a acusar por prevaricato en estos casos.

Después del “¿®³·­¬·½·± ­±½·¿´” entre las Cortes, lo único que ha quedado claro es
que los Altos Tribunales seguirán inobservando las reglas que la Corte Constitucional
estableció como precedente para el cumplimiento de sus decisiones, fijadas en el
Auto del 6 de agosto de 2003 de la Sala Primera de Revisión, ya citado, y que establece
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145 Cfr. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-1158 de 2003, ya citada.
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que la Corte Constitucional es capaz de ejercer la competencia siempre que se cumplan
las siguientes condiciones: �ø·÷ Å¯«»Ã ­» ¬®¿¬» ¼»´ ·²½«³°´·³·»²¬± ¼» «²¿ ­»²¬»²½·¿ »³·¬·¼¿
°±® ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ »² ª·®¬«¼ ¼» ´¿ ½«¿´ ½±²½»¼¿ »´ ¿³°¿®± ­±´·½·¬¿¼± ó »² ¬»±®3¿ °«»¼»
­»® «²¿ ½±²º·®³¿½·-² óô ø··÷ Å¯«»Ã ®»­«´¬» ·³°»®·±­± ­¿´ª¿¹«¿®¼¿® ´¿ ­«°®»³¿½3¿ » ·²¬»¹®·¼¿¼
¼»´ ±®¼»²¿³·»²¬± ½±²­¬·¬«½·±²¿´ § ø···÷ Å¯«»Ã ´¿ ·²¬»®ª»²½·-² ¼» ´¿ Ý±®¬» ­»¿ ·²¼·­°»²­¿¾´» °¿®¿
´¿ °®±¬»½½·-² »º»½¬·ª¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ª«´²»®¿¼±­ ± ¿³»²¿¦¿¼±­”146. En ejercicio
de esa competencia, la Corte es autónoma, tanto para determinar la oportunidad en
la cual interviene, es decir, si lo hace antes o después del juez de primera instancia,
como para definir qué tipo de medidas son las adecuadas al propósito de dar
cumplimiento al fallo. Ello, “°±®¯«» ¼» ½±²­¬¿¬¿®­» »´ ¼»­¿½¿¬± ´¿ ½±²­»½«»²½·¿ ­»®3¿ ´¿
­¿²½·-² ¼»´ ­«¶»¬± ¼»­±¾»¼·»²¬» ³?­ ²± ²»½»­¿®·¿³»²¬» ´¿ °®±¬»½½·-² »º»½¬·ª¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­
º«²¼¿³»²¬¿´»­ ª«´²»®¿¼±­ ± ¿³»²¿¦¿¼±­”147. Como ya se ha expresado con insistencia, la
efectividad de los derechos conculcados se logra en ciertos eventos a través de la adopción
de medidas adicionales a la sanción por desacato, al ser este incidente insuficiente para
hacer cumplir la orden proferida por el órgano ´3³·¬» de control Constitucional.

Y ha agregado que atendiendo a las condiciones fijadas, »­ °®»½·­± ¿²±¬¿® ¯«» «²¿
¼» ´¿­ ­·¬«¿½·±²»­ »² ´¿­ ½«¿´»­ »­¬» ¬®·¾«²¿´ ­» »²½«»²¬®¿ °´»²¿³»²¬» ¸¿¾·´·¬¿¼± °¿®¿ ¿¼±°¬¿®
°±® ­3 ³·­³± ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¯«» ¿­»¹«®»² »´ ½«³°´·³·»²¬± ¼» ­«­ º¿´´±­ô ­» °®»­»²¬¿ »² ´±­
½¿­±­ »² ¯«» ´¿ ¿«¬±®·¼¿¼ ¶«¼·½·¿´ ®»²«»²¬» ¿ ±¾»¼»½»® ´¿ ¼»½·­·-² »­ «²¿ ¿´¬¿ ½±®°±®¿½·-² ¼»
¶«­¬·½·¿å ¹»²»®¿´³»²¬»ô ®»­°»½¬± ¼» ¿½½·±²»­ ¼» ¬«¬»´¿ ¯«» ­» °®±³«»ª»² »² ½±²¬®¿ ¼» ¿´¹«²¿­
¼» ­«­ ¼»½·­·±²»­ °±® ¸¿¾»® ·²½«®®·¼± »² ª3¿ ¼» ¸»½¸±ô ²»¹?²¼±­» ¿¯«»´´¿­ ¿ ³±¼·º·½¿® »´
°®±²«²½·¿³·»²¬± »² ´±­ ¬7®³·²±­ ­»/¿´¿¼±­ °±® ´¿ Í»²¬»²½·¿ ¼» Î»ª·­·-²ò Û² »­¬±­ »ª»²¬±­ô
´¿ ·²¬»®ª»²½·-² ¼»´ ¬®·¾«²¿´ ½±²­¬·¬«½·±²¿´ ­» ¬±®²¿ ·²¼·­°»²­¿¾´»ô °«»­ »­ ½±²±½·¼± °±® ¬±¼±­
¯«» ´¿­ ¿´¬¿­ ½±®¬»­ ²± ¬·»²»² ­«°»®·±® ¶»®?®¯«·½± »² ­« ®»­°»½¬·ª¿ ¶«®·­¼·½½·-² §ô °±® ¬¿²¬±ô ²±
»²½«»²¬®¿² »² »´ ¶«»¦ ¼» ¬«¬»´¿ ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ »´ º«²½·±²¿®·± ·¼-²»± °¿®¿ ½±²³·²¿®´¿­
¿´ ½«³°´·³·»²¬± ¼» ´¿ ¼»½·­·-² ¼»­±¾»¼»½·¼¿ô § ¬¿³°±½± »´ ½±³°»¬»²¬» °¿®¿ ¬®¿³·¬¿® »´
½±®®»­°±²¼·»²¬» ·²½·¼»²¬» ¼» ¼»­¿½¿¬±.

Siguiendo la línea de interpretación fijada por la doctrina constitucional148, cuando
la Corte tiene conocimiento en relación con el incumplimiento de la sentencia, “°«»¼»
­±´·½·¬¿® ²«»ª¿³»²¬» »´ »¨°»¼·»²¬» ± ´±­ »¨°»¼·»²¬»­ ¯«» ½±²¬·»²»² ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ¬«¬»´¿ ¯«»
´¿ Ý±®°±®¿½·-² ¸¿§¿ °®±º»®·¼±ô °¿®¿ ¸¿½»® ½«³°´·® ­« º¿´´±ô ¬±³¿²¼± ¼»¬»®³·²¿½·±²»­ ¯«»
½±¾·¶¿² ·²½´«­·ª» ¿ ·²¬»®ª·²·»²¬»­ ¯«» ¸¿² ½·¬¿¼± ¼»²¬®± ¼»´ »¨°»¼·»²¬» ¼» ¬«¬»´¿ ¿ º·² ¼» ¯«»
²± ­» ¯«»¼» »­½®·¬¿ ´¿ °®±¬»½½·-² ¿´ ¼»®»½¸± º«²¼¿³»²¬¿´”149.Y dentro de las medidas a
adoptar en estos casos, se cuentan la de proceder a dictar una sentencia de reemplazo
si no existe otra forma de hacer cumplir lo ordenado150, o en su defecto, la de tomar
una decisión complementaria al fallo incumplido que haga cesar la violación de los
derechos fundamentales, como puede ser, sin modificar lo ya resuelto, la de dejar
enfirme la decisión judicial que fue revocada por la alta Corporación de justicia en

146 Auto Ibídem.
147 Auto del 6 de agosto de 2003, Sala Primera de Revisión, ya citado.
148 Sentencia Ibídem, Auto del 6 de agosto de 2003, Sala Primera de Revisión.
149 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-1158 de 2003.
150 La opción de dictar una sentencia de reemplazo fue utilizada por la Corte Constitucional en la Sentencia

T-951 de 2003 (M.P., Dr. Álvaro Tafur Galvis), al declarar la nulidad de un fallo de la Sala Laboral del Tribunal
Superior de Bogotá y otro de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a través de los
cuales, por razones de fondo y forma, se había negado el derecho a la pensión de invalidez a un discapacitado.
En esa oportunidad, la Corte consideró que el actor sí tenía derecho a la prestación y ordenó directamente
al I.S.S. concederle la pensión por invalidez de origen no profesional.
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ejercicio de su competencia funcional, cuando a juicio de la Corte Constitucional
aquella interprete en debida forma el criterio sentado en la respectiva sentencia de
Revisión y garantice la protección de los derechos conculcados por la alta Corporación151,
opción que encuentra antecedentes específicos en el derecho comparado y
concretamente en el derecho español.

A continuación extractamos la parte pertinente del Auto 010 de 2004 (febrero
17), mediante el cual la Corte Constitucional rescata el valor del precedente y la
obligación de las autoridades judiciales de cumplir lo decidido en Tutela, de acuerdo
con el artículo 86 Superior, que aun cuando le otorga a ésta un carácter subsidiario
y residual frente a los medios ordinarios de defensa, la misma se constituye en el
principal y más efectivo mecanismo de protección de los derechos constitucionales
fundamentales y de los directamente conexos con éstos, no solo por el hecho de
haber sido concebida con el propósito específico de garantizar la vigencia efectiva
de tales derechos, sino además, por las condiciones especiales que el ordenamiento
jurídico le ha reconocido para asegurar su eficaz ejercicio y desarrollo.

Pasemos entonces al extracto del pronunciamiento152:

îòìò Ü»½·­·-² ¿ ¬±³¿® °±® ´¿ Ý±®¬» ½±² »´ º·² ¼» ¹¿®¿²¬·¦¿® ´¿ »º·½¿½·¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­
¬«¬»´¿¼±­ »² ´¿ Í»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼» îððïò

îòìòïò Ü»²¬®± ¼»´ °®±½»­± ¼» ¬«¬»´¿ Ìóíéíêëëô °®±³±ª·¼± °±® »´ ­»/±® Í»®¹·± Û³·´·± Ý¿¼»²¿
ß²¬±´·²»¦ ½±²¬®¿ ´¿ Í¿´¿ ¼» Ý¿­¿½·-² Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ô »´ °´»²± ¼» ´¿
Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ °®±º·®·- ´¿ Í»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼»´ ïí ¼» ²±ª·»³¾®» ¼» îððïò Í» ®»½«»®¼¿
¯«» »² ¼·½¸¿ °®±ª·¼»²½·¿ ´¿ Ý±®¬» ®»­±´ª·-æ

�ÐÎ×ÓÛÎÑò ÎÛÊÑÝßÎô °±® ´¿­ ®¿¦±²»­ »¨°«»­¬¿­ »² ´¿ °¿®¬» ½±²­·¼»®¿¬·ª¿ ¼»´ °®»­»²¬»
º¿´´±ô ´¿ Í»²¬»²½·¿ °®±º»®·¼¿ »´ ¼3¿ íï ¼» ¿¹±­¬± ¼» îòððð °±® ´¿ Í¿´¿ Ö«®·­¼·½½·±²¿´ ¼»´
Ý±²­»¶± Í«°»®·±® ¼» ´¿ Ö«¼·½¿¬«®¿ò

ÍÛÙËÒÜÑò ÝÑÒÝÛÜÛÎ ´¿ ¬«¬»´¿ °¿®¿ ´¿ °®±¬»½½·-² ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ¿´ ¼»¾·¼± °®±½»­± §
¿ ´¿ ·¹«¿´¼¿¼ ¼» ¬®¿¬± ¼»´ ­»/±® Í»®¹·± Û³·´·± Ý¿¼»²¿ ß²¬±´·²»¦ò

ÌÛÎÝÛÎÑò ÜÛÝÔßÎßÎ Í×Ò Ò×ÒÙËÒ ÊßÔÑÎ Ò× ÛÚÛÝÌÑô °±® ®»­«´¬¿® ª·±´¿¬±®·¿ ¼» ´±­
¼»®»½¸±­ ¿´ ¼»¾·¼± °®±½»­± § ¿ ´¿ ·¹«¿´¼¿¼ ¼» ¬®¿¬±ô ½±²­¿¹®¿¼±­ »² ´±­ ¿®¬3½«´±­ ïíô îç
§ ëí ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ô ´¿ °®±ª·¼»²½·¿ °®±º»®·¼¿ °±® ´¿ Í¿´¿ ¼» Ý¿­¿½·-² Ô¿¾±®¿´
¼» ´¿  Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ ¼»´ ¼3¿ ïï ¼» º»¾®»®± ¼» îðððò

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

151 Ciertamente, con ocasión del recurso de amparo constitucional promovido contra una sentencia del Tribunal
Supremo que puso fin a un proceso de filiación y pruebas biológicas, el Tribunal Constitucional Español,
en la Sentencia del 7 de enero de 1994, resolvió anular la decisión de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo
y dejar en firme la sentencia proferida por su inferior jerárquico, la Audiencia Provincial. En el fundamento
jurídico octavo de la citada providencia, luego de advertir la violación por parte de la providencia del
Tribunal Supremo, sostuvo el órgano de control constitucional que una manera de garantizar el derecho
de la demandante a un proceso sin dilaciones indebidas, era perfilar el fallo de amparo de tal manera que
sólo se anularan aquellas decisiones judiciales que directa e inequívocamente habían infringido el derecho
fundamental reclamado, restableciendo los efectos de aquella que garantizaba su ejercicio. En cuanto llegó
a la conclusión que ello ocurría solo en el caso de la sentencia del Tribunal Supremo, tomó la decisión advertida:
anular el fallo del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria y dejar en firme el que había sido revocado por éste.

152 Puede consultarse también en: ÌËÌÛÔß. Revista Mensual. Tomo V, # 53, mayo de 2004, Editorial LEGIS,
Bogotá, D.C., pp. 793 a 809.
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ÝËßÎÌÑò Ð¿®¿ »º»½¬±­ ¼» ®»­¬¿¾´»½»® ´±­ ¼»®»½¸±­ ª·±´¿¼±­ § °®±¬»¹·¼±­ °±® »­¬¿ Í»²¬»²½·¿
¼» ¬«¬»´¿ ¿´ ­»/±® Í»®¹·± Û³·´·± Ý¿¼»²¿ ß²¬±´·²»¦ô ­» ¼·­°±²» ÎÛÓ×Ì×Î »´ °®±½»­± ¿ ´¿
Í¿´¿ ¼» Ý¿­¿½·-² Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ô °¿®¿ ¯«» »² «² ¬7®³·²± ¼»
¬®»·²¬¿ øíð÷ ¼3¿­ô ½±²¬¿¼±­ ¿ °¿®¬·® ¼» ´¿ ²±¬·º·½¿½·-² ¼» »­¬¿ °®±ª·¼»²½·¿ô °®±½»¼¿ ¿ °®±º»®·®
²«»ª¿³»²¬» ´¿ ­»²¬»²½·¿ ­·² ª·±´¿½·-² ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ § ¹¿®¿²¬3¿­ ½±²­¬·¬«½·±²¿´»­
½±²­¿¹®¿¼¿­ »² ´±­ ¿®¬3½«´±­ ïíô îç § ëí ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ Ð±´3¬·½¿ò

ÏË×ÒÌÑò ÍËÎÌßÍÛ »´ ¬®?³·¬» °®»ª·­¬± »² »´ ¿®¬3½«´± íê ¼»´ Ü»½®»¬± îëçï ¼» ïççïò�

îòìòîò Ü»­°«7­ ¼» ¬®¿²­½«®®·¼±­ ³?­ ¼» ¼±­ ¿/±­ § ¼» ¸¿¾»®­» ¿¼»´¿²¬¿¼± ¿´¹«²¿­
¹»­¬·±²»­ ¬»²¼·»²¬»­ ¿ ´±¹®¿® »´ ½«³°´·³·»²¬± ¼» ´¿ Í»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼»´ ïí ¼» ²±ª·»³¾®»
¼» îððïô ·²½´«§»²¼± ´¿ °®±³±½·-² ¼»´ ·²½·¼»²¬» ¼» ¼»­¿½¿¬±ô ²· »´ ¬·¬«´¿® ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ ¯«»
º«»®±² °®±¬»¹·¼±­ ½±² »´ º¿´´±ô ²· »´ ¶«»¦ ¼» ¬«¬»´¿ ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ô ²· ´¿ Ý±³·­·-² ¼»
ß½«­¿½·±²»­ ¼» ´¿ Ý?³¿®¿ ¼» Î»°®»­»²¬¿²¬»­ ¿ ¯«·»² ´» º«» ®»³·¬·¼± »´ °®»½·¬¿¼± ·²½·¼»²¬»ô ó
°±® ¿½½·-² ± °±® ±³·­·-²ó ¸¿² ´±¹®¿¼± ¯«» ´¿ Í¿´¿ Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿
¼» ½«³°´·³·»²¬± ¿´ º¿´´±ô °®±½»¼·»²¼± ¿ ¼·½¬¿® ´¿ Í»²¬»²½·¿ ¼» ®»»³°´¿¦± ½±²º±®³» ´± ±®¼»²¿¼±ò

îòìòíò Ó«§ °±® »´ ½±²¬®¿®·±ô »² °®±ª·¼»²½·¿ ¼»´ ïê ¼» ³¿§± ¼» îððîô ´¿ Í¿´¿ ¼» Ý¿­¿½·-²
Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ ¼»¶- »² ½´¿®± ¯«» ²± ¼¿®3¿ ½«³°´·³·»²¬± ¿ ´¿ Í»²¬»²½·¿
ÍËóïïèë ¼»´ ïí ¼» ²±ª·»³¾®» ¼» îððïô ¿´ ¼»½·¼·® ¯«»æ �Û² ¼»º»²­¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿
§ ´¿ Ô»§ ³¿²¬·7²»­» ´¿ ­»²¬»²½·¿ »¶»½«¬±®·¿¼¿ ¼» ïï ¼» º»¾®»®± ¼» îðððô ¿½´¿®¿¼¿ »´ é ¼»
³¿®¦± ­·¹«·»²¬»ô ¯«» ®»­±´ª·- »´ ®»½«®­± »¨¬®¿±®¼·²¿®·± ¼» ½¿­¿½·-² ·²¬»®°«»­¬± °±® ÍÛÎÙ×Ñ
ÛÓ×Ô×Ñ ÝßÜÛÒß ßÒÌÑÔ×ÒÛÆ ½±²¬®¿ »´ ÞßÒÝÑ ÜÛ Ôß ÎÛÐFÞÔ×Ýßô ´¿ ½«¿´ ­«®¬» °´»²±­
»º»½¬±­ ¶«®3¼·½±­ § »­¬7­» ¿ ´± ®»­«»´¬± »² »´´¿ °¿®¿ ¬±¼±­ ´±­ º·²»­�ò

îòìòìò Ý±³± ¯«»¼- ­«º·½·»²¬»³»²¬» »¨°´·½¿¼± »² »´ ¿°¿®¬¿¼± îòî ¼» »­¬¿ °®±ª·¼»²½·¿ô »´
·²½«³°´·³·»²¬± ¼»´ º¿´´± ¼» ¬«¬»´¿ °±® °¿®¬» ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ ½±³°±®¬¿ ­·² ¼«¼¿
«²¿ ª·±´¿½·-² º´¿¹®¿²¬» § ­·­¬»³?¬·½¿ ¼» ´¿ Ý±²­¬·¬«½·-² Ð±´3¬·½¿ô » ·²½´«­±ô ¼» ²±®³¿­
·²¬»®²¿½·±²»­ ¼» ¼»®»½¸±­ ¸«³¿²±­ ½±³± ­±² »´ Ð¿½¬± ×²¬»®²¿½·±²¿´ ¼» Ü»®»½¸±­ Ý·ª·´»­ §
Ð±´3¬·½±­ ø¿®¬ò îp÷ § ´¿ Ý±²ª»²½·-² ß³»®·½¿²¿ ¼» Ü»®»½¸±­ Ø«³¿²±­ ø¿®¬ò îë÷ô ·²½±®°±®¿¼±­
¿´ ±®¼»² ·²¬»®²± ³»¼·¿²¬» ´¿­ Ô»§»­ éì ¼» ïçêè § ïê ¼» ïçéîô ®»­°»½¬·ª¿³»²¬»ò

îòìòëò Û² ª·­¬¿ ¼» ´± ¿²¬»®·±®ô ·²¼»°»²¼·»²¬»³»²¬» ¼»´ ·²½·¼»²¬» ¼» ¼»­¿½¿¬± ¯«» ¿½¬«¿´³»²¬»
½«®­¿ ¿²¬» ´¿ Ý±³·­·-² ¼» ß½«­¿½·±²»­ ¼» ´¿ Ý?³¿®¿ ¼» Î»°®»­»²¬¿²¬»­ °±® ®»³·­·-² ¯«» ¼»´
³·­³± ¸·½·»®¿ »´ ¶«»¦ ¼» ¬«¬»´¿ ¼» °®·³»®¿ ·²­¬¿²½·¿ô ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô ½±³± ³?¨·³±
-®¹¿²± ¼» ´¿ Ö«®·­¼·½½·-² ½±²­¬·¬«½·±²¿´ § ½±³± ¹«¿®¼·¿²¿ ¼» ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ § ­«°®»³¿½3¿ ¼»
´¿ Ý±²­¬·¬«½·-²ô ½±² º«²¼¿³»²¬± »² ´¿ ½±³°»¬»²½·¿ ¿­·¹²¿¼¿ °±® »´ ¿®¬3½«´± îé ¼»´ Ü»½®»¬±
îëçï ¼» ïççïô »­¬? »² ´¿ ±¾´·¹¿½·-² ¼» ¿¼±°¬¿® ´¿­ ³»¼·¿­ ¯«» ­»¿² ²»½»­¿®·¿­ °¿®¿ ¸¿½»®
½«³°´·® ´¿ ­»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼» îððï §ô »² »­» ½±²¬»¨¬±ô °¿®¿ ¾®·²¼¿® «²¿ °®±¬»½½·-² »º»½¬·ª¿
§ ®»¿´ ¿ ´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­ ¿´ ¼»¾·¼± °®±½»­± » ·¹«¿´¼¿¼ ¼» ¬®¿¬± ¼»´ ­»/±® Í»®¹·±
Û³·´·± Ý¿¼»²¿ ß²¬±´·²»¦ô ¬¿´ ½±³± ´± ±®¼»²¿ »¨°®»­¿³»²¬» »´ ½·¬¿¼± º¿´´±ò

îòìòêò Û² »­» °®±°-­·¬±ô ´«»¹± ¼» «² ¶«·½·±­± ¿²?´·­·­ ¼» ´¿ Í»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼» îððïô
´¿ Ý±®¬» ½±²­·¼»®¿ ¯«» ´¿ ³¿²»®¿ ³?­ »¨°»¼·¬¿ ¼» ¸¿½»® ½«³°´·® ´¿ ±®¼»² ¶«¼·½·¿´ ¼» ¬«¬»´¿ §
´±¹®¿® ´¿ »º»½¬·ª·¼¿¼ § »º·½¿½·¿ ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ °±® »´´¿ °®±¬»¹·¼±­ô »­ ¼»½´¿®¿® ½±²º±®³» ¿ ´¿
Ý±²­¬·¬«½·-² § ¼»¾·¼¿³»²¬» »¶»½«¬±®·¿¼¿ ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼·½¬¿¼¿ »² ­»¹«²¼¿ ·²­¬¿²½·¿ °±® ´¿
Í¿´¿ Ô¿¾±®¿´ ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Í«°»®·±® ¼»´ Ü·­¬®·¬± Ö«¼·½·¿´ ¼» Þ±¹±¬?ô »´ ¼3¿ îî ¼» »²»®± ¼» ïçççô
¼»²¬®± ¼»´ °®±½»­± ±®¼·²¿®·± ´¿¾±®¿´ ¼» Í»®¹·± Û³·´·± Ý¿¼»²¿ ß²¬±´·²»¦ ½±²¬®¿ »´ Þ¿²½± ¼» ´¿
Î»°&¾´·½¿å ¼»½·­·-² ¯«» ¸¿¾3¿ ­·¼± ½¿­¿¼¿ °±® ´¿ Í¿´¿ ¼» Ý¿­¿½·-² Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿
¼» Ö«­¬·½·¿ô °®»½·­¿³»²¬»ô »² ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¯«» ¿ ­« ª»¦ º«» ¼»½´¿®¿¼¿ ­·² ²·²¹&² ª¿´±® ²· »º»½¬±
°±® ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ »² »´ º¿´´± ¼» ¬«¬»´¿ ·²½«³°´·¼±ò
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îòìòéò Ï«» ´¿ Ý±®¬» ¿¼±°¬» ½±³± ³»¼·¼¿ ¼» ½«³°´·³·»²¬± ¼»´ º¿´´±ô ®»½±²±½»®´» °´»²±
ª¿´±® ¿ ´¿ ­»²¬»²½·¿ ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Í«°»®·±® ¼» Þ±¹±¬?ô »²½«»²¬®¿ «²¿ ½´¿®¿ ¶«­¬·º·½¿½·-² »² »´
¸»½¸± ¯«» ¼·½¸¿ °®±ª·¼»²½·¿ ®»½±¹» »² ¼»¾·¼¿ º±®³¿ »´ ½®·¬»®·± ¼» ·²¬»®°®»¬¿½·-² ½±²­¬·¬«½·±²¿´
º·¶¿¼± °±® »­¬¿ Ý±®°±®¿½·-² »² ´¿ Í»²¬»²½·¿ ÍËóïïèë ¼» îððïô ½«¿´ º«» »´ ¼» ®»½±²±½»®´» ª¿´±®
¶«®3¼·½± ¿«¬-²±³± ¿ ´¿ Ý±²ª»²½·-² Ý±´»½¬·ª¿ ¼» ¬®¿¾¿¶± ¼» ïçéíô ­«­½®·¬¿ »²¬®» »´ Þ¿²½± ¼»
´¿ Î»°&¾´·½¿ § ´¿ ß­±½·¿½·-² Ò¿½·±²¿´ ¼» Û³°´»¿¼±­ ¼»´ Þ¿²½± ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ô § ½±² ¾¿­»
»² »´´±ô ½±²½´«·® ¯«»ô »² ª·®¬«¼ ¼»´ ²«³»®¿´ íp ¼»´ ¿®¬3½«´± èp ¼» ¼·½¸¿ ½±²ª»²½·-²ô »´ ­»/±®
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2.4.10. No cabe duda, entonces, que declarar conforme a la Constitución y
debidamente ejecutoriada la decisión del 22 de enero de 1999, proferida en segunda
instancia por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, comporta una medida
adecuada para garantizar los derechos fundamentales del señor Sergio Emilio Cadena
Antolinez al debido proceso y a la igualdad de trato, los cuales fueron tutelados por
esta Corporación en la Sentencia SU-1185 de 2001.

En consecuencia, la Sala Plena de la Corte Constitucional, en su condición de juez
constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la
Constitución.

Hernán Alejandro Olano García
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RESUELVE

ÐÎ×ÓÛÎÑæ ÜÛÝÔßÎßÎ ÝÑÒÚÑÎÓÛ ß Ôß ÝÑÒÍÌ×ÌËÝ×MÒ ÐÑÔSÌ×Ýß Ç
ÜÛÞ×ÜßÓÛÒÌÛ ÛÖÛÝËÌÑÎ×ßÜßô la Sentencia del 22 de enero de 1999, dictada en
segunda instancia por la Sala Laboral Decisión del Tribunal Superior de Bogotá, dentro
del proceso ordinario laboral de Sergio Emilio Cadena Antolinez contra el Banco de
la República, por medio de la cual se ordenó: “1. MODIFICAR la cuantía de la pensión
y en su lugar CONDENAR a la demandada al pago de $3’115.877,70 mensuales desde
el momento de la terminación del contrato de trabajo con los correspondientes
reajustes legales. 2. CONFIRMARLA en todo lo demás. 3. COSTAS a cargo de la
demandada.”

ÍÛÙËÒÜÑæ ÑÎÜÛÒßÎ ¿´ Þ¿²½± ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ ¯«»ô ¼»²¬®± ¼» ´¿­ ìè ¸±®¿­ ­·¹«·»²¬»­
¿ ´¿ ²±¬·º·½¿½·-² ¼» »­¬¿ °®±ª·¼»²½·¿ô ¼» ½«³°´·³·»²¬± ¿ ´¿ Í»²¬»²½·¿ ¼»´ îî ¼» »²»®± ¼» ïçççô
¼·½¬¿¼¿ »² ­»¹«²¼¿ ·²­¬¿²½·¿ °±® ´¿ Í¿´¿ Ô¿¾±®¿´ Ü»½·­·-² ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Í«°»®·±® ¼» Þ±¹±¬?ô
¼»²¬®± ¼»´ °®±½»­± ±®¼·²¿®·± ´¿¾±®¿´ ¼» Í»®¹·± Û³·´·± Ý¿¼»²¿ ß²¬±´·²»¦ ½±²¬®¿ ¼·½¸¿ »²¬·¼¿¼ò

ÌÛÎÝÛÎÑæ Ð±® ´¿ Í»½®»¬¿®3¿ Ù»²»®¿´ ¼» »­¬¿ Ý±®°±®¿½·-²ô ÒÑÌ×Ú×ÏËÛÍÛ § ÛÒÊ×ÛÍÛ ½±°·¿
¼»´ °®»­»²¬» ß«¬± ¿ ´¿ Í¿´¿ Ô¿¾±®¿´ ¼» Ü»½·­·-² ¼»´ Ì®·¾«²¿´ Í«°»®·±® ¼» Þ±¹±¬?ô ¿ ´¿ Í¿´¿ ¼»
Ý¿­¿½·-² Ô¿¾±®¿´ ¼» ´¿ Ý±®¬» Í«°®»³¿ ¼» Ö«­¬·½·¿ô ¿´ Þ¿²½± ¼» ´¿ Î»°&¾´·½¿ § ¿ ´¿ Í¿´¿
Ö«®·­¼·½½·±²¿´ Ü·­½·°´·²¿®·¿ ¼»´ Ý±²­»¶± Í»½½·±²¿´ ¼» ´¿ Ö«¼·½¿¬«®¿ ¼» Ý«²¼·²¿³¿®½¿ ¿ ¯«·»²
¬¿³¾·7² ­» ®»³·¬·®? »´ »¨°»¼·»²¬»ò

Cópiese, notifíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional,
cúmplase y archívese el expediente.”

Siguen luego las firmas de Clara Inés Vargas Hernández, Presidente, y de los
Magistrados Jaime Araujo Rentería, Alfredo Beltrán Sierra, Manuel José Cepeda
Espinosa, Jaime Córdoba Triviño153, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra,
Eduardo Montealegre Lynnet154, Álvaro Tafur Galvis.

Concluyendo que el núcleo fundamental de la tensión entre las “Cortes” en
Colombia, la Suprema y la Constitucional, así como en otros eventos, con el Legislativo
y el Ejecutivo, nace desde el momento mismo en que surgen sentencias aditivas que
suponen la creación de normas o que adicionan las existentes, por lo que puede
pensarse en un régimen constitucional específico respecto a ellas, que reglamenten
su actividad como legislador positivo.

Los fallos de la Corte Constitucional colombiana, por regla general, tienen efecto
vinculante »®¹¿ ±³²»­ cuando realiza control abstracto de constitucionalidad y, en caso de
control concreto de constitucionalidad o acción de tutela, su efecto es Inter Pares.

El cumplimiento de los fallos de tutela de
la Corte Constitucional Colombiana

153 El Magistrado Córdoba aclaró su voto en el Auto, diciendo “«²¿ ½±­¿ »­ ¯«» ²± ½±³°¿®¬¿ ´¿ ¼»½·­·-² ¬±³¿¼¿
»² ´¿ ÍËóïïèë § ±¬®¿ »´ ¿½¿¬¿³·»²¬± ¯«» ³»®»½»² ´¿­ ¼»½·­·±²»­ ¬±³¿¼¿­ °±® ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ »² ½«³°´·³·»²¬±
¼» ­« ¬¿®»¿ ¼» ¼»º»²­¿ ¼» ´¿ ·²¬»¹®·¼¿¼ ¼» ´¿ Ý¿®¬¿ § ¼» °®±¬»½½·-² ¼» ´±­ ¼»®»½¸±­ º«²¼¿³»²¬¿´»­æ Ð«»¼» ¼·­»²¬·®­»
¼»´ º«²¼¿³»²¬± § ¼»´ ­»²¬·¼± ¼» «²¿ ¼»½·­·-²ò Ò± ±¾­¬¿²¬»ô ¬¿´ ¼·­»²¬·³·»²¬± ²± ´»¹·¬·³¿ ¿ ²¿¼·» °¿®¿ ¼»­½±²±½»®
»´ »º»½¬± ª·²½«´¿²¬» ¼» ¬¿´ ¼»½·­·-²ò Ü» ¿´´3 ³· ®»­°¿´¼± ¿ ´¿ ¼»¬»®³·²¿½·-² ¬±³¿¼¿ »² »­¬¿ ±°±®¬«²·¼¿¼ò�

154 El Magistrado Montealegre aclaró su voto en el Auto, suscribiendo la providencia, ante el hecho indiscutible
de la plena obligatoriedad de la decisión mayoritaria contenida en la Sentencia SU-1185 de 2001 y su
fuerza vinculante como precedente en la materia.
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Cada fallo, del tipo que sea, debe tener una explicación, persuasión y justificación
razonada con base en la misma Constitución y al sistema  de fuentes del derecho
vigentes, incluidas otras sentencias debido al valor fundamental del precedente en
Colombia.

Tanto en casos de constitucionalidad, como de tutela, tendrán fuerza vinculante
los conceptos consignados en los fundamentos jurídicos que guardan relación estrecha,
directa e inescindible con la parte resolutiva del fallo. �ø´÷¿ ¼±½¬®·²¿ ½±²­¬·¬«½·±²¿´
»²«²½·¿¼¿ »² ´¿­ ­»²¬»²½·¿­ ¼» ´¿ Ý±®¬» Ý±²­¬·¬«½·±²¿´ô ³·»²¬®¿­ ²± ­»¿ ³±¼·º·½¿¼¿ °±® 7­¬¿ô
­»®? ½®·¬»®·± ¿«¨·´·¿® °¿®¿ ´¿­ ¿«¬±®·¼¿¼»­ § ½±®®·¹» ´¿ ¶«®·­°®«¼»²½·¿ò

El juez constitucional a través de sus decisiones de tutela y sentencias de
constitucionalidad aplica y concreta la Constitución como norma de textura abierta,
es decir, expresiva de valores, principios y conceptos susceptibles de interpretación
aplicativa innovadora. Por eso, la sentencia de tutela proferida dentro del procedimiento
de revisión ante la Corte Constitucional, debe gozar de la intangibilidad que del
principio de la cosa juzgada deriva, sin que pueda ni siquiera la misma Corte
Constitucional reexaminar nuevamente sus fallos de revisión para modificar el proveído
inicial, pero sí para hacer que éstos se cumplan cuando se configure desacato sobre
los mismos.

Hernán Alejandro Olano García

300


